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E No. Fecha del Evento Departamento Municipio Expulsor Causa del desplazamiento Descripcién del Responsable Nimero Hogares Niimero Personas
vento Expulsor
1 17-Ago08 CAUCA LOPEZ DE MICAY Enfrentamientos ELN/ FARC 245 128
2 -Age B CHOCO MEDIO BAUDO Amenazas RASTROJOS % &
3 21-Sepl8 CHOCO ALTO BAUDO Enfrentamientos AGUILAS NEGRAS / RASTROJOS 97 315
[ 7-0ct08 NARINO ROBERTO PAVAN Combates FARC [ 2
5 190008 VALLE DEL CAUCA. BUENAVENTURA Enfrentamientos FARC 31 200
6 T8 Nov08 NARIO FRANCISCO PIZARRO Amenazas RASTROJOS 6 6
7 05-Dic-08 NARIFIO ROBERTO PAVAN Amenazas FARC 3 97
8 T4Dic08 NARIO FRANCISCO PIZARRO Combates RASTROJOS i £
9 03-Mar09 CAUCA, LOPEZ DE MICAY Ataque- Emboscata FARC 04 52
10 05-Mar09 NARINO EL CHARCO Hostigamientos FARC 75 755
TOTAL 985 4274




                        

                       Ministerio de Relaciones Exteriores

                              República de Colombia


ADVANCE UNEDITED VERSION

RESPUESTA CUESTIONARIO DEL ESTADO COLOMBIANO 

AL COMITÉ PARA LA ELIMINACION DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL 
 DE LAS NACIONES UNIDAS

PREGUNTA 1.  EL COMITÉ TOMA NOTA DEL MARCO CONSTITUCIONAL, LAS PROVISIONES QUE PREVEN SANCIONES DISCIPLINARIAS EN EL ÁMBITO DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA Y DEL ARTICULO 147 DEL CODIGO PENAL QUE SE REFIERE A LA PROHIBICIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL EN MARCO DEL CONFLICTO ARMADO. SÍRVASE INDICAR LA PROVISIÓN PERTINENTE AL AMBITO PRIVADO Y LOS AVANCES HACIA LA INCLUSIÓN DE LA PROHIBICION DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL EN CUMPLIMIENTO DE LA CONVENION Y LAS OBSERVACIONES FINALES ANTERIORES DEL COMITÈ. CON REFERENCIA AL PROYECTO DE LEY QUE PRETENDE CREAR UN ESTATUTO CONTRA LA DISCRIMINACION  (PL No. 40 de 2007) A LA CUAL SE REFIERE EL INFORME DEL ESTADO PARTE, SIRVASE INDICAR LOS AVANCES HACIA SU APROBACIÓN
Para regular el ámbito privado está prevista la Ley 931 de 2004, por medio de la cual se dictan normas sobre el derecho al trabajo en condiciones de igualdad en razón de la edad. El objeto de esta ley es brindar protección especial por parte del Estado de los derechos que tienen los ciudadanos a ser tratados en condiciones de igualdad, sin que puedan ser discriminados en razón de su edad para acceder al trabajo. 
De acuerdo con el artículo 3º a partir de la vigencia de la ley (Ley 931 de 2004), los reglamentos que contemplen restricciones de edad para acceder a un cargo o empleo o un trabajo deberán ser modificados, con el propósito de eliminar esta ( limitante de edad ) o cualquier otra limitante que no garantice condiciones de equidad. De igual forma, las convocatorias públicas o privadas no podrán contemplar limitantes de edad, sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión u opinión política o filosófica. 

De otro lado, el proyecto de ley por el cual se pretendía crear un estatuto contra la discriminación fue archivado en el Congreso de la República. No obstante, el Gobierno nacional se prepara para presentar un proyecto de ley como resultado de la Comisión Intersectorial para el avance de la población afrocolombiana, al cual se hace referencia en el Informe del Estado Colombiano, que busca enfrentar de una manera integral el fenómeno de la discriminación a través de acciones positivas: Proyecto “Por la cual se promueve el derecho a la participación y a la igualdad de oportunidades de la población negra, afrocolombianas, raizal y palenquera y se dictan otras disposiciones, por medio del cual se busca garantizar condiciones efectivas de igualdad y buscar una participación efectiva de estos grupos étnicos en los niveles, nacional y territorial.

PREGUNTA 2. con referencia a la politiCa de acción afirmativa para la población negra y afrocolombiana (conpes 3310 de 2004) y la política del estado para el pacifico colombiano (conpes 3491 de 2007), mencionadas en el informe del estado, sírvanse indicar los recursos estatales destinados, qué acciones afirmativas concretas se han tomado, que programas han sido diseñados, cuál fue la participación de las comunidades y organizaciones afrocolombianas en su diseño e implementación y si se ha realizado una evaluación de esas políticas y programas y cuáles fueron los resultados.    

En el marco de la  Constitución  Política de Colombia  en la cual se  reconoce  el carácter pluriétnico y multicultural de la Nación, el Gobierno Nacional  viene implementando diversas acciones en beneficio de la población negra, afrocolombiana, palenquera y raizal.

A continuación, se hace referencia a los recursos que el Gobierno Nacional tiene previsto invertir en el período 2006-2010 en beneficio de la población negra, afrocolombiana, palenquera y raizal, así cómo, los principales avances de las políticas diseñadas de Acción Afirmativa (Conpes 3310 de 2004) y para la región del Pacífico y el municipio de Buenaventura (Conpes 3491 de 2007 y Conpes 3410 de 2006).

· RECURSOS DEL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2006-2010 PARA LA POBLACIÓN AFROCOLOMBIANA: 

El Gobierno Nacional en cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo, tiene previsto invertir en el cuatrienio recursos por $229 billones. Se vienen haciendo esfuerzos de focalización de inversiones por departamentos y grupos poblacionales, particularmente de población afrocolombiana, no obstante lo anterior, a la fecha solo es posible identificar de manera detallada inversiones, metas y programas específicos para población que se encuentra asentada en los municipios de la región del Pacífico
. 

Para esta región, se aprobó la Política de Estado para el Pacífico Colombiano (Conpes 3491 de 2007), la cual contempla recursos por $8.2 billones, de los cuales $2.2 billones corresponden  al Sistema General de Participaciones (SGP), con los que se espera contribuir a la estrategia de reducción de la pobreza (Ver anexo)

Recursos de Inversión Política de Estado para el Pacífico (Conpes 3491)
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	ESTRATEGIAS
	RECURSOS

(billones de pesos)

	Seguridad Democrática y acompañamiento social integral
	$1,1

	Reducción de la pobreza 
 
	$3,9

	Crecimiento alto y sostenido
	$2,6

	Otros programas
	$0,5


Fuente: Conpes 3491 de 2007 “Política de Estado para el Pacífico colombiano”. 

Con estos recursos se beneficiará una población aproximada de 1.209.877 habitantes ubicados en los 46 municipios de 5 departamentos.

En materia de inversiones para el resto de la población afrocolombiana del país, debido a que se encuentra en proceso la incorporación de la variable étnica en los sistemas de información de los diferentes sectores, aún no es posible identificar las inversiones precisas que se destinan a este grupo de población.

No obstante lo anterior, se estima que la inversión que el Gobierno Nacional destinará en el cuatrienio para esta población asciende aproximadamente a $13 billones
, de los cuales, $8.7 billones se destinarán a la estrategia de reducción de la pobreza, $3.9 billones para crecimiento alto y sostenido, y $607 mil millones en otros programas (Anexo 2).

En relación con los recursos transferidos por la Nación (Sistema General de Participaciones –SGP-) a municipios y departamentos para la financiación de inversión en educación, salud, agua potable y otros sectores sociales para la población afrocolombiana, estos recursos representan el 12% del total de los recursos de SGP, los cuales durante el cuatrienio 2007–2010 ascienden a $8,7 billones, de los cuales se estima que $2,7 billones van a los municipios del Pacífico y $6 billones para el resto de municipios del país con población mayoritariamente afrocolombiana. 
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Fuente: DNP-DDTS

1/ Corresponde a una estimación de los recursos a girar en cada vigencia.

Con la reforma al Sistema General de Participaciones, el Gobierno Nacional garantizará la incorporación de nuevos niños al sistema educativo, así como la afiliación de nuevos beneficiarios al régimen subsidiado y una mayor cobertura en los servicios de acueducto y alcantarillado. Los municipios con población afrocolombiana no serán la excepción a este propósito. En este sentido, los recursos con los cuales se atenderá a la población afrocolombiana en el sector educativo ascienden a $4,8 billones, de los cuales, $1,3 beneficiaran a la población afrocolombiana de los municipios del pacífico, y $3,4 billones beneficiaran a la población afrocolombiana en los demás municipios. 

Por su parte, los recursos para salud durante el cuatrienio orientados de manera significativa a la incorporación de nuevas personas al régimen subsidiado sin perder de vista, las acciones de salud pública y la atención a la población pobre no asegurada, se estiman en $1,8 billones, de los cuales, $0,4 beneficiaran a la población del Pacífico y $1,3 billones al resto de población afrocolombiana del país. 
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Fuente: Departamento Nacional de Planeación - DNP-  DDTS

En el caso de los recursos para la ampliación de coberturas en agua potable y saneamiento básico, se estiman $0,6 billones que beneficiaran a la población afrocolombiana, con lo cual se espera alcanzar coberturas de acueducto de 98,5% urbana y 75,1% rural y coberturas de alcantarillado de 94,5% urbana y 65,5% rural, al 2010.  

Por su parte, los recursos disponibles para inversión en otras competencias municipales (vivienda, deporte, cultura, desarrollo agropecuario, vías, entre otras) se estiman en $1,4 billones, de los cuales la población del pacífico contará con $0,4 billones y el resto de población afrocolombiana con $0,9 billones.

En todos los casos, la estimación de los crecimientos esperados para el periodo en mención, tendrán como objetivo primordial el cumplimiento de la meta de cobertura universal en los sectores de educación y salud y crecimientos considerables en otros sectores fundamentales para la ciudadanía.

· POLÍTICA DE ACCIÓN AFIRMATIVA PARA LA POBLACIÓN NEGRA O AFRO COLOMBIANA- DOCUMENTO CONPES 3310 DE 2004

La política de acción afirmativa para la población negra o afrocolombiana está orientada a focalizar acciones del Gobierno Nacional hacia estas comunidades, aumentar las metas de coberturas en los programas nacionales, implementar acciones afirmativas para esta población en el corto plazo, mejorar los sistemas de identificación, cuantificación y registro de dicha población, formular un plan integral de largo plazo.

Entre los principales resultados se destacan los siguientes:

a. Cuantificación de la población afrocolombiana y de sus condiciones sociodemográficas a través del censo de población realizado en Colombia en el 2005. 

En todas las encuestas del Departamento Nacional de Estadística – DANE-, se  incluyó el módulo de autoreconocimiento étnico igual que en el Censo (Gran Encuesta de Hogares - módulo de variables demográficas-, Estadísticas Vitales (Nacimientos –madre y mortalidad –familiar) y Encuesta de Calidad de Vida. El censo contó con unas actividades preparatorias a nivel regional, acompañadas de medios masivos para socializar la importancia de la variable de autoreconocimiento étnico. Posteriormente, el DANE, realizó presentaciones públicas de los resultados del censo, adelantó un diplomado para el uso de la Información étnica del Censo, realizó estudios de caracterización demográfica y condiciones de vida para población afro en general, y para ciudades como Cali, Cartagena y Buenaventura que de acuerdo con el censo tienen la mayor concentración de la población afrocolombiana.

b. Inclusión de la variable étnica en el “Sistema de Gestión y seguimiento a las metas del Gobierno Nacional – SIGOB-. 

Se definió una propuesta de indicadores relacionados con población afrocolombiana para el SIGOB.  Dicha propuesta está en proceso de revisión y ajuste para su posterior sistematización, de manera que permita generar reportes diferenciados  e identifique los avances institucionales. Se han identificado algunos indicadores de población afrocolombiana a incluir en el SIGOB: i)  beneficiarios por el fondo de becas del ICETEX, ii) alumnos en básica y media, iii) jóvenes y adultos alfabetizados, iv) cupos en formación (SENA), v) población atendida por los programas del ICBF, vi) hectáreas adjudicadas, vii) nuevos proyectos cofinanciados por Fomipyme, viii) recursos apalancados por Fomipyme.

c. Acciones afirmativas implementadas en el corto plazo 

Las diferentes entidades del Gobierno Nacional vienen haciendo esfuerzos importantes para implementar acciones afirmativas para la población afrocolombiana y en este sentido se viene avanzando en la inclusión de la variable étnica en algunos sistemas de información que brindarán información institucional sobre los avances y retos de la gestión del Gobierno Nacional en los asuntos que impactan la población afrocolombiana. (SIGOB, Protección Social, Educación, Ministerio de Comercio, SENA, ICBF). 

Así mismo, se destacan acciones en varios programas de importancia tales como: Fondo de Especial de Créditos Educativos para estudiantes Afrocolombianos de bajos recursos y buen desempeño académico mediante el cual se han atendido a más de 5.000 estudiantes, becas para que los Afrocolombianos realicen estudios de posgrados en los Estados Unidos, capacitación en el programa de alfabetización y educación básica 'Para que Todos Aprendamos”, prueba Piloto del Programa 'Escuela Nueva' Ejecutado en Guapi y Quibdó, proceso de concertación de la política etnoeducativa afrocolombiana, reglamentación del Concurso Especial para Etnoeducadores, diseño e implementación de la Prueba Integral Etnoeducativa, propuesta metodológica elaborada para la formulación de política etnoeducativa, caracterización de la población negra o afrocolombiana en el sistema de protección social incluyendo perfil epidemiológico, definición de criterios para la concertación del Plan de Atención Básica - PAB, Apoyo a proyectos culturales de las comunidades afrocolombianas y proceso de fortalecimiento cultural (bibliotecas dotadas con autores Afrocolombianos, bandas dotadas con instrumentos y formación musical en municipios con mayoría de población afrocolombiana). 
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El Ministerio del Interior y de Justicia incorporó los problemas de desplazamiento y racismo en el “Plan de Acción de Derechos Humanos”. Así mismo, se analizaron los casos de protección de comunidades y líderes y se adelantaron acciones de prevención en coordinación con algunas gobernaciones. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, adelantó un proceso para cuantificar el número de  personas afrocolombianas en las cárceles del país y en el marco del Plan Nacional Integral de Largo Plazo de la Población Negra, Afrocolombiana, Palenquera y Raizal 2006-2019 se cuenta con un análisis de la situación de dicha población privada de su libertad.

· POLÍTICA DE ESTADO PARA EL PACÍFICO COLOMBIANO - DOCUMENTO CONPES 3491 DE 2007

La política incluyó 46 municipios donde más del 50% del territorio pertenece a la región natural del Pacífico y, al mismo tiempo, donde se evidencia tenencia colectiva de la tierra, bien sea de comunidades negras o de resguardos indígenas. Según información del Censo del 2005, el 79% de la población de estos municipios se autoreconoció como afrocolombiana y el 5% como indígena. La población beneficiaria de la política se estima en 1.2 millones de personas.
El Gobierno Nacional, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 2010 “Estado Comunitario: Desarrollo para todos”, estableció los siguientes objetivos para los municipios beneficiarios de la Política del Pacífico Colombiano: i) afianzar los logros de la Política de Defensa y Seguridad  Democrática, ii) reducir la pobreza, promover la equidad, generar empleo y avanzar hacia un esquema de desarrollo sostenible para los habitantes de la región, respetando sus particularidades, iii) propender porque los beneficios derivados de un mayor crecimiento económico se traduzcan en bienestar para todos los habitantes de la región del Pacífico, especialmente los Afrocolombianos y los indígenas, iv) promover la convergencia entre la región del Pacífico y el resto del país.

El Presupuesto General de la Nación (PGN) 2006–2010 contempla recursos cuantificables por $8.2 billones aproximadamente para la región del Pacífico. Estos recursos incluyen una partida de $2.2 billones del Sistema General de Participaciones (SGP), con los cuales se espera contribuir a la estrategia de reducción de la pobreza.

A continuación se presentan los principales avances reportados por las entidades nacionales en febrero de 2009.
a. Seguridad Democrática con Acompañamiento Social 

Seguridad y Orden Público

Para consolidar la Política de Seguridad Democrática y garantizar la seguridad y el orden público en la región, el Gobierno Nacional ha realizado esfuerzos especiales en el Pacífico. Para el efecto activó 5 nuevas unidades tácticas del Ejército, logrando la meta de 17 unidades;  incrementó en 1.586 los efectivos de la fuerza policial, por lo cual cuenta con 13.530 efectivos, superando la meta establecida; adquirió 41 equipos navales para cobertura fluvial alcanzando un total de 118 equipos. Así mismo, se construyeron 8 estaciones de policía pasando de 144 a 152 y se espera llegar a una meta de 181 estaciones. Por otra parte se tiene prevista la asignación de dos fragatas y un submarino para las operaciones en el Pacífico.

Erradicación de Cultivos Ilícitos 

En el marco del fortalecimiento de la estrategia contra los cultivos ilícitos, el Gobierno Nacional ha logrado erradicar, a través de los Grupos Móviles, 15.239 hectáreas de una meta de 20.000 que tiene establecida hasta el año 2010. Esta actividad se ha desarrollado en los municipios de San José del Palmar y Nóvita en el Chocó; y Tumaco y el Charco en el departamento de Nariño.

Por otra parte, se ha venido incrementando el número de beneficiarios del programa Familias Guardabosques, orientado a la erradicación voluntaria de los cultivos ilícitos por parte de la comunidad y su reemplazo por alternativas productivas legales y proyectos ambientales. El Programa ha atendido a los municipios de Guapi en el departamento del Cauca, y Acandí, Unguía, Riosucio, Tadó, Unión Panamericana y Carmen del Darién en el Chocó. En este programa se tienen vinculadas 7.960 familias y se espera que en el 2.010 haya 14.000. Así mismo, se está desarrollando una iniciativa de proyectos productivos de aprovechamiento agrícola y agroforestal de mediano y largo plazo, que ha vinculado 3.448 familias en los municipios del Pacífico y se espera llegar a 4.218. 

Desplazamiento

De acuerdo con las cifras del Registro Único de Población Desplazada de la Acción Social, los municipios que registran un mayor comportamiento como expulsores de población en el Pacífico son: Buenaventura en el Valle; Quibdó,  Bojayá y Riosucio en Chocó; y Tumaco en Nariño. El Programa de Generación de Ingresos ha creado proyectos en los municipios de Quibdó, Bojayá, Buenaventura y Tumaco. El Gobierno Nacional ha brindado acompañamiento de retorno a 2.426 familias desplazadas a los municipios de Bagadó, Quibdó, Bojayá, Nuquí, Alto Baudó y San José del Palmar en el Chocó; La Tola y Magüí en Nariño; y Buenaventura en el Valle.

El Gobierno Nacional ha brindado acompañamiento a 2.679 familias en su proceso de retorno_ reubicación, así mismo, prestó atención humanitaria de emergencia a 11.561 familias desplazadas y benefició con programas de generación de ingresos a 5.431 familias desplazadas 

b. Reducción de la Pobreza y Promoción de la Equidad

Revolución Educativa en el Pacífico: Aumento de Cobertura Educativa

Para aumentar la cobertura en educación, el Gobierno Nacional ha propiciado la generación de nuevos cupos en educación inicial, básica y media. Con respecto a la generación de cupos en la educación superior, se ha transferido a las universidades del Chocó y del Pacífico, la partida correspondiente que hace el Gobierno Nacional a las universidades públicas para su funcionamiento. Para contribuir al mejoramiento de la calidad en la educación superior se viene avanzando en el programa de verificación de cumplimiento de condiciones mínimas de calidad en los programas ofrecidos por las Universidades del Pacífico y del Chocó. 

En cuanto a los Centros Regionales de Educación Superior, CERES, se realizó un encuentro estudiantil en Bojayá denominado “Buscando Carrera”, el Ministerio de Educación Nacional aprobó una adición de $165 millones con el fin de fortalecer la infraestructura tecnológica de los CERES de Juanchaco, Tumaco y Nuquí y se encuentra en construcción la sede donde funcionará el CERES de Tumaco.

Por otro lado, se viene fortaleciendo y ejecutando el Fondo Especial de Créditos Educativos con destinación específica a población afrocolombiana por parte del Instituto Colombiano de Crédito y Estudios Superiores en el Exterior, ICETEX.

De acuerdo con el reporte de 2008, se generaron los siguientes cupos: en educación básica y media 367.337 de una meta prevista de 371.993; en educación inicial 13.808 cupos de una meta fijada en 19.324;  y en educación superior a través de los CERES,  427 de 1.400; a través de las universidades del Chocó y del Pacífico 10.617 superando la meta de 10.569.

La meta del SENA para el año 2010 de generar 54.143 cupos anuales en el Programa de Capacitación para el Trabajo, fue cumplida en el 2008 y se logró avanzar hasta 54.504.

Fortalecimiento del  Sector Salud: Aumento de Cobertura en Salud 

Para el año 2.010 se tiene establecida una meta de 793.425 personas, del Sisben I y II, afiliados al régimen subsidiado de salud. Se tiene un registro de 759.351 personas que corresponde al 95% de la meta.

Para la construcción del Hospital de Tumaco, se llevaron a cabo cinco fases de estudios y actividades preliminares y se inició la construcción a finales de diciembre de 2007 y se espera su finalización para Agosto de 2009.

Implementación de la Red de Protección para la Superación de la Pobreza Extrema – Red Juntos

La Red Juntos es una estrategia de intervención integral y coordinada de los diferentes organismos y niveles del Estado para mejorar las condiciones de vida de las familias en situación de extrema pobreza. Focaliza todos los programas sociales en las familias seleccionadas, con el fin de alcanzar ciertos logros básicos. La política tiene previsto atender 77.579 familias, de las cuales 6.553 corresponden a familias desplazadas. Acción Social ha incluido 75.586 familias que se han comprometido con acuerdos de corresponsabilidad. Para avanzar en el cumplimiento de la meta es fundamental la firma de convenios por parte de los municipios.

Familias en Acción y Bienestar Familiar:

En el marco de este Programa se vienen atendiendo 101.438 niños, menores de 5 años,  con desayunos infantiles y 255.978 niños, a través de restaurantes escolares. Además, se han beneficiado 72.121 niños en Hogares Comunitarios ICBF y 14.229 familias del Programa de Seguridad Alimentaria - RESA.

c. Ciudades Amables 

Vivienda

El Gobierno Nacional ha otorgado en el Pacífico 11.855 subsidios de vivienda, que incluyen la bolsa de habilitación legal de títulos.

Por otra parte, se viene adelantando la formulación y ejecución de tres macroproyectos de vivienda de interés social en la región: 

· Ciudadela San Antonio en Buenaventura para el cual el Ministerio tiene previsto habilitar suelo en un área de 215 hectáreas con un potencial de 4.000 soluciones de vivienda. En la primera etapa que concluye a finales de 2010, se tiene previsto la construcción de 568 unidades de vivienda y habilitar suelo para 2.500 soluciones de vivienda. Los recursos aportados por la Nación ascienden a $110.438 millones de pesos. También se tiene previsto implementar el programa de mejoramiento integral de barrios para lo cual se realizaron los estudios de prefactibilidad del Barrio Unión.
· Para Tumaco se tiene prevista la construcción de vivienda para reubicación y se espera habilitar suelo en un área de 273 hectáreas con un potencial de 2.000 soluciones de vivienda. Se espera iniciar la habilitación de suelo, para las primeras 1.000 soluciones de vivienda, a principios del 2010. Este proyecto cuenta con el apoyo de la Agencia de Cooperación de los Estados Unidos de América USAID. 

· Macroproyecto Quebrada La Yesca – componente vivienda nueva y Mejoramiento Integral de Barrios en Quibdó. El Ministerio adelanta el proceso de identificación, anuncio y adopción del Macroproyecto de Interés Social Nacional MISN (componente vivienda nueva) con el apoyo de la Agencia de Cooperación de los Estados Unidos de América USAID. Se habilitará suelo en un área de 400 hectáreas con un potencial de 3.000 unidades de vivienda, de las cuales se tiene previsto desarrollar 1.000 unidades de vivienda entre 2010 y 2011. Así mismo, el Ministerio adelanta la actualización del estudio de amenazas y riesgos del área de influencia del Macroproyecto Quebrada La Yesca para establecer las áreas de riesgo mitigable y no mitigable, y por consiguiente, reformular este Macroproyecto definiendo los escenarios de mejoramiento y reasentamiento para la recuperación de la Quebrada La Yesca. En cuanto al proyecto de Mejoramiento Integral de Barrios se realizó visita al municipio de Quibdó para adelantar la identificación del sector del barrio Las Margaritas que será objeto de estudios de prefactibilidad para adelantar un proyecto piloto, al interior del área de influencia del Macroproyecto Quebrada La Yesca. Actualmente, el municipio y el Ministerio adelantan gestiones con miras a la firma de un convenio que permita adelantar los estudios de preinversión del barrio seleccionado para ser objeto de mejoramiento integral.

Planes Departamentales de Agua

El Gobierno Nacional definirá una partida de recursos del Presupuesto General de la Nación para financiar los planes departamentales de agua. Antioquia y Valle se encuentran en una etapa avanzada de ejecución de sus planes. Por su parte, el MAVDT contrató los diagnósticos para Nariño, Chocó y Cauca. Este último departamento dispone de facultades para comprometer vigencias futuras de regalías por 4 años. En cuanto a los Planes Maestros de Acueducto, Alcantarillado y Aseo se vienen implementando los de  Buenaventura y Quibdó con recursos asignados del Presupuesto General de la Nación y del Fondo Nacional de Regalías. Para el Programa "Todos por el Pacífico", se han invertido recursos por $15.000 millones correspondientes a los planes maestros de Buenaventura y Tumaco.

d.  Crecimiento Alto y Sostenido

Vías

De acuerdo con el Plan 2500 de la Red Nacional, se han pavimentado 16 Kms de la vía Las Animas - Tadó - Playa de Oro – Mumbú; 6.16 Kms de Las Animas – Itsmina; 7.20 kms de la Vía Bahía Solano – El Valle; 15.31 kms de la vía La Mansa - El Siete - El Carmen; 5.20 kms de la vía a Buenaventura; 5.05 kms de la Vía Zacarías - Sabaleta - Agua Clara; y 8.08 kms de la vía Barbacoas – Junín.

En el plan de “Vías para la Competitividad” se vienen mejorado las siguientes vías: i) Simón Bolívar– Anchicayá (30 kms) y vía Tumaco - Pasto – Mocoa (70 kms); ii) Buga - Buenaventura (Sector Loboguerrero_ Citronela): la meta es mejorar 48 kms; iii) Las Ánimas – Nuquí; la meta es mejorar 130 kms. Vía Medellín – Quibdó: la meta es mejorar 99 kms.  En la Fase 2 de Corredores de Competitividad se tiene previsto el mejoramiento de las siguientes vías: Panamericana del Darién: la meta es mejorar 51 kms; ii) El Plateado – Belén. 

Respecto a la Red Férrea, se realizaron las actividades previstas para la reestructuración del contrato de concesión. Así mismo, el Instituto Nacional de Concesiones, INCO, realizó la cesión del contrato de concesión de la Red Férrea del Pacífico a “Ferrocarriles del Oeste”.

En cuanto a los estudios para determinar la factibilidad de la operación fluvial de los canales de los ríos Atrato y San Juan, comunicación río San Juan - Bahía Málaga - Buenaventura y comunicación por esteros entre Buenaventura y Tumaco se han adelantado las siguientes actividades:  i) Programación por parte del INVIAS de los estudios, ii) Programación de recursos del Presupuesto General de la Nación, iii) Gestiones del Ministerio de Transporte con las entidades territoriales para generar recursos de soporte (contrapartidas). 

Concesiones Portuarias y Nuevos Proyectos Portuarios: 

Se encuentran operando los contratos de concesión de los puertos de Tumaco en Nariño y Buenaventura, Aguadulce y Terminal de Contenedores en el Valle del Cauca. En cuanto a la construcción de un puerto multipropósito, en la ensenada de Tribugá, en el Chocó, el Gobierno Nacional adelanta gestiones para los estudios de factibilidad.

Infraestructura Aeroportuaria

El Gobierno Nacional viene adelantando obras de adecuación, tales como: mantenimiento de pistas, zonas de seguridad, cerramientos, terminales, torre de control, actividades de paliamiento de pista, compra de sistemas y equipos, de acuerdo con las necesidades priorizadas para los siguientes aeropuertos: Acandí, Bahía Cupica, Capurganá, Buenaventura, Quibdó, Tumaco,López de Micay y Timbiquí.
Los aeropuertos de Medellín, Rionegro, Carepa, Quibdó, Corozal y Montería fueron entregados en concesión.

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones:

COMPARTEL, programa de comunicaciones sociales del ministerio de Comunicaciones orientado a facilitar el acceso universal de los colombianos a los servicios de telecomunicaciones, ha venido cumpliendo la meta de conectividad en banda ancha y ha llegado a 386 instituciones educativas, 41 hospitales, 43 alcaldías, 6 bibliotecas y 4 centros zonales del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF.  Por otra parte, ha instalado 69 telecentros comunitarios y entregado 6.114 computadores en funcionamiento. 

Energía en el Pacífico Colombiano:

El Instituto de Planificación de Soluciones Energéticas - IPSE – a través del BID, fue beneficiario de una cooperación técnica no reembolsable con el objeto de realizar estudios a nivel de detalle, en materia de energía, las comunidades de Bahía Solano, Nuquí y Bajo Baudó en el Chocó.  

Desarrollo Rural y Agropecuario:

En el Pacífico se han titulado 6.394 hectáreas de tierras baldías a comunidades negras, que representa el 100% de la meta establecida. A partir de la aprobación de la Política, en octubre de 2007, se titularon tierras a 2 Consejos Comunitarios: Sivirú en Chocó - Bajo Baudó con 21.364,7 hectáreas en beneficio de 166 familias y Bellavista - Anchicayá en Valle del Cauca; Buenaventura con 284,7 hectáreas en beneficio de 24 Familias. Así mismo, se adelantaron procesos de titulación en 8 Consejos Comunitarios: Río Naya en Cauca, Unión Río Caunapi y La Nueva Esperanza en Nariño, Alto Anchicayá, La Esperanza, La Plata, La Caucana y Gamboa en Valle del Cauca.  

Con proyectos de pesca y acuicultura, promovidos por el Gobierno Nacional, se han beneficiado 1.974 familias. Se apoyaron siete proyectos para pescadores artesanales de los municipios de: Juradó, Bahía Solano, Nuquí, Quibdó, Tumaco, López de Micay, Timbiquí, Santa Barbara, Iscuandé, El Charco, La Tola, Mosquera, Francisco Pizarro, Salahonda y Buenaventura.

En el municipio de Guapi, se tiene en previvero 35.300 plantulas, en vivero 9.200 plantas de palma. En este municipio se conformó la alianza con el Consejo Comunal de Guapi Bajo, para lo cual el Banco Agrario otorgó un crédito por valor de $8.674 millones con el propósito de sembrar 700 hectáreas; con esta alianza se pretende beneficiar a 117 familias. En Tumaco se ha incrementando el cultivo de la palma y se tiene 38.516 has de este cultivo; así mismo, se construyó una planta de biodiesel en Tumaco que en la actualidad produce 3.000 litros diarios.

Se adelantaron las acciones para la declaratoria de zona libre de Peste Porcícola Clásica sin vacunación para los municipios  del noroccidente del Chocó,  así como las  demás  actividades  orientadas a  la protección sanitaria agrícola de la región.

e. Gestión Ambiental que promueva el Desarrollo 

Se adecuó el Parque Nacional Natural de Utría, con infraestructura para ecoturismo y con participación de la comunidad local: Se contrató con recursos de la Agencia para el Desarrollo de los Estados Unidos, USAID, la construcción del restaurante del sector Ensenada.

f. Dimensiones Especiales de Desarrollo 

La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, otorgó 1.112 créditos a mujeres empresarias del Pacífico y realizó 25 jornadas de impulso al espíritu empresarial, 6 ferias para microempresarias, 72 jornadas pedagógicas para el fomento de la participación política de la mujer y 22 Consejos Comunitarios de mujeres.

El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultura, ha beneficiado a todos los municipios del Pacífico con el Plan Nacional de Lectura y Bibliotecas. Así mismo, el Ministerio ha beneficiado a 39 municipios con el Plan de Música para la Convivencia. 

El programa Radio Ciudadana en Buenaventura, como espacio para la democracia, se está ejecutando con el apoyo de la Organización Internacional para las Migraciones, OIM. Se realizaron dos (2) talleres. Uno de producción radial, gestión, sostenibilidad y sistematización. El otro, trabajó el proceso de verdad, justicia y reparación para periodistas, dictado por Reporteros de Colombia en alianza con el Ministerio de Cultura. Se logró la creación de 2 franjas de análisis y opinión de radios ciudadanas en Buenaventura: una en la emisora comunitaria y otra en la emisora indígena. 

En cuanto a instalaciones deportivas, se viene avanzando en el proceso para la construcción del Estadio de Tumaco. 

Fortalecimiento Institucional del Chocó: 

En el marco del proyecto: “Fortalecimiento de la Información Pública”, del Sistema de Seguimiento y Evaluación para la Gestión por Resultados en Colombia, se adelantó el proceso de fortalecimiento institucional de la Gobernación del Chocó en las áreas de gestión administrativa, planeación, presupuesto, finanzas públicas y gestión de contingencias jurídico legales.

Fortalecimiento de Consejos Comunitarios de Comunidades Negras: 

La Dirección de Etnias, del Ministerio del Interior y de Justicia, en cumplimiento de lo establecido en el documento Conpes, realizó las siguientes actividades de fortalecimiento de Consejos Comunitarios de comunidades negras en la cuenca del Pacífico: i) Convenio con la Fundación Panamericana para el Desarrollo, FUPAD, y el Fondo Mundial para la Naturaleza -WWF Colombia
  para el fortalecimiento de 66 Consejos Comunitarios, ii) elaboración de un documento metodológico para la formulación de planes de etnodesarrollo, iii) implementación de un Sistema de Información de Consejos Comunitarios, iv) gestión de cooperación internacional para el apoyo al fortalecimiento de Consejos Comunitarios, v) gestión para la implementación de proyectos de mujeres de Consejos Comunitarios, vi) capacitación a líderes de Consejos Comunitarios del Valle del Cauca, vii) elaboración de reglamentos de las Consultivas de Comunidades Negras de los Departamentos de Valle, Cauca y Chocó, viii) elaboración del reglamento Interno y plan de acción de la Consultiva de Alto Nivel de Comunidades Negras, ix) elaboración de plan de comunicaciones de la Consultiva de Alto Nivel.

· POLÍTICA DE ESTADO PARA MEJORAR LAS CONDICIONES DE VIDA DE LA POBLACIÓN DE BUENAVENTURA - DOCUMENTO CONPES 3410 DE 2006
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De acuerdo con el censo poblacional de Colombia, en el 2005 habitaban en Buenaventura 324.207 personas, de las cuales 271.227 se autoreconocieron como Afrocolombianos, es decir el 84%. 
La Política de Estado para Buenaventura tiene como propósitos mejorar las condiciones de vida de su población; aprovechar y potenciar la ventaja de ubicación geoestratégica en el Pacífico y consolidar la ciudad como un nodo portuario logístico e industrial regional para el desarrollo económico y social.  Para el logro de tales fines, se formularon cuatro estrategias, de las cuales se presentan a continuación sus principales avances.

a. Alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio

Para avanzar en el cumplimiento de los “objetivos de desarrollo del milenio” y mejorar las condiciones de vida de la población de Buenaventura se requiere mejorar el desempeño de los sectores sociales de educación y salud, así como eliminar la pobreza. El financiamiento de las propuestas supone responsabilidad compartida entre el gobierno central y los gobiernos descentralizados, así como la concurrencia de la empresa privada, las agencias internacionales y la sociedad civil. 

Buenaventura se seleccionó en el 2008 como municipio piloto de la “Red de Protección Social Contra la Extrema Pobreza _ Red Juntos”, con el propósito de lograr mayor rapidez en el logro de los requerimientos básicos para superar la pobreza. Por su parte, el Ministerio de Protección Social aprobó el financiamiento del 65% de la Unidad de Pago por Capitación del Plan Obligatorio de Salud -UPC para Afrocolombianos, beneficiando de esta manera a la población de Buenaventura.

b. Promover el Desarrollo Económico y la Competitividad Territorial

Fortalecimiento a las Capacidades Empresariales y Ocupacionales:

El Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA brindó el siguiente apoyo: i) configuración de una oferta de formación pertinente, con énfasis en los niveles técnico y tecnológico, ii) modernización y fortalecimiento del Centro Náutico y Pesquero, iii) ejecución de un convenio con la universidad de Larenstein para la capacitación de las comunidades de la zona rural del municipio de Buenaventura, iv) adquisición de un simulador montacargas para la capacitación que garantice una operación segura y permita mejorar la seguridad en la operación de equipos portuarios en el Centro Náutico y Pesquero, v) adquisición de un aula móvil para impartir instrucción en reparación de motores fuera de borda en el Centro Náutico y Pesquero, vi) articulación con la Media Técnica a través de este programa del Centro Náutico Pesquero, vii) certificación de competencias laborales, viii) convocatoria para el mejoramiento de las capacidades de las organizaciones étnicas y sus comunidades con miras al mejoramiento integral en las condiciones de vida y al fortalecimiento organizacional de las mismas alrededor de proyectos productivos propios, ix) reconversión socio-laboral para la población desplazada, x) Atención a la población a través del Programa Empleabilidad, xi) ejecución del proyecto de administración y control de los recursos pesquero y acuícola.

Actividad portuaria:

Para fortalecer la actividad portuaria, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo apoyó al municipio en la promoción de su propuesta de creación de un Centro de Actividades Económicas Logísticas ligadas al puerto. Adicionalmente, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, MAVDT, brindó apoyo técnico al Plan Parcial del terreno del proyecto. 

El Gobierno Nacional, por su parte, entregó en comodato al municipio el lote de la antigua zona franca, cuya destinación es para actividades económicas relacionadas con la expansión portuaria, el desarrollo logístico y la exportación de bienes o servicios en la ciudad de Buenaventura. 
Con el fin de consolidar a Buenaventura como Nodo Portuario se adelantaron acciones en los siguientes frentes:

· Dragado Canal de Acceso al puerto de Buenaventura: Las obras se iniciaron el 30 de abril de 2007 y se finalizaron en abril de 2008 por valor de $80.000 millones.  Adicionalmente, el Gobierno Nacional prevé realizar el Dragado de Profundización del canal de Acceso de la Bahía Externa de Buenaventura a 13,5 m.

· Sociedad Portuaria Regional de Buenaventura: En el marco del proceso de revisión del esquema contractual de los puertos se espera contar con ambiciosos planes de inversión, que permitan mejorar la infraestructura portuaria y la optimización en los servicios. Inversión estimada $900 mil millones. 

· Concesión portuaria de Aguadulce: El 26 de diciembre de 2007 se firmó el contrato de concesión con un plazo de 30 años. La Sociedad portuaria se obliga a una inversión de $260 millones de dólares y pagará una contraprestación de $1.3 millones de dólares. 

· Terminal de Contenedores de Buenaventura: El 22 de junio de 2007 se otorgó el contrato de concesión.
Infraestructura vial:

Se culminó la construcción de la vía Alterna Interna Puerto de Buenaventura. Se espera iniciar la construcción de la Doble Calzada Buga–Buenaventura (tramo Loboguerrero – Cisneros) en julio de 2009. El avance del proyecto de la Vía Buenaventura (Borrero – Ayerbe) es de 5.20 Kms. Para el dragado del estero San Antonio se encuentra en ejecución un convenio con el municipio de Buenaventura que permitirá la construcción de obras de protección para la mitigación ambiental en la zona del estero.
Infraestructura Aeroportuaria:

Se adelantaron obras para el mantenimiento de la infraestructura aeroportuaria y aeronáutica del aeropuerto de Buenaventura.

c. Transformar a Buenaventura en una Ciudad Amable e Incluyente

[image: image26.jpg]Estado nutricional segun el indicador talla para la edad por grupo étnico, primer y cuarto
trimestre 2008

IT 4T 1T 4T (1T 4T | 3T 4T 1T 4T |37 4T [ 1T 4T (1T 4T 1TL1T 2T | 2T 4T | 2T 3T |21 4T | 2T 47

oIndigenn Negro | Raizal | Cimarron| Coyaima| Embera | Inga |Kaméntsakubediasa (Paez) Piapoco | Sikuani | Totoro | Wayuu

m Desnutricion Crénica = Zona critica




Fuente: DNP-DDUPA

El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, MAVDT,  incluyó a Buenaventura en sus programas especiales y ha apoyado al municipio en la formulación de proyectos de mejoramiento integral de barrios, generación de suelo, oferta de vivienda de interés social y titulación masiva de predios. 

Plan de Ordenamiento Territorial

El MAVDT ha venido prestando apoyo técnico en la conformación del expediente municipal, así como los términos de referencia para contratar el plan parcial del Centro de Actividades Económicas de Buenaventura CAEB- y la elaboración de un documento que recoge las determinantes y normatividad del Plan de Ordenamiento Territorial  para dicho centro de actividades. Por otro lado, apoyó la contratación y diseño de la Avenida Simón Bolívar, los términos de referencia para el estatuto de espacio público y la generación de suelo para vivienda de interés social.

Vivienda

El MAVDT adoptó el Macroproyecto de Interés social Nacional - Ciudadela San Antonio a través de Resolución No. 0207 de 2009 para habilitar suelo en un área de 215 hectáreas con un potencial de 4.000 soluciones de vivienda. En la primera etapa que concluye a finales de 2010, se tiene previsto la construcción de 568 unidades de vivienda y habilitar suelo para 2.500 soluciones de vivienda. Los recursos aportados por la Nación ascienden a $110.438 millones de pesos. Así mismo, en el marco del programa de “Mejoramiento Integral de Barrios” en Buenaventura, se elaboraron los estudios de prefactibilidad del Barrio Unión. Actualmente se adelantan los estudios de amenazas y riesgos de dicho barrio y está en proceso de “No objeción” por parte del BID, para dar inicio a la etapa de inversión.

Agua Potable y Saneamiento Básico

Durante el 2008 se destinaron recursos del Presupuesto General de la Nación por $8.000 millones para el proyecto de Ampliación, Rehabilitación y Construcción de sistemas de agua potable y saneamiento básico, incluyendo al Macroproyecto para la reubicación de las familias de la Isla de Cascajal, Bolsa Todos por el Pacifico. El proyecto tiene tres componentes: (i) construcción y suministro de agua potable al Macroproyecto de vivienda - Lote San Antonio: $2.000 millones, (ii) Diseño y construcción recolección final de aguas residuales etapa I del Macroproyecto de vivienda $2.000 millones,  y (iii) Diseño y construcción de la terminación de la canalización Quebrada la Chanflanita y redes de Alcantarillado alternas: $4.000 millones. Para el primer componente, está en proceso de revisión del pliego para su contratación. El segundo componente está a la espera del diseño definitivo de la urbanización del macroproyecto para ajustar el componente del emisario final y Planta de tratamiento de aguas residuales para dar inicio a la contratación. El componente 3: el operador está revisando el proyecto para hacer los ajustes que se requieran antes de la licitación. Una vez se ajuste saldrá a licitación (julio de 2009).
Por su parte la Corporación Ambiental del Valle del Cauca, dio el aval para entrar a utilizar las celdas transitorias que se construyeron como una alternativa al basurero Córdoba, que se encuentra con su capacidad vencida y mientras se construye un relleno sanitario en el corregimiento del Bajo Calima. Así mismo, el municipio construyó el tanque de recirculación de lixiviados para que no haya impacto ambiental en esa zona.

Actualización Catastral:

El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, IGAC, conjuntamente con la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, CVC,  actualizó 17.000 predios urbanos del sector La Isla y 67.000 predios urbanos y rurales para un 100% de actualización. Se avanzó, además, en la producción de ortofotografía urbana en 3.457 hectáreas. Se llevó a cabo la “Actualización de Áreas Homogéneas de Tierras”  con fines catastrales en un área de 6.785 K2.

Plan de Movilidad para Buenaventura

A través del Departamento Nacional de Planeación, y en convenio con la Universidad Nacional de Colombia, se elaboraron los estudios de caracterización, diagnóstico y perspectiva de la movilidad del transporte público de Buenaventura. Se adelanta el diseño conceptual del Sistema Estratégico de Transporte Público de la ciudad que incluye aspectos técnicos, financieros, económicos entre otros.

d. Fortalecimiento de la Gobernabilidad y la Democracia 

Se llevaron a cabo las siguientes acciones coordinadas por el Ministerio del Interior y de Justicia: i) incremento del Pie de Fuerza. 250 Nuevas Unidades entre Armada y Policía, ii) inclusión de Buenaventura en el Programa Nacional de Departamentos y Municipios Seguros, iii) construcción de 3 nuevos Centros de Atención Inmediata, CAI, iv) fortalecimiento de las labores de inteligencia, v) rediseño de un plan de seguridad, vi) programa “Formadores de Formadores”, vii) fortalecimiento programas Casa de Justicia.

e. Fortalecimiento Institucional

Adicional a las acciones que adelanta el Ministerio de Hacienda encaminadas al fortalecimiento fiscal del municipio, el Departamento Nacional de Planeación, prestó apoyo técnico a la administración municipal en desempeño fiscal, análisis financiero y de la situación institucional, así como en fortalecimiento de la gestión tributaria. También apoyó la elaboración de acciones, estrategias y procesos requeridos para el mejoramiento de la situación financiera.

Pregunta 3. Sírvase indicar las medidas legislativas o de otra índole adoptadas en el ámbito de la justicia transicional para otorgar reparaciones individuales y colectivas a grupos étnicos.

· Medidas Legislativas

En cuanto a las medidas legislativas o de otra índole adoptadas en el ámbito de la Justicia Transicional, para otorgar reparaciones individuales y colectivas a grupos étnicos,  el Estado colombiano, desde la expedición de la Ley de Justicia Paz, está trabajando de manera persistente en las reparaciones integrales a favor de las  víctimas  de la violencia. 

La Temática de Reparaciones en materia de Derechos Humanos, es de suma importancia para el proceso de paz  y  reconciliación por el que está pasando el País, por tal motivo se incluye el tema de reparaciones en la Ley 975 (Ley de Justicia y Paz), como uno de los ejes principales, el cual tiene como objeto el deber de reparar integralmente  a las víctimas de aquellas conductas punibles a cargo de los grupos armados ilegales. Por lo tanto,  la víctima es quien  juega el papel principal en este  proceso, ya que ella es la beneficiaria de las diferentes formas de reparación previstas en la Ley de Justicia y Paz, que vale la pena advertir consulta con los estándares internacionales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, sobrepasando los parámetros del Sistema normativo interno de lo Contencioso Administrativo.

La reparación nace a la vida jurídica cuando se es violado un derecho fundamental, y por lo consiguiente se origina un daño. Según la doctrina internacional en materia de reparación ha precisado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, “las reparaciones consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima y sus sucesores”. En concreto lo que se repara es el daño y no el perjuicio. 

El Gobierno Nacional se ha comprometido desde su inicio no solo con la erradicación total y definitiva de toda forma de violencia a nivel nacional; también ha demostrado un denotado interés en proteger y salvaguardar los derechos de las víctimas dentro de estas dinámicas. En este orden de ideas vale la pena resaltar las  herramientas para salvaguardar los derechos de las víctimas (incluyendo los derechos de los grupos étnicos)  a saber: i) Expedición de la ley 975 de 2005 o ley de Justicia y Paz y ii) Expedición del Decreto 1290 de Abril 22 de 2008 por el cual se crea el programa de reparación individual por vía administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley.

La ley de Justicia y Paz ( Ley 975 de 2005)
, reconoce los derechos  a la verdad, el derecho a la justicia, y el derecho a la reparación integral  a las víctimas de los delitos cometidos por miembros desmovilizados de los grupos al margen de la Ley, que se hubiesen cometido mientras la(s)  persona(s)  pertenecía (n) al grupo. La Ley establece los procedimientos y mecanismos a través de los cuáles  pueden reclamar y ejercer esos derechos. Al hacer esto, la “Ley de Justicia y Paz” es consistente con la protección que los derechos a la verdad, la justicia y la reparación tienen en la constitución Política de Colombia y en los tratados de derechos humanos y derecho internacional humanitario de los cuales Colombia es parte.

El universo de las víctimas de la violencia en Colombia es muy diverso, en el caso de Grupos étnicos en Colombia, son sujetos al restablecimiento de sus derechos tanto colectivos como individuales.  En ese sentido, el Gobierno colombiano expidió el Decreto 1290 de 2008, el cual contempla algunas  medidas de reparación por vía administrativa sin detrimento de los  mecanismos jurídicos y judiciales que pueden hacer uso las victimas en el marco de la Ley de Justicia y Paz o en la Legislación Ordinaria.

Para la materialización del cumplimiento de la Ley 975 de 2005, la ley 418 de 1.997  y del Decreto 1290 de 2008
, se creó el Programa de Atención a Víctimas de la Violencia de Acción Social.   

· PROGRAMA DE ATENCIÓN A VICTIMAS DE LA VIOLENCIA DE ACCIÓN SOCIAL 

De acuerdo a la Ley 418 de 1997,  sus prórrogas y modificaciones,  la Ley 975 de 2005 Artículo 54, y el Decreto 1290 de 2008, se creó la Subdirección de Atención a Víctimas de la Violencia de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -ACCION SOCIAL-,  la cual es la responsable de:

· Programa de Atención a Víctimas de la Violencia, (Ley 418 de 1997, sus prórrogas y modificaciones). 

· Programa de Reparación Individual por Vía Administrativa (Decreto 1290 de 2008). 

· Administración del Fondo para la Reparación de las Víctimas.  Artículo 54 de la Ley 975 de 2005).

Los Objetivos de la Subdirección de Atención a víctimas de la Violencia son: 

a. Prestar asistencia humanitaria de emergencia a los habitantes del país que sufran deterioro en sus bienes, o heridas sin incapacidad permanente (2smmlv).

b. Prestar ayuda solidaria a la población civil afectada en su vida (40 smmlv).

c. Coordinar con el Ministerio de Protección Social (Fosyga) asistencia en materia de salud.

d.  Brindar asistencia en materia de crédito a través de subsidios de redescuento que entrega ACCIÓN SOCIAL por intermedio del Banco de Comercio Exterior de Colombia  -Bancoldex-. De 1999 a la fecha se han subsidiado créditos por un valor de $6.850 millones.

e. Prestar asistencia en materia educativa mediante la expedición de certificaciones que eximen de pago de matrícula y pensiones en las instituciones públicas y opcionalmente en los establecimientos educativos privados, de acuerdo con el artículo 42 de la ley 418 de 1997.

Población Beneficiaria 
Se entiende por víctimas de la violencia política, aquellas personas de la población civil que sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en su integridad personal o en sus bienes, por razón de atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres, entre otros.

Cobertura Geográfica: 

A nivel nacional

Procedimiento Reparación Colectiva

La Ley de Justicia y Paz, ha creado un procedimiento en cuanto a la reparación colectiva, el  puede resumirse en el siguiente cuadro:
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· COMISIÓN NACIONAL DE REPARCIÓN Y RECONCILIACIÓN.  
La Ley de Justicia y Paz crea la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, Entidad Mixta y Plural, integrada por representantes del gobierno nacional de las víctimas, de los Órganos de Control del Estado y por cinco personalidades, para la defensa y promoción de los derechos de las víctimas de la violencia.

La Comisión trabaja para garantizar a las victimas su participación en los procesos de esclarecimiento judicial regulados en la Ley de Justicia y Paz y señalar recomendaciones para su ejecución; recomendar los criterios para las reparaciones de que trata esta Ley; y para adelantar acciones nacionales de Reconciliación que busquen impedir la reaparición de nuevos hechos de violencia. 

PREGUNTA 4. EL INFORME DEL ESTADO PARTE, INDICA QUE LA ESPERZANZA DE VIDA PARA LA POBLACION EN PROMEDIO ERA 72.2 AÑOS EN 2005. SIRVANSE INDICAR LAS CIFRAS ACERCA DE LA ESPERANZA DE VIDA DE LAS POBLACIONES ÉTNICAS DEL PAÍS, DESAGREGADO POR SEXO INDICANDO LAS REGIONES Y MUNICIPIOS CONSIDERADOS. IGUALMENTE, PROPORCIONES INFORMACIÓN ESTADÍSTICA DESAGREGADA POR SEXO, EDAD Y MINORÍA SOBRE LOS INDICADORES DE CALIDAD DE VIDA, POBREZA Y EXTREMA POBREZA, MORTALIDAD INFANTIL, MORTALIDAD MATERNA, EMPLEO DE LA POBLACIÓN INDIGENA Y AFROCOLOMBIANA, EN RELACION CON EL PROMEDIO NACIONAL Y POR REGIONES.
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Fuente: DANE. Censo 2005

	
	AFRODESCENDIENTES
	TOTAL POBLACION
	DIFERENCIA

	HOMBRES
	64,6
	70,3
	-5,7

	MUJERES
	66,7
	77,5
	-10,8
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Fuente: DANE. Censo 2005

	
	AFRODESCENDIENTES
	TOTAL NACIONAL 
	PROPORCION ENTRE AFRO / TOTAL NACIONAL

	HOMBRES
	48,1
	26,9
	1,78

	MUJERES
	43,9
	21,0
	2,09
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Pregunta 5.  Sírvanse indicar medidas que se ha tomado para implementar la recomendación general número XXXI del Comité sobre la prevención de la discriminación racial en la administración y el funcionamiento de la Justicia Penal. Específicamente, sírvanse indicar si se suministra asistencia jurídica para indígenas en su idioma (y entonces en cuantos idiomas y precisar el porcentaje de población perteneciente a grupos étnicos que ha sido beneficiaria de estos servicios)

De acuerdo con la Constitución Política de Colombia, en su artículo 7 y  246
 los indígenas nacionales tienen derecho al derecho fundamental a la  autodeterminarse y autoreconocerse como tal y a ser juzgados por sus propias autoridades, según sus propias leyes y costumbres en su ámbito territorial, siempre que no sean contrarios a la Constitución y la Ley. 

De lo anterior, la Jurisprudencia de la H. Corte Constitucional ha consolidado una postura unificada en su Sentencia SU- 510 de  1.998, en la que se identifican 4 elementos esenciales de la Jurisdicción Especial Indígena, los cuales han sido los parámetros de interpretación para el sistema judicial colombiano:

a. La posibilidad de que existen autoridades judiciales propias de los Pueblos Indígenas.

b. La competencia de tales Pueblos Indígenas para establecer normas y procedimientos propios.

c. La sujeción de la jurisdicción y de las  normas y procedimientos indígenas a  la Constitución y la Ley, y,

d. La competencia del legislador para señalar la forma de coordinación entre la jurisdicción especial indígena y las autoridades nacionales 

En ese sentido, se puede inferir que los dos primeros elementos son comunes a las dimensiones normativas y jurisdiccional que integran la autonomía jurídica. Estos elementos hacen referencia a la existencia de autoridades propias de los pueblos indígenas con capacidad para elaborar normas de carácter vinculante y resolver los conflictos que se generan en la comunidad mediante su aplicación. El fuero se compone de dos elementos: El personal y el territorial.

El primero implica que el individuo debe ser juzgado  de acuerdo con normas propias de la cultura, mientras el segundo conlleva la facultad de la comunidad de juzgar las conductas en su propio territorio.
Finalmente, la H. Corte Constitucional ha establecido que no  es requisito imperativo   una Ley de  coordinación  entre la Jurisdicción Especial Indígena  y la Jurisdicción Ordinaria, para el reconocimiento y ejercicio  de la Jurisdicción Especial Indígena

Por lo anterior, los Fiscales y Jueces en los procesos penales que adelanta desde la órbita de sus competencias, deben aplicar estos fundamentos y/o criterios en los casos en que el sujeto activo de la conducta delictuosa sea un indígena y determinar si dicha conducta es de resorte de la Jurisdicción Especial Indígena o de la Jurisdicción Ordinaria; si es de resorte de la Jurisdicción Especial, el Fiscal y/o Juez debe devolver el caso a la Justicia Indígena, para que sea esta la que determinar dentro de sus usos y costumbres, la sanción a que haya a lugar. 

Respecto a la pregunta de la asistencia de los indígenas procesados en su idioma, es importante resaltar que dentro del ordenamiento jurídico interno del Estado Colombiano, el debido proceso es de rango constitucional, por lo cual es imperioso para la Justicia colombiana garantizar un adecuado derecho a la defensa técnica y material, que son entre otros derechos, los  fundamentos de las garantías procesales  constitucionales, que se deben materializar asegurando al procesado indígena asistencia jurídica gratuita en su propio idioma o dialecto o cuando menos un intérprete durante todo el juicio, incluyendo desde luego, las entrevistas previas con el defensor que para el caso le sea asignado, de lo contrario el proceso se encontraría viciado por sendas nulidades sustanciales y procesales  y se retrotraería toda la actuación penal al momento de los yerros que impidieron una asistencia adecuada, pertinente y eficaz en el debido proceso penal. 

En torno al tema de la asistencia jurídica, la Defensoría del Pueblo es un servicio público gratuito que presta al Estado a través de la Defensoría del Pueblo, mediante el cual se provee de un defensor gratuito a las personas que se encuentran en imposibilidad económica o social de proveer por sí misma la defensa de sus derechos, para asumir su representación judicial o extrajudicial.

Estos defensores son contratados por la Defensoría del Pueblo y capacitados por esta misma entidad, la cual cuenta con presupuesto estatal para el cumplimiento de sus fines y funciones, destinando gran parte de sus recursos al programa de Defensoría Pública. 

PREGUNTA 6. EL COMITÉ TOMA NOTA DE LA INFORMACION EN EL informe del estado parte, acerca del numero de PERSONAS DE MINORÍAS ÉTNICAS ENTRE LA POBLACION CARCELARIA. SIRVANSE SUMINISTRAR DATOS ACTUALIZADOS DESAGREGADOS POR SEXO, EDAD Y MINORÍA SOBRE LE NUMERO DE INTERNOS DE MINORÍAS ÉTNICAS QUE DEMUESTRA EL PORCENTAJE EN RELACIÓN CON LA POBACIÓN CARCELARIA TOTAL   

A 7 de julio de 2009, de acuerdo con  el reporte de Internos con Condicional Excepcional del Sistema de Información del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC -   SISIPEC WEB, figuran 74.586 internos privados de la libertad en los Establecimientos de Reclusión (Intramural, información de Of. Planeación), de los cuales 3657 internos que constituyen un 4,90% del total de la población interna, hace parte de minorías étnicas distribuidos así: Indígenas 668 (0.90%) de los cuales 633 son hombres y 35 mujeres y; Afrocolombianos 2989 (4%) de los cuales 2886 son hombres y 103 con mujeres (según reporte SISIPEC).
 
La distribución por edad es la siguiente:
 
	Rangos                            Indígenas                    Afrocolombianos

	

	18-24 años                               258                              1585

	30-44 años                               311                              1115

	45-59 años                                 89                                261

	Mayores de 60 años                   10                                  28


 
Pregunta 7.  Como el Estado Parte reconoce en su informe, párrafo 49, la discriminación racial en el país está relacionada con la marginación, pobreza y vulnerabilidad a la violencia que tradicionalmente ha afectado las comunidades indígenas y afrocolombianas. En relación con la sentencia de la Corte Constitucional T-025 de 2004 y los autos de seguimiento a su cumplimiento y en particular Auto 092 de 2008, 251 de 2008, 004 de 2009 y 005 de 2009 y el Plan para la Atención a la Población Desplazada por la violencia (Decreto 250 de 2005) mencionados en el Informe del Estado parte párrafos 214-216, sírvanse indicar medidas particulares que se ha tomado para implementar acciones afirmativas y un enfoque diferencial para personas desplazadas de minorías étnicas. En concreto, cuántas personas de minorías étnicas ha beneficiado de tales medidas, sírvanse indicar cifras desagregadas por minoría (indígena y afro colombiano) , sexo, edad y departamento. Sírvanse indicar cuántos son los recursos estatales destinados a tal fin. Favor también suministrar datos actualizados acera del número de personas de minorías étnicas (indigenas y afrocolombianas) que actualmente se encuentran en situación de desplazamiento y el porcentaje que representan en relación a la población desplazada en total.

7.1 Acciones realizadas por el Gobierno Nacional en cumplimiento de las funciones  Constitucionales y Legales, en atención a los grupos étnicos victimas de la violencia: 

· FORMULACIÓN DE PLANES DE ACCIÓN EN BENEFICIO DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS EN ALTO GRADO DE VULNERABILIDAD Y RIESGO

En el marco del reconocimiento político de los pueblos indígenas y de la obligación constitucional por parte del Estado de proteger la diversidad étnica y cultural de la nación, dándole prelación a las comunidades más vulnerables, se diseñó y aprobó el Plan Integral  para el apoyo a las comunidades indígenas en situación de riesgo y vulnerables, a partir del cual se formularon 13 de Planes de Acción orientados a Comunidades Indígenas Vulnerables y en Alto Riesgo, los cuales incluyeron los siguientes componentes: seguridad alimentaria, salud, educación, hábitat (mejoramiento de vivienda, potabilización de agua, saneamiento básico, manejo ambiental, control de zoonosis)  fortalecimiento organizativo, infraestructura (caminos, puentes, escuelas), tierras, apoyo y protección a la familia, formación y capacitación por SENA.   

El Plan integral, aprobado por el Consejo Nacional de Atención Integral a Población Desplazada (Acuerdo 005 13/06/06), responde a la Recomendación No. 5 en lo referente a comunidades indígenas en riesgo de desaparición.  En este sentido el interés conjunto entre el Ministerio del Interior y de Justicia – Dirección de Étnias y la Agencia Presidencial para la Acción Social y  la Cooperación Internacional, el Programa Presidencial de Derechos Humanos y las demás entidades es el de intervenir de manera intersectorial e institucionalmente en el apoyo a las comunidades indígenas en alto grado de vulnerabilidad y riesgo,  así como dar respuesta a los requerimientos de la corte expresados en garantizar acciones que contribuyan al mejoramiento de las condiciones de vida de estas comunidades.  

Las acciones desarrolladas en este marco son las siguientes:

a. Talleres de formulación de Planes de Acción- En el marco del Plan Integral aprobado por el Consejo del SNAIPD. Mediante el acuerdo 005 del 2006, adelante todas las actividades necesarias para la realización de los 13 talleres  para la formulación de los 12 Planes de Acción, en los cuales se informo sobre los criterios y procedimientos  a tener en cuenta para ser beneficiarios del Programa Resa.

b. Presupuesto invertido. Con recursos del convenio 200 de 2006 se ejecutaron con el Programa RESA de Acción Social $ 6.634.002.000.oo  de pesos m/c  para proyectos de seguridad alimentaria y  $ 1.000.000.000.oo para proyectos de hábitat, en los años 2007 y 2008.

IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL
Formulación y concertación de 12 Planes de Acción en los departamentos 

	DEPARTAMENTO
	COMUNIDADES BENEFICIADAS 
	FECHA

	GUAJIRA
	Wiwas
	21 y 22 -03-07 

	CHOCÓ
	Wounan y Embera Katio
	18 y 19 -04-07

	GUAVIARE
	Guayabero y Nukak
	25 y 26 -04-07Seguimiento en la región

	META 
	Guayaberos, Sikuani
	30 y 31-05-07 Seguimiento 26 y 27 -08-08

	CASANARE
	Sáliba, Cuiba, Sikuani, Yamalero, Yaruro, Maiben – Masiware, Tshiripo, Amorua y Wipiwi
	13 y 14-06-07 Seguimiento 05 y 06 -06-08 y Marzo de 2009

	CESAR
	Yukpa
	27 y 28-06-07 Seguimiento 05- y 06-03-08

	CORDOBA
	Mujeres Zenú cabeza de familia
	11 y 12-06-07 Seguimiento 07 y 08-05-08

	RISARALDA
	Embera Chami
	02 y 03-05-07 Seguimiento 24-09-07, 12 y 13-04-08.

	GUAINIA

El Paujil
	Curripaco, Piapoco, Puinave, Cubeo, Sicuani, Piaroa, Tucano, Guanano, Piratapuyo, Baniva, Yeral
	06 y 07 -11-07 Seguimiento 08 y 09 -04-08. Programado Taller para resguardo El Paujil 19 al 21 -08-08

	Arauca
	U`wa, Macaguan, Hitnu, Betoyes, Ingas
	28 y 29 -11-07 Seguimiento 9 y 10-07-08 y Marzo y Abril

	Valle del Cauca
	Embera Chami desplazados
	12 y 13 -12-07 Principal problema de ubicación territorial por ser desplazados 

	Vichada
	Amorua
	02 y 03 de Octubre de 2008


c. Acciones de Implementación del Plan Integral
· Conformación del comité inter-institucional para el  impulso del plan integral conformado con   entidades de nivel nacional (INCODER, ICBF, PGN, DP, Acción Social, MPS, MEN, Min-Agricultura, entre otras).

· Coordinación Interinstitucional regional para la formulación de los Planes de Acción.

· Lo anterior busca articular el Plan con los programas que desarrollan las entidades del Comité Interinstitucional.

· Seguimiento a los Planes de Acción  elaborados.

d. Reuniones interinstitucionales con el programa RESA y el Programa Vivienda y Habitat de Acción Social”. Referente a este compromiso se adelantaron 6 comités Operativos y de seguimiento, en los cuales se revisaron los procesos adelantados con los indígenas y se analizaron los esfuerzos desarrollados por el Programa Resa y demás programas de esta entidad.

e. Gestiones con la Registraduría  Nacional de Estado Civil, para proveer la identificación a la población indígena, sujeto de inversión”. En el marco del Comité Inter institucional de apoyo al Plan Integral, se trabajo con la Registraduría para adelantar las jornadas de documentación. Se Adelantaron  en los siguientes departamentos: Risaralda a 665 personas indígenas. En Amazonas 367 personas indígenas en Guajira 640 personas, en  Meta 312 personas, en  Cauca 519 personas, en Cesar 418 indígenas en la primera jornada y 221 en la segunda jornada en Norte de Santander 310 indígenas y en  Casanare 234 indígenas. Respecto a la situación de mendicidad indígena en Bogotá. Se adelantaron las gestiones para garantizar el regreso de las 119  personas Chami de Risaralda con documentación.

f. Elaboración de un diagnóstico sobre la vulnerabilidad alimentaria de las diferentes comunidades indígenas del país” que permita la intervención de los programas de gobierno en las comunidades. Sobre este tema se realizó la revisión completa sobre la caracterización de la problemática de seguridad alimentaria de los indígenas vulnerables del país, este documento fue fundamento para la presentación del proyecto de seguridad alimentaría para población indígena vulnerable a ser financiado por la CAN.  

g. Protección al menor.  En el marco del Plan Integral se desarrollo la estrategia de articulación de las entidades por sectores en el nivel departamental y local.  En el ámbito nacional se trabajo coordinadamente con Acción Social en lo correspondiente a la atención con enfoque diferencial de la población desplazada y vulnerable y con el ICBF inicios de procesos de adecuación con la organización de nuevas modalidades de atención para la población infantil, en especial Risaralda Arauca y Guainía.  Para el caso específico de mendicidad en Bogotá,  con el ICBF, entidades Distritales, Acción Social Bogotá.
h. Atención al pueblo indígena Nukak  El Sistema de Nacional de Atención Integral a Población Desplazada, ha coordinado acciones diferenciales  para la atención integral a la población Nukak desplazada en San José del Guaviare, en lo referente a:
· Ayuda humanitaria,  salud, seguridad alimentaria y saneamiento básico. 

· Acompañamiento permanente del grupo móvil del ICBF,  presencia diaria de un promotor de salud y visita de médico cada ocho días, se acompaño el proceso con un consultor experto.

· Para la atención en Salud a los grupos ubicados en otros lugares, se cuenta con el siguiente servicio: en Tomachipan y Mocuare se cuenta con médico y auxiliar de enfermería, para Cumare, Barranco Colorado, Caño Maku, Siare, Corocoro y Pipiral con promotor de salud y Araguato con una auxiliar de enfermería.

· Retorno a Arahuato y Fortalecimiento del puesto de salud en Arahuato, promotor en Guanapalo   

· Comité interinstitucional para la elaboración Plan a mediano y largo plazo.

· Comité regional reunido permanentemente para atender a los indígenas que aún se encuentran en San José con el acompañamiento institucional de la Vicepresidencia de la República, para la implementación de un Plan de acción concertado.

· Entrega de paquetes de alimentos mensuales y complementos nutricionales por parte de ICBF y Acción Social.

· Complementos nutricionales por parte de la Secretaría Municipal de Salud 
· Medidas para saneamiento básico.

· Entrega de toldillos para evitar epidemia de paludismo y se está haciendo estudio epidemiológico para ubicar criadero de mosquitos.

· A partir del año 2008 y por gestión del Ministerio del Interior y Vicepresidencia de la República se logró conseguir el apoyo de los organismos internacionales (PNUD, ACNUR, Naciones Unidas y la Universidad Nacional) para la contratación de un equipo de trabajo con los expertos Nukak, con el fin de lograr un acercamiento con las comunidades desplazadas en Barrancón y Agua Bonita del municipio de San José del Guaviare y definir un Plan de Acción para estas comunidades, acorde con los requerimientos presentados por estas comunidades, estos resultados se encuentran en proceso de difusión entre las entidades del nivel departamental y nacional, para comprometer al estado en General en la protección integral del Pueblo indígena Nukak Maku. 

En el presente año (2009) se ha efectuado seguimiento a los siguientes planes:

a. Plan de Acción comunidades indígenas de Matecandela y Corocito de Arauca. En este mismo departamento se ha efectuado un diagnóstico participativo en las comunidades indígenas Jitnu, las cuales se encuentran en alta vulnerabilidad y riesgo, el cual se ha dado a conocer en el comité de atención a población desplazada de este municipio para tomar las medidas necesarias para su protección.

b. Plan de Acción del departamento del Meta, el cual se reviso en el III Congreso de Gobernadores y autoridades indígenas  realizado en el mes de Mayo.

c. Plan de Acción de Casanare, del cual se vienen haciendo los respectivos seguimientos a nivel departamental, logrando integrar las acciones institucionales a dicho plan.

Dado que los demás Pueblos indígenas se encuentran identificados en el Auto 004 de 2009, se propiciará los espacios necesarios para iniciar los procesos de consulta en la elaboración los planes de salvaguarda. 

El proceso convalidó la focalización y priorización de los siguientes tipos de comunidades: algunas comunidades que hasta hace poco tiempo habían sido seminómadas; otras que han ido quedando cada vez más arrinconadas por las dinámicas de la colonización, el desarrollo agropecuario y los mega proyectos; y comunidades desterritorializadas que hoy día sobreviven en la marginalidad de algunos pueblos y ciudades. Tales son los casos de los indígenas Yukpa de la Serranía del Perijá quienes afrontan condiciones de extrema pobreza; las etnias del Casanare que arrinconadas por las haciendas ganaderas y arroceras tuvieron que abandonar sus tradicionales migraciones; las de Guainía y Arauca afectadas por mendicidad, prostitución, drogadicción y corrupción administrativa; los Embera Katío del Chocó, afectados en lo más profundo de sus estructuras por la violencia interna y externa alrededor de una mina de oro, los cuales han estado llegado reiterativamente a  Bogotá y otras ciudades a vivir de la mendicidad. Cada uno de estos casos implica tratamientos diferentes. Todas esas comunidades se caracterizan por su debilidad organizativa y el desconocimiento del orden social e institucional del país, lo que las hace débiles para afrontar las amenazas externas. Adolecen igualmente de conflictos internos, pérdida de identidad, descomposición cultural y, algunas, de problemas de malos manejos, por parte de sus autoridades y dirigentes,  de los recursos que les llegan. Y para completar, todas afectadas por el conflicto armado que se ha venido intensificando en las fronteras y zonas selváticas del país.   

Resultados 

Como resultados positivos del proceso de formulación, implementación y seguimiento de los planes de acción para comunidades indígenas vulnerables se destacan los siguientes:

a. Ejercicios sencillos de planificación, con participación de las comunidades y sus autoridades, por una parte, y las entidades y autoridades departamentales y municipales, por la otra, permiten procesos reales de concertación, de articulación de acciones, de visibilización de la problemática de los indígenas más vulnerables y de desarrollo institucional en las localidades y regiones, y desarrollo organizativo de los indígenas. A lo largo del proceso fue necesario insistir de diferentes maneras para que la institucionalidad local, regional y nacional se comprometiera en la ejecución de los planes de acción. Cada departamento tiene diferentes dinámicas de carácter administrativo y diferentes niveles de desarrollo institucional. Igual sucede con los indígenas. Esto implica tener que entender la complejidad del desarrollo local e indígena. 

b. Los componentes de salud, educación, seguridad alimentaria y fortalecimiento organizativo y capacitación son los pilare fundamentales de los planes de acción porque garantizan avances reales en el mejoramiento de la vida de las comunidades más vulnerables, disminuyendo los índices de morbi-mortalidad infantil, el uso de sustancias psicoactivas, contrarrestando la descomposición cultural y el mal uso de los recursos de transferencias por ley 715.  

c. Más allá de la formulación de los planes, el proceso de seguimiento participativo (gobierno, entidades y comunidades) es fundamental para el cumplimiento de los compromisos.  Cada plan ha exigido y continúa exigiendo seguimiento y acompañamiento para evitar que el esfuerzo institucional se debilite o se desvirtúen los procesos, deslegitimándose la acción del Estado.  El no garantizar el cumplimiento de los compromisos afecta negativamente la vida de las comunidades y la relación y confianza de éstas hacia el Estado.  

d. Las nuevas administraciones municipales incluyeron el Plan de Acción para comunidades indígenas vulnerables, en los planes de desarrollo municipales y Departamentales.  

e. Los funcionarios de las secretarías y programas locales conocieron de cerca la problemática de las comunidades, a raíz de las reuniones y talleres que se realizaron con las entidades y en eventos conjuntos con los indígenas. Se suscribieron las actas de compromiso sin objeciones. Las administraciones departamentales de Cesar y de Guainía promulgaron un decreto creando una mesa de concertación permanente y mesas temáticas sobre cada componente del plan.  

f. Aunque algunos planes se iniciaron con acciones desarticuladas, el trabajo de seguimiento del presente año, a través de las Mesas temáticas, les fue dando coherencia. En estos espacios se informaba a todos los actores acerca de las acciones de cada uno de los componentes del respectivo Plan, derivándose de ello la coordinación correspondiente con lo cual se contribuye al desarrollo institucional local, como puede verse en las respectivas actas. Se busca construir modelos de gestión concertados; que los funcionarios entiendan el tema indígena y que eso repercuta en la adecuación institucional y diferenciada para el trabajo con comunidades indígenas. Con ello se pasó del discurso sobre adecuación, a la práctica de la gestión adecuada y diferencial, respetando la autonomía indígena y teniendo en cuenta la diferencia entre una y otra comunidad. Se logró también la participación de los indígenas en los procesos de seguimiento a las entidades y contratistas y, a la vez, que los funcionarios conocieran y entendieran a los indígenas. 
g. Pero aún no en todos los componentes se cuenta con información sistematizada y con cifras, muchas entidades en sus programas no cuentan con las cifras discriminadas por grupo poblacional y /o étnico.

h. De otra parte y teniendo en cuenta que las poblaciones indígenas se encuentran en alto grado de vulnerabilidad y riesgo por las situación de afectación dada por la violencia en sus territorios, la Dirección ha venido interviniendo en los procesos de sensibilización y coordinación interinstitucional, para que la atención a la población indígena desplazada y en riesgo de desplazarse sea adecuada y diferencialmente, atendiendo a sus características étnicas y culturales.

7.2  Avances en el cumplimiento a las órdenes de los Autos 004 y 005 de la Corte Constitucional

A raíz de la sentencia T-025 y de los Autos de seguimiento a esta sentencia, proferidos por la Corte Constitucional, que ordenan la aplicación de un enfoque diferencial y acciones afirmativas para personas desplazadas de minorías étnicas, el Gobierno Nacional a través de la Agencia Presidencial para la Acción Social, en su calidad de coordinador del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada –SNAIPD-, ha liderado el proceso de elaboración de una respuesta a las órdenes contenidas en dichos autos, las cuales buscan diseñar –en cumplimiento del derecho a la consulta previa– programas de prevención al desplazamiento y atención a la población desplazada para minorías indígenas y afrocolombianas en Colombia.

En tanto estos Autos exigen una modificación de la política pública de atención a la población desplazada y de prevención al desplazamiento en lo relacionado con la aplicación de un enfoque diferencial y el desarrollo de acciones afirmativas para las minorías étnicas afectadas por este flagelo, en la actualidad el Gobierno nacional está a la espera de surtir un proceso de consulta previa con las autoridades legítimas de comunidades indígenas y afro tanto a nivel nacional como a nivel local, de tal modo que las acciones encaminadas al goce efectivo de derechos individuales y colectivos de las minorías étnicas están en proceso de revisión hasta tanto no se lleve a cabo la totalidad del proceso de consulta previa. 

A junio 30 de 2009, estos son los avances más significativos en el proceso de cumplimiento a los Autos 004 y 005 de 2009, así como en los programas para mujeres indígenas y afrocolombianas estipulados en el Auto 092 y 237 de 2008:

· AUTO 004: INDÍGENAS

Objetivo general: Diagnóstico

Proteger los derechos fundamentales de las personas y los pueblos indígenas desplazados por el conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado. 

Para tal fin se dará cumplimiento a las siguientes órdenes dadas por la Corte Constitucional:

· Diseñar e implementar un Programa de Garantía de los Derechos de los Pueblos Indígenas Afectados por el Desplazamiento o en riesgo de estarlo, aplicando los parámetros constitucionales de participación de las organizaciones que abogan por los derechos de los pueblos indígenas, así como de los líderes de los pueblos indígenas más afectados por el desplazamiento.

· Diseñar e implementar –con la participación efectiva de las autoridades legítimas de los pueblos indígenas - planes de salvaguarda étnica ante el conflicto armado y el desplazamiento forzado para 34 pueblos indígenas.

Lineamientos de implementación

Debido a que tanto el Programa de Garantía de Derechos de los Pueblos Indígenas afectados por el Desplazamiento o en riesgo de estarlo, como los 34 Planes de Salvaguarda Étnica ordenados por la Corte Constitucional requieren de la consulta previa para su respectivo diseño y aprobación, por el momento sólo se cuenta con una propuesta del Programa de Garantía de Derechos elaborada por el Gobierno, cuyo resumen fue presentado el pasado 22 de mayo en la Mesa Permanente de Concertación con los Pueblos Indígenas. Esta propuesta se decidió tomarla como insumo para ser revisada durante el proceso de consulta previa con los líderes de los pueblos indígenas y organizaciones indígenas, según la metodología concertada en la misma Mesa.  Asimismo, dado que esta propuesta retoma los elementos mínimos definidos por la Corte Constitucional para los Planes de Salvaguarda Étnica, puede servir igualmente como insumo para la elaboración  de los respectivos Planes de Salvaguarda, siempre que sean concertados  con  las autoridades legítimas de cada pueblo y que  sus contenidos correspondan a la situación de afectación por la violencia y el desplazamiento y las necesidades específicas del respectivo pueblo.

En el Programa de Garantía se proponen los siguientes objetivos específicos:

a. Garantizar la realización de los procesos de consulta previa con los pueblos indígenas para la formulación e implementación del presente Programa.

b. Garantizar el goce pleno de los derechos de los pueblos indígenas según principios de corresponsabilidad.

c. Proteger a los líderes, autoridades tradicionales y personas indígenas en situación de riesgo.

d. Desarrollar herramientas para el fortalecimiento de la integridad cultural y social de cada pueblo indígena.

e. Desarrollar mecanismos para la protección integral de los territorios indígenas.

f. Garantizar a las personas, familias y comunidades indígenas en situación de desplazamiento el retorno a sus lugares de origen en condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad, y atendiendo los principios de la consulta previa con los pueblos indígenas.

g. Atender integralmente y de manera diferencial los casos especiales de personas, familias y comunidades indígenas desplazadas que no pueden volver a sus territorios a causa de la situación de violencia. 

h. Articular las acciones de los distintos entes estatales del nivel nacional y territorial para la prevención, protección y atención integral a los pueblos indígenas en situación de desplazamiento o en riesgo de estarlo, con un enfoque  diferencial y de derechos. 

i. Incorporar indicadores de goce efectivo de derechos acordes con las características socioculturales de los pueblos indígenas.

j. Implementar mecanismos de seguimiento y evaluación con el fin de adelantar las correcciones oportunas para el cumplimiento de los objetivos del Programa de Garantías.

A partir de estos objetivos, se proponen lineamientos de política basados en la aplicación del enfoque diferencial, de derechos, territorial, y restitutivo, para la prevención del desplazamiento y la atención integral a la población indígena desplazada, así como la protección de los derechos individuales y colectivos tanto en el territorio de origen como en los lugares de llegada cuando se enfrenta el desplazamiento. 

	Línea general
	Línea estratégica
	Línea específica

	1. Garantía de prevención y protección de derechos fundamentales individuales y colectivos de los pueblos indígenas en situación de inobservancia, amenaza o vulneración de derechos.
	1.1 Protección de los derechos a la vida, libertad e integridad.
	a. Prevención del involucramiento de los pueblos y comunidades indígenas y a sus miembros individuales en el conflicto armado.

b. Acciones para mitigar las afectaciones del conflicto armado en los pueblos y comunidades indígenas.

c. Protección de los territorios y culturas indígenas ante procesos territoriales y socioeconómicos conexos al conflicto armado interno.

	
	1.2 Prevención de la vulnerabilidad y Protección de los derechos que buscan la pervivencia de las personas, familias o comunidades. (Salud, Educación, Seguridad Alimentaria, Vivienda, Territorio, Generación de ingresos, Preservación cultual y social) 


	a. Programas de seguridad alimentaria que consideren las formas propias de consecución, preparación y consumo de alimentos según usos y costumbres de los pueblos indígenas. 

b. Fortalecimiento de los procesos de censo y registro de los pueblos indígenas en coordinación con los cabildos indígenas.

c. Apoyar las iniciativas y proyectos priorizados por los pueblos indígenas relacionados con sus usos y costumbres: Educación propia, medicina tradicional, lengua materna y proyectos productivos.

d. Formulación y concertación de Proyectos Etno educativos que propendan por la permanencia cultural, respeto territorial y el ejercicio de la autonomía, sustentados en los conocimientos propios, la tradición y  la cultura, que garanticen la formación y cualificación de etno educadores. 

e. Difusión y expansión de modelos educativos propios y flexibles para niños, niñas, jóvenes y adultos de acuerdo con el contexto socioeconómico y cultural de cada pueblo.

	2. Garantía de protección de los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas ante el impacto del desplazamiento forzado.
	2.1 Protección de derechos individuales y colectivos para las personas, familias y comunidades indígenas en situación de desplazamiento forzado
	a.  Mejorar registro y atender a criterios de diversidad étnica en los formularios RUPD.

b. Orientación especializada a indígenas desplazados para superar barreras de acceso.

c. Entrega oportuna y bajo un enfoque diferencial de Atención Humanitaria de Urgencia y Emergencia en casos de desplazamientos individuales y masivos de indígenas (alimentación, salud, albergue, vestuario) 

d. Aplicación de consulta previa en procesos de retorno en condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad.

e. Atender diferencialmente las necesidades de los indígenas en situación de desplazamiento, en casos en que no se pueda garantizar su retorno.

f. Fortalecer la participación de la población indígena desplazada

f. Indicadores de Goce Efectivo de Derechos que reconozcan derechos colectivos y que permitan evaluar el momento en que los indígenas superan la condición de desplazamiento.

	
	2.2 Protección de los derechos individuales y colectivos que buscan la pervivencia de las personas, familias o comunidades indígenas afectadas por el desplazamiento. (Salud, Educación, Seguridad Alimentaria, Vivienda, Territorio, Generación de ingresos, Preservación cultual y social) 


	a. Programas de generación de ingresos adecuados a las condiciones y usos y costumbres de las personas y comunidades indígenas en situación de desplazamiento.

b. Superación de barreras de acceso a programas de vivienda para personas y familias indígenas en situación de desplazamiento.

c. Aplicación de la ruta étnica de protección de tierras y patrimonio.

d. Implementación de programas de etnoeducación, cobertura y gratuidad para indígenas en situación de desplazamiento.

e. Eliminación de las barreras de acceso para la atención y prestación de los servicios de salud y adecuación de los servicios de salud a las características y problemáticas particulares de la población indígena en situación de desplazamiento, con reconocimiento de la medicina tradicional.

	3. Restauración de los derechos a la justicia, la reparación y la no repetición a víctimas de crímenes causados por la violencia.
	
	a. Aplicación de los principios de consulta previa para realizar acciones encaminadas a la reparación de indígenas víctimas de la violencia.
b. Programa de reparación colectiva para pueblos indígenas
c. Reparación individual por vía administrativa
d. Reparación por ley de Justicia y Paz.
e. Reconocimiento de la diversidad cultural y de la jurisdicción especial indígena


Acciones 

a. Programa de Garantía de los Derechos de los Pueblos Indígenas Afectados Por el Desplazamiento

· Conformación del grupo de trabajo interinstitucional compuesto por las entidades responsables de cumplir las órdenes del Auto 004 de 2009 y demás entidades que forman parte del SNAIPD.

· Elaboración de la propuesta metodológica para la realización del proceso de consulta del Programa de Garantías con las organizaciones y pueblos indígenas. 

· Formulación de un documento propuesta de lineamientos y contenidos del Programa de Garantía de Derechos como insumo para la concertación con las organizaciones y pueblos indígenas. 

· Concertación de la metodología para la formulación del Programa de Garantías en el marco de la Mesa Permanente de Concertación con los pueblos indígenas (8 y 22 de mayo de 2009).

b. Planes de salvaguarda étnica

· Conformación del grupo de trabajo interinstitucional compuesto por las entidades responsables de cumplir las órdenes del Auto y demás entidades que forman parte del SNAIPD.

· Elaboración de la propuesta metodológica para la consulta previa y el diseño de los planes de salvaguarda étnica: de los 34 pueblos enunciados por la Corte se han identificado a la fecha aproximadamente 4500 comunidades, ubicadas en 309 municipios, en 27 departamentos.
· En la Mesa Permanente de Concertación del 22 de mayo de 2009 se acordó que la primera reunión de socialización con cada pueblo se realizará posterior a los encuentros departamentales definidos para la formulación del Programa de Garantía.
· Realización de un taller con las entidades del gobierno para capacitar a los funcionarios sobre los fundamentos de la consulta previa y la realización de un simulacro de consulta de un Plan de Salvaguarda Étnica.
· Concertación con el Pueblo Awá de Nariño y Putumayo (organizaciones UNIPA, CAMAWARI y ACIPAP) la metodología para la formulación del Plan de Salvaguarda Étnica del Pueblo Awá y firma de un convenio interadministrativo. 
· AUTO 005 DE 2009: AFROCOLOMBIANOS

a. Objetivo general 

Diseñar e implementar:

· Un Plan Integral de Prevención, Protección y Atención a la Población Afrocolombiana. 

· Planes Específicos de Protección y Atención a 62 comunidades señaladas en el Auto.
· Un Plan de Caracterización de los territorios colectivos y ancestrales habitados mayoritariamente por la población afrocolombiana. 

· Poner en marcha la ruta étnica propuesta por Acción Social dentro del proyecto de protección de tierras y patrimonio.  

· Diseñar una estrategia que le permita adoptar en cada caso y de manera urgente, las medidas necesarias para garantizar que la población afrocolombiana confinada, reciba atención humanitaria de emergencia de manera integral, oportuna y completa, respetando los criterios de especificidad cultural aplicables.

· Presentar informes bimensuales a la Defensoría del Pueblo sobre las acciones tomadas para el cumplimiento de las medidas provisionales dictadas por la CIDH en relación con las Comunidades de Jiguamandó y Curvaradó.
b. Lineamientos  de implementación

Para el desarrollo de los lineamientos generales establecidos en el Auto 005 de 2009, por cada orden, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones metodológicas:

· La consulta previa como un derecho fundamental de las comunidades negras.

· Respeto a las formas propias de organización y autoridad, de acuerdo con sus características socio – culturales.
· Reconocimiento de la interculturalidad como principio rector en la construcción de los lineamientos.

· Reconocimiento del enfoque diferencial como principio básico para la planeación y el desarrollo de las acciones contenidas en las órdenes del Auto.

· Trabajo desde una perspectiva de derechos, para lo cual la política pública se convierte en un instrumento para el goce efectivo de los mismos. 

· Reconocimiento del territorio como el espacio donde se recrean los valores históricos, culturales, sociales, naturales y políticos.

· Reconocimiento de los determinantes sociales que permitan analizar e intervenir los factores sociales, económicos, culturales, políticos y ambientales que explican las disparidades.

· Reconocimiento de las diferencias y libertades culturales, de género, etnia y generación, de costumbres, modos de vida y valores de las personas.

· Respeto por la diferencia y rechazo de cualquier tipo de discriminación y racismo. 

c. Acciones Implementadas 

Diseño de los planes específicos de protección y atención:

· Conformación del grupo de trabajo interinstitucional compuesto por las entidades responsables de cumplir las órdenes del Auto y demás entidades que forman parte del SNAIPD.

· Zonificación de las comunidades lo cual posibilita el trabajo regional y la articulación con las autoridades municipales y departamentales.

· Identificación de interlocutores para adelantar los procesos de consulta previa. 

· Identificación de ámbitos en los cuales se manifiestan los riesgos específicos y transversales identificados por la Corte Constitucional. En estos momentos dichos ámbitos están siendo revisados por el SNAIPD.

· Diseño de la metodología de consulta previa.

· Taller sobre consulta previa y simulacro de consulta.

· Los planes se diseñarán con las autoridades de los Consejos Comunitarios y la población desplazada en las comunidades identificadas por la Corte, dando así trámite al derecho de la consulta previa.

Plan de caracterización de territorios colectivos y ancestrales:  

· Definición de la ruta metodológica para la construcción del plan de caracterización.

· Emisión del concepto de territorio ancestral por parte del ICAHN el. Lo anterior a solicitud de la mesa interinstitucional en relación con el vacío que sobre el tema hay en la Ley 70 de 1993. 

· Construcción conceptual y definición de los diferentes tipos de territorio que tienen las comunidades negras en el país; esto incluye los territorios colectivos titulados, las áreas susceptibles de titular en los términos de la Ley 70 de 1993, los territorios que no son susceptibles de titular por no reunir las condiciones que prefigura la Ley y que, sin embargo, devienen como entornos territoriales vitales para la reproducción biológica, social y cultural de comunidades negras, etc. 

· Identificación e inventario específico de los diferentes tipos de territorios de las comunidades negras valiéndose para ello de una matriz con descriptores como nombre del territorio, tipo de territorio, tipo de organización social, datos específicos de localización.

· Construcción conceptual y definición de diferentes tipologías de comunidad ligadas a los diferentes territorios.

Puesta en marcha de la ruta étnica:

· Diseño de la Ruta Étnica por parte de Acción Social

· Presentación a la Procuraduría General de la Nación de la Ruta Étnica.

· Implementación de la Ruta en casos del departamento del Chocó: solicitudes sobre territorios de los consejos comunitarios de comunidades negras del Alto San Juan ASOCASAN, Mayor del Medio Atrato COCOMACIA, del mismo modo en territorio de jurisdicción del Cabildo Mayor del Alto San Juan (etnia Embera Catio)

· Socialización de la Ruta en la mesa interinstitucional del Auto 005.

Diseño de la estrategia de atención a comunidades confinadas

· Proceso de identificación de comunidades confinadas por parte de ACCION SOCIAL

· Identificación de las líneas estratégicas para atender a las comunidades que se encuentren con restricciones a la movilidad.

Presentación de informes a la Defensoría del Pueblo sobre el caso Curvaradó y Jiguamiandó

· Con fecha 21 de abril de 2009, el Ministerio del Interior presentó a la Defensoría del Pueblo el primer informe, el cual incluye información relacionada con las medidas materiales otorgadas a la comunidad para su protección, adicionalmente se detallan las acciones que desde la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras se adelantan en el marco de una estrategia integral de atención a esta población la cual busca el fortalecimiento de la estructura organizativa de los dos Consejos Comunitarios.

· El segundo informe se presentó de manera consolidado con el Ministerio de Defensa Nacional.

Diseño e implementación del plan integral de prevención, protección y atención a la población afrocolombianas:

· Conformación del grupo de trabajo interinstitucional compuesto por las entidades responsables de cumplir las órdenes del Auto y demás entidades que forman parte del SNAIPD.

· Diseño de propuesta de lineamientos en el marco de la prevención, protección  y atención, de los cuales ya quedaron definidos los lineamientos de prevención  y protección en la Mesa Interinstitucional. 

· Diseño de la metodología de consulta previa.

· Elaboración de la propuesta metodológica para la realización del proceso de consulta del Plan con la Comisión Consultiva de Alto Nivel y las Comisiones Consultivas Departamentales ampliadas con participación de Consejos Comunitarios y OPD.

· Identificación de interlocutores para adelantar los procesos de consulta previa. 

· Formulación de un documento propuesta de componentes y líneas de estrategia generales.

Uno de los avances significativos de la mesa interinstitucional ha sido la elaboración del presupuesto necesario para el diseño que atienda las órdenes del Auto y posteriormente, finalizado el proceso, se solicitará el presupuesto de implementación. Dicho presupuesto fue presentado como propuesta de gobierno por el Ministerio del Interior y de Justicia y al Ministerio de Hacienda.

· AUTO 092 Y 237: MUJERES INDÍGENAS Y AFROCOLOMBIANAS

a. Protección de los Derechos de las Mujeres Indígenas Desplazadas

El objetivo de este programa es prevenir, proteger y atender integralmente las mujeres indígenas en situación de desplazamiento con enfoque diferencial, mediante el fortalecimiento de los mecanismos de protección, garantía y exigibilidad de los derechos de las mujeres indígenas desplazadas. La estrategia general bajo la cual se sustenta este programa consta de tres (3) componentes básicos: (i) prevención del desplazamiento de la mujer indígena; (ii) protección a la mujer indígena en situación de desplazamiento; y (iii) atención a la mujer indígena en situación de desplazamiento.

En lo corrido del año 2009 la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom del Ministerio del Interior y de Justicia, realizó un proceso de acercamiento con la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) para acordar la realización de un taller dedicado a la socialización de la propuesta general del programa, con participación directa de mujeres indígenas en riesgo o en situación de desplazamiento representantes de las organizaciones indígenas del orden nacional, que permitiera definir un mecanismo apropiado para su concertación.

De esta forma se logró acordar la participación de mujeres representantes de organizaciones indígenas nacionales y desplazadas de los departamentos de Risaralda, Caquetá, Vichada, Norte de Santander, Magdalena, Córdoba, Cesar, Guainía, Valle del Cauca, Cauca, Amazonas, Guaviare, Guajira, Nariño, Meta, Caldas, Arauca, Vaupés, Antioquia, Tolima, Chocó, Putumayo y Bogotá. Igualmente se convocaron mujeres indígenas provenientes de algunas zonas del país donde se ha venido desarrollando el proceso de implementación de la Directriz para la Atención Integral de la Población Indígena Desplazada y el Plan Integral para comunidades en riesgo de desaparición, ampliando la convocatoria con representantes de la mesa de mujeres del Meta, Arauca, Florencia y mujeres indígenas desplazadas del departamento del Chocó, representantes de los pueblos indígenas, Embera Katio, Chami y Waunan, Coreguaje, Witoto, Siona, Awá, Yanacona, Muiscas, Wayuu, Eperara Siapirara, Arhuaco, Motilón Bari, Sikuani, Piapoco, Playero, Zenú, Tikuna, Kametza, Nasa, Pijao, Cubeo, Wiwa, Pastos, Kankuamo, Guanano,  Inga, Murui, Muinane, Curripaco, Puinave y Tucano.

Cabe destacar que en dicho taller también participaron los/as funcionarios/as que vienen trabajando alrededor del diseño e implementación de doce (12) programas específicos para mujeres en riesgo o en situación de desplazamiento del Ministerio de la Protección Social, Ministerio de Educación Nacional, Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA-, Ministerio de Defensa Nacional, Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Instituto Colombiano de Desarrollo Rural –INCODER-, Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH, Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación –CNRR-, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF-, Ministerio del Interior y de Justicia (Dirección de Asuntos Indígenas), ACCIÓN SOCIAL (Subdirección de Atención a la Población Desplazada); y también contó con el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo y el ACNUR.

La conclusión general del taller “Análisis, reflexión y socialización de la propuesta de programa Protección de los derechos de las Mujeres Indígenas Desplazadas” 
, el cual se realizó en la ciudad de Bogotá durante los días 15, 16, 17 y 18 de junio del año 2009 es que las mujeres representantes indígenas presentaron una propuesta para socializar el Auto 092 y concertar la propuesta de Programa en las diferentes regiones del país donde se identifica población indígena en riesgo y en situación de desplazamiento, propuesta que se hará llegar a la Dirección de Asuntos Indígenas Minorías y Rom del Ministerio del Interior y de Justicia a más tardar 15 días después de la realización de este taller, frente a lo cual esa Dirección firmó el compromiso de recibirla y dar una respuesta en el tiempo estipulado de una semana después de la entrega de dicha propuesta.
Una vez se conozca y evalúe la propuesta de las mujeres indígenas que participaron en este taller, se podrá determinar el procedimiento a seguir para realizar el proceso de concertación de este programa. En este sentido, el reto en el corto plazo para lograr este objetivo, está relacionado con la consecución de recursos humanos y financieros, así como los aspectos logísticos requeridos para efectuar reuniones y talleres regionales, adicionales a lo concertado con las organizaciones indígenas nacionales para la formulación del Programa de Garantía de los Derechos de los Pueblos Indígenas Afectados por el Desplazamiento y los planes de salvaguarda étnica ante el conflicto armado y el desplazamiento forzado para 34 pueblos indígenas de acuerdo con lo ordenado por la Corte Constitucional en el Auto 004 de 2009 dada la capacidad institucional para atender estos procesos.

b. Protección de los Derechos de las Mujeres Afrodescendientes Desplazadas

El presente programa, busca contribuir a la adopción de una política pública con enfoque diferencial étnico, que atienda a la población desplazada Afrocolombiana, Negra, Raizal  y Palenquera, garantizando la restitución de los derechos individuales y colectivos (étnicos-territoriales).

Con el propósito de avanzar en la implementación de éste Programa, la Dirección del Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia, se han realizado sesiones de trabajo con el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, a fin de revisar el componente de vivienda incluido en este programa para adicionar un puntaje especial para garantizar un acceso preferente de las mujeres afrocolombianas desplazadas en la asignación de los subsidios de vivienda.

Igualmente se han realizado sesiones de trabajo para lograr articular este programa con el de “Apoyo Educativo para las Mujeres Desplazadas Mayores de 15 Años”, con el fin de establecer si dentro de los currículos educativos de educación formal la dimensión del respeto de los derechos humanos de la población afrodescendiente, está incluido el enfoque diferencial de género en la Cátedra de Estudios Afrocolombianos.

Respeto a la designación de una representante por parte de la Comisión Consultiva de Alto Nivel para que participe en el Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada –CNAIPD-, se ha avanzado en quince (15) procesos eleccionarios de las Comisiones Consultivas departamentales y Distrital de Bogotá, quienes entre sus miembros escogen a los Consultivos de Alto Nivel.
7.3 Medidas particulares que se ha tomado para implementar acciones afirmativas y un enfoque diferencial para personas desplazadas de minorías étnicas.

Dado el carácter reciente de los Autos de seguimiento a la sentencia T-025 en lo relativo a la aplicación del enfoque diferencial para la atención a la población indígena y afrocolombiana en situación de desplazamiento, a la fecha existen avances por parte del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada –SNAIPD-, y de Acción Social en particular, encaminados a la aplicación de un enfoque diferencial para la atención a personas y comunidades pertenecientes a minorías étnicas en situación de desplazamiento.

La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –ACCIÓN SOCIAL, como coordinador del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada – SNAIPD, ha promovido, coordinado y acompañado las acciones que buscan la promoción de las comunidades indígenas y afrocolombianas, la salvaguarda de sus derechos económicos, sociales  y culturales. 

En el caso particular de las poblaciones en situación de desplazamiento, la ley 387 de 1997 define como parte de los objetivos del Plan Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada brindar y garantizar atención especial a los siguientes poblaciones: “mujeres y niños, preferencialmente a las viudas, mujeres cabeza de familia y huérfanos” y “comunidades negras e indígenas sometidas al desplazamiento en correspondencia con sus usos y costumbres, y propiciando el retorno a sus territorios”. A este mismo respecto se refiere el numeral 2.2 del Decreto 250 de 2005.

La sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional se refiere y justifica la atención especial a estas poblaciones de la siguiente manera:

“(…) por las circunstancias que rodean el desplazamiento interno, las personas –en su mayor parte mujeres cabeza de familia, niños y personas de la tercera edad - que se ven obligadas a abandonar intempestivamente su lugar de residencia y sus actividades económicas habituales, debiendo migrar a otro lugar dentro de las fronteras del territorio nacional´ (…) quedan expuestas a un nivel mucho mayor de vulnerabilidad, que implica una violación grave, masiva y sistemática de sus derechos fundamentales y, por lo mismo, amerita el otorgamiento de una especial atención por las autoridades: ‘Las personas desplazadas por la violencia se encuentran en un estado de debilidad que los hace merecedores de un tratamiento especial por parte del Estado’ 

En el mismo sentido se refiere la Sentencia T–602 de 2003, al afirmar que, en caso en que no sea posible el retorno de las poblaciones en situación de desplazamiento, debe atenderse con acciones afirmativas a las “(…)minorías étnicas y a grupos tradicionalmente marginados, ya que no puede obviarse que Colombia es un país pluriétnico y multicultural y que buena parte de la población desplazada pertenece a los distintos grupos étnicos, así como tampoco puede olvidarse que dentro de la población afectada un gran porcentaje son mujeres y, bien sabido es que éstas padecen todavía una fuerte discriminación en las áreas rurales y en las zonas urbanas marginales. Para expresarlo en otros términos, la atención a la población desplazada debe basarse en acciones afirmativas y en enfoques diferenciales sensibles al género, la generación, la etnia, la discapacidad y la opción sexual. Las medidas positivas, entonces, deben estar orientadas a la satisfacción de las necesidades de los grupos más vulnerables, tales como los niños, los adultos mayores o las personas discapacitadas”.

La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –ACCION SOCIAL, consciente de las situación que viven las comunidades indígenas que habitan el país adelanta las siguientes acciones para prevenir, atender y mitigar los efectos del desplazamiento en dichas comunidades. Para alcanzar este fin ha promovido, coordinado y acompañado las acciones que buscan la promoción de las comunidades indígenas y la salvaguarda de sus derechos económicos, sociales  y culturales. 

Una de los primeros avances que ha generado ACCION SOCIAL como coordinador del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada –SNAIPD, ha sido la promoción de la protección de la población en situación de desplazamiento contra prácticas discriminatorias, esto en congruencia con los pilares de diversidad, heterogeneidad y respeto consagrados en la Constitución Colombiana de 1991.

Por este motivo y teniendo en cuenta el alto grado de vulnerabilidad al que se puede ver expuesta la población en situación de desplazamiento, el Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada - CNAIPD, adopta el Acuerdo 03 de 2006 “Por el cual se definen acciones para garantizar el derecho a la población desplazada a ser protegida contra prácticas discriminatorias” donde se establece el deber por parte de las entidades estatales de brindar atención preferencial y diferencial a éste grupo poblacional, en miras de garantizar la igualdad real y efectiva promulgada en nuestra constitución política. 

Este Acuerdo del CNAIPD contempla que ningún funcionario público que haga parte del SNAIPD desarrollará conductas discriminatorias en contra de la población desplazada “so pena de hacerse acreedor a las investigaciones y sanciones de orden disciplinario a que haya lugar”
, así como propende por la protección de la población en todas las instancias, estipulando igualmente  que los funcionarios “(..) se abstendrán de promover reformas y modificaciones de normas que contengan discriminación no positiva en contra de la población desplazada o de cuya aplicación se puedan derivar efectos discriminatorios en contra de esta población.”

Consciente de la necesidad de que los funcionarios identifiquen aquello que es una práctica discriminatoria, el CNAIPD, desarrolló una breve tipificación, sin perjuicio de otras prácticas discriminatorias, como las contempladas en la Declaración de Durban, entre las que encontramos las siguientes:

· Negar, limitar u obstaculizar el acceso y goce de los derechos de la población en condición y situación de desplazamiento, cuando ésta ha cumplido con los requisitos  necesarios para  tal fin.

· Dar trato intolerante, degradante e inhumano que afecte la dignidad de la  población  en condición y situación de desplazamiento.

· Expedir reglamentación de orden administrativo que discrimine  de manera negativa  población  en condición y situación de desplazamiento.

· Impedir a la población en condición y situación de desplazamiento  la participación,  en la adopción de las decisiones  relativas a la superación del estado de cosas inconstitucional  sin  que ello implique  que estas decisiones  deban  ser concertadas con las instancias pertinentes.

· Restringir la difusión de los programas, servicios u oferta institucional de manera arbitraria que atenten contra el derecho a la igualdad.

· Fomentar o ejecutar actos de persecución contra la población en condición y situación de desplazamiento  en virtud de su situación. 

· No brindar atención prevalente a la población en condición y situación de desplazamiento.
También se entiende como práctica discriminatoria cualquiera de las anteriores conductas que se realicen en razón del origen, raza, sexo, religión o edad de la población desplazada.

A modo de prevención el CNAIPD, instó a la implementación de medidas tendientes a prever cualquier práctica discriminatoria que se origine en cualquier entidad que haga parte del Sistema Nacional de atención Integral a la Población Desplazada, SNAIPD, a saber:

· Diseñar y desarrollar estrategias de formación y sensibilización dirigido a sus funcionarios  y contratistas encargados de atender a la población en condición y situación de desplazamiento con énfasis en la promoción de los derechos humanos y en especial sobre los derechos de los desplazados.

· Adoptar y ejercer prácticas de buen trato y de comprensión acerca de la problemática del desplazamiento forzado, con enfoque diferencial, atendiendo las condiciones de género, edad, etnia y discapacidad.

· Difundir el contenido de los programas institucionales dirigidos a la población desplazada precisando el contenido de los derechos que se pretende contribuir a realizar con ese programa y las rutas y procedimientos de acceso por parte de la población al citado programa.

· Continuar con la difusión de la Carta de Derechos de la Población en condición y situación de desplazamiento de manera amplia y utilizando un leguaje de fácil comprensión y señalando el procedimiento para acceder a ellos. 

· Diseñar y Divulgar un portafolio de servicios para la atención de la población en condición y situación de desplazamiento, desde la perspectiva del derecho a la igualdad y no discriminación. 

· Identificar las prácticas discriminatorias contra la población en condición y situación de desplazamiento y adoptar las medidas correctivas orientadas a prevenirlas y eliminarlas.

· En el diseño de los programas y proyectos incluir mecanismos que faciliten la integración de la población desplazada al lugar en donde se encuentran, con el propósito de evitar la aparición de conductas discriminatorias por parte de las autoridades y de la población,  bien sea en el lugar de llegada, reubicación o en el lugar de origen en el caso de retornos. 

· Adoptar el reglamento de respuesta a las solicitudes presentadas por la población desplazada, previsto en la orden décima de la sentencia T - 025. 
· Establecer y difundir el procedimiento de atención y trámite de las quejas  que por prácticas discriminatorias sean presentadas por la población desplazada.

Por otra parte, y en desarrollo de su obligación de protección de derechos, el SNAIPD mediante su más alta órgano decisorio el Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada –CNAIPD, aprueba el Acuerdo 05 de 2006 “Por el cual se adopta el Plan de Atención efectivo, especial y diferenciado, dirigido a los integrantes de la comunidad indígenas Nukak Maku que se han visto forzados a desplazarse a las zonas urbanas, así como a aquellos que se encuentran en peligro de desplazamiento del Departamento del Guaviare”

La comunidad indígena Nukak Maku
, como comunidad nómada, se desplaza permanentemente por su territorio recreando sus usos y costumbres, basados en sus estilos propios de vivienda  y caza.  Entre el 2003 y 2006 se empiezan a desplazar de su territorio de manera forzada por los actores ilegales y es por esto que el  CNAIPD, toma acciones para proteger  la comunidad Nukak, para ello acuerda que:

“ARTICULO PRIMERO:
Todas las entidades del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada – SNAIPD deben ejecutar acciones tendientes a brindar atención a la comunidad Nukak Maku desplazada y que se encuentra ubicada en la finca de la Alcaldía Municipal y en el Barrancón Bajo, en el municipio de San José del Guaviare. En particular se brindará atención humanitaria de emergencia, atención en salud y educación tendiente a fortalecer el proceso de reubicación, acciones de saneamiento básico y atención a menores y madres lactantes y gestantes.

Las entidades del SNAIPD ejecutaran acciones tendientes a facilitar el proceso de reubicación de la comunidad Nukak Maku dentro del territorio de la reserva y parque natural Nukak”.

Teniendo en cuenta la situación de las comunidades indígenas que se encuentran en riesgo o en situación de desplazamiento, el Acuerdo 05 propende por la formulación de planes integrales para el apoyo de comunidades indígenas en alto grado de vulnerabilidad  y riesgo. Dicho proceso se encuentra en cabeza  del Ministerio del Interior y de Justicia, Dirección de Etnias.
A la luz de que otras comunidades indígenas del país presentaban riesgos latentes frente a su posible extinción, se hizo extensivo el espíritu del acuerdo 05 del CNAIPD, siendo beneficiadas a la fecha resguardos y comunidades de los siguientes pueblos indígenas mediante planes de acción:

· Yukpa – ubicada en el departamento de Cesar

· Curripaco, Puinave, Piapoco, Cubeo, Sicuani, Piaroa, Tucanos, Guanano, Piratapuyo, Baniva – ubicadas en el departamento del Guainía
· Guayaberos, Sicuani – ubicadas en el departamento del Meta
· Embera Chamí- ubicada en el departamento de Risaralda

· Zenú –ubicada en el departamento de Córdoba

· Amoruas – ubicada en Vichada

· Sicuani  playeros, Ù`WA, Macaguan, Hitnü, Betoyes e Ingas – ubicadas en el departamento de Arauca
· Wiwa – ubicada en el departamento de la Guajira 

· Sáliba, Cuiba, Sikuani, Yamalero-Yaruro, Maibén Masiware, Tsiripo, Amorúa y Wipiwi – ubicadas en el departamento de Casanare 
· Embera katio – ubicados en el departamento de Chocó

Cabe anotar que los planes de acción se encuentran en la actualidad vigentes y entre los componentes de atención se encuentran:

· Salud

· Educación

· Tierras

· Seguridad alimentaria

· Fortalecimiento organizativo

· Medio ambiente

En estos planes de Acción ACCION SOCIAL adelanta un acompañamiento técnico para el diseño del plan, e interviene en los componentes de seguridad alimentaria.

Bajo el principio de equidad y propendiendo por la protección de todos los grupos poblacionales y de una atención diferencial acorde con las particularidades, ACCION SOCIAL presentó al CNAIPD el Acuerdo 008 “Por el cual se adoptan medidas tendientes a evidenciar y profundizar las acciones diferenciales existentes dentro de la política pública de atención a la población en situación de desplazamiento”, el cual fue aprobado por el CNAIPD.

El SNAIPD, consciente de la realización de intervenciones con estos  grupos poblacionales a lo largo del territorio nacional, busca con este Acuerdo visibilizar todas estas acciones identificando sus alcances, logros y limitaciones, a su vez busca plantear “el desarrollo de nuevas acciones de enfoque diferencial dentro de la política pública de atención a la población desplazada, a efectos de establecer recomendaciones para su implementación, a la luz de los indicadores de Goce Efectivo de Derechos de la población desplazada”
. 

Siendo consientes de la experticia de diversos sectores en el tema, y convencidos por desarrollar un trabajo que sea acorde con el objetivo del acuerdo y con los aportes de la Corte Constitucional Colombiana, “Se buscará el acompañamiento y apoyo de la comunidad internacional, de la sociedad civil, de Organizaciones de Población Desplazada y representantes de estos grupos poblacionales (niños, adolescentes, adultos mayores, mujeres, afrodescendientes, indígenas y discapacitados) que desarrollen acciones en esta materia”
.

El Acuerdo 08 de 2007 se constituye entonces como una herramienta para la eliminación de las formas de discriminación a la que se encontrasen la población en situación de desplazamiento, pues una de las primeras formas de la discriminación se centra en el no reconocimiento y visibilización de la diversidad étnica, cultural y etárea de la población.  

Para lograr los objetivos planteados en el  Acuerdo 08 de 2007 se establece: 

“ARTÍCULO PRIMERO: Las entidades públicas del Orden Nacional y Territorial que conforman el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada - SNAIPD, de conformidad con el marco legal de sus competencias, deberán adoptar medidas tendientes a evidenciar y profundizar las acciones con enfoque diferencial existentes dentro de la política pública de atención a la población desplazada, así como desarrollar nuevas acciones. Lo anterior, a la luz de los indicadores de goce efectivo de derechos adoptados y por adoptar.”

“ARTÍCULO SEGUNDO: En cumplimiento a lo ordenado en el artículo primero del presente Acuerdo, se realizarán sesiones de trabajo con las instancias de coordinación del SNAIPD, en las cuales se evidenciarán y profundizarán las acciones  diferenciales existentes y se planteará el desarrollo de nuevas acciones de enfoque diferencial dentro de la política pública de atención a la población desplazada, a efectos de establecer recomendaciones para su implementación, a la luz de los indicadores de Goce Efectivo de Derechos
”
A la luz de estos artículos, el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada-SNAIPD, busca atender a partir de las necesidades, usos y costumbres a la población en situación de desplazamiento, mitigando y eliminando cualquier clase de discriminación por motivo de género, etnia, edad, posición política y cualquier otra que se presente a la luz de la Conferencia de Revisión de la Declaración de Durban.

Las medidas adoptadas por el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada-SNAIPD, buscan ser congruentes con la Constitución Política de Colombia, la Jurisprudencia y con Instrumentos Internacionales que procuran proteger los derechos de los individuos y las comunidades de especial protección.

ACCIÓN SOCIAL para dar cumplimiento a la incorporación de acciones afirmativas y diferenciales para la atención de las comunidades indígenas desplazadas que se encuentran en situación de desplazamiento dispuso la contratación de dos profesionales idóneos en la materia de enfoque diferencial étnico, los cuales por su recorrido académico y experiencia laboral apoyan al nivel nacional y al nivel territorial con la implementación del enfoque diferencial para comunidades indígenas y afrocolombianas. 

Dichos profesionales desarrollan su labor por tres vías:

Acompañan los procesos de formulación y validación de las directrices con enfoque diferencial que están adelantando Ministerios y Entidades con el apoyo de ACNUR. Este acompañamiento se genera mediante visitas con los Ministerios y las Entidades, sesiones de trabajo conjuntas, proyección de recomendaciones y coordinación de tareas conjuntas. En este momento las entidades del SNAIPD, en coordinación de Acción Social, están adelantando una estrategia conjunta de sensibilización y formación de funcionarios tanto a nivel nacional como a nivel local, en desarrollo de la estrategia de trabajo que fue aprobada por el CNAIPD.

En este punto es fundamental recalcar el papel que tienen las directrices de atención con enfoque diferencial (Etareas, de género, de discapacidad y de diversidad cultural), pues este instrumento es el que posibilita el direccionamiento de la política de atención a  la población desplazada. En las directrices se establece la manera adecuada en la que en todos los momentos de la atención (Prevención y Protección, Ayuda Humanitaria de Emergencia y Estabilización Socioeconómica) se debe actuar.

A su vez, generan los procesos de acompañamiento y asesoría a las Unidades Territoriales de Acción Social para procurar una atención efectiva  y oportuna, siendo estas recomendaciones presentadas, a su vez, a los alcaldes, gobernadores, secretarios y demás funcionarios que atienden a la población en situación de desplazamiento. Hay que resaltar que los profesionales que adelantan el trabajo de enfoque diferencial se movilizan a todo lo largo del territorio nacional donde las necesidades del trabajo se hagan presentes.

Por último, en este momento los profesionales están adelantando procesos de adecuación a los componentes de atención que adelanta la Subdirección de Atención a  Población Desplazada. Cabe aclarar que este procesos se está comenzando a adelantar hasta este momento, toda vez que las audiencias técnicas informativas citadas por la Corte Constitucional, las reuniones con las entidades del SNAIPD, los acompañamientos a los procesos territoriales, la interlocución con la población, los procesos de investigación que adelantan los profesionales y la búsqueda de investigaciones y acompañamiento institucional ha generado nuevos insumos en el delineamiento de una atención diferencial dentro de la Subdirección. Se espera que en un corto plazo se hagan las adecuaciones  y el montaje de pilotos, para que de manera progresiva se puedan desarrollar.

Como resultado del trabajo adelantado hasta el momento se han concretado, entre otros, avances significativos en la implementación de un enfoque diferencial étnico que beneficie a las comunidades. Dichos avances se han materializado en los componentes de Registro, Ayuda Humanitaria y Estabilización Socioeconómica. 

El enfoque diferencial en el RUPD

El Registro Único de Población Desplazada-RUPD, ha tenido cambios significativos a la luz de los enfoques diferenciales, específicamente en la recolección de información de la población indígena  y afrocolombiana. En la actualidad existe, vía autoreconocimiento, la identificación de la población a la luz de su ser 1) Negro(a) o Afrocolombiano(a); 2) Indígena; 3) Gitano (a) Rom(li); 4) Raizal del Archipiélago. 

Sin embargo, ante la necesidad de caracteriza de una manera más efectiva a la población en este momento está adelantando unos cambios significativos en el Formato Único de Declaración, el cual es el primer instrumento de caracterización, encontrándose allí por ejemplo la calidad en la que presenta la declaración:

· Representante legal del Consejo comunitario

· Integrante de la comunidad (Consejo comunitario del territorio colectivo)

· Gobernador Indígena

· Autoridad Tradicional indígena

· Integrante del Cabildo indígena

· Pertenece al Resguardo 

A su vez, va a identificar el lugar de arribo tanto el lugar de desplazamiento, teniendo en cuenta las siguientes especificidades: Departamento, Municipio, Barrio, localidad o comuna, Comunidad, Vereda, Corregimiento, Resguardo indígena, Territorio colectivo, según corresponda.

Por otra parte, se abrió una pregunta sobre territorio étnico que está planteada de la siguiente manera:

Si el declarante es un integrante de un (grupo) territorio étnico, responda lo siguiente ¿Cuál es el estado de legalización del territorio étnico de donde fue desplazado?

i. Resguardo indígena constituido

ii. Territorio indígena en trámite de constitución

iii. Resguardo en proceso de ampliación

iv. Resguardo en proceso de saneamiento

v. Territorio indígena sin iniciar trámite de constitución

vi. Territorio colectivo de comunidades negras titulado

vii. Territorio colectivo de comunidades negras en trámite de titulación

viii. Territorio colectivo de comunidades negras sin trámite de titulación

ix. Territorio colectivo de comunidades negras en proceso de ampliación

x. No sabe

El borrador del formato fue entregado a la Honorable Corte Constitucional como insumo a la sesión Técnica Informativa en donde se abordó la situación de la población indígena en situación de desplazamiento, citada por esa alta corporación en el 2007

En lo referente al tema de discapacidad, en el Formato Único de Registro aparece una tipificación que permite caracterizar a la población bajo esta variable. Considerando que es necesario ajustar el instrumento se están previendo los cambios respectivos con el acompañamiento y la asesoría del Ministerio de Protección Social.

7.4 Cuántas personas de minorías étnicas SE ha beneficiado de tales medidas, indicar cifras desagregadas por minoría, sexo, edad y departamento. Indicar recursos destinados para tal fin.

· AYUDA HUMANITARIA DE EMERGENCIA

Una vez producido el desplazamiento forzado de hogares y personas, es deber del Estado asistir y socorrer a la población afectada en la satisfacción de sus necesidades básicas. Para tal efecto, se ha establecido la asistencia humanitaria encaminada a brindar apoyo alimentario y no alimentario a los desplazados para garantizar su subsistencia mínima en asuntos relacionados con la alimentación, manejo de abastecimientos, aseo personal, alojamiento temporal, atención médica y sicológica. Adicionalmente, como parte de la atención humanitaria, se brinda orientación a la población sobre la carta de derechos, los procedimientos para acceder a los servicios estatales, entre otros.

Para dar cumplimiento a este fin Acción Social cuenta con tres estrategias: 

a. La atención humanitaria integral que comprende: la atención en la urgencia, la atención humanitaria de emergencia (alimento, kit de aseo, hábitat, cocina y vajilla, alojamiento), apoyo para la identificación, auxilio funerario, kit de vestuario, apoyo para la reunificación familiar, apoyo de transporte, atención psicosocial  y generación de ingresos, que cubre 30 ciudades y 176 municipios. Esta atención se brinda a través de operador humanitario. 

b. Para municipios que no cuentan con operador humanitario Acción Social brinda la atención humanitaria de emergencia a través de giros directos a la población, en coordinación con las Unidades Territoriales y los personeros de los diferentes municipios. Con estos giros se cubren las necesidades de alimentación, alojamiento y kit no alimentarios, por pagos a través de cheques, tarjetas patym y giros en Servientega, Efecty o Banco Agrario. 

c. Como estrategias para la atención a la vulnerabilidad, mientras la población está en capacidad de autosostenerse, Acción Social a través de las visitas domiciliarias realiza un diagnostico que aporta elementos de valoración para programar las ayudas que requiera el hogar en el mínimo vital (AHE) y dar información a otros programas y a las entidades del SNAIPD que contribuyan a que el hogar logre su autosostenimiento. 

Las ayudas que se entregan en bonos o giros directos son para que la población de manera autónoma y respetando sus costumbres y características haga buen uso del mismo, el hogar es libre de escoger en que quiere gastar su dinero, atendiendo lo descrito en materia de enfoque diferencial. Ahora bien, a partir del autoreconocimiento que la población hace de sí misma (en términos de discapacidad y diversidad étnica), estas modalidades potencializan la autonomía y el libre desarrollo de la personalidad, pues es la propia población a partir de sus usos, costumbres y prácticas cotidianas que adquiere los productos que requiere.

Debido la localización geográfica de algunos municipios se hace la entrega directa de mercados. Aun cuando ha habido avances significativos en lectura de enfoque diferencial, pero siendo conscientes de la necesidad de mejorar la atención, se está avanzando en el análisis y construcción de minuta indígena y de discapacidad, aclarando que es un proceso progresivo y escalonado
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Amazonas 17 8 1

Antioquia 151 1.841 23

Arauca 15 28 29

Atlantico 8 85 2

Bogotá 1.125 2.567 38

Bolivar 115 1.246 3

Boyaca 28 12

Caldas 32 35 11
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Casanare 3 8

Cauca 357 369 22

Cesar 852 395 18

Choco 12 313 6

Cordoba 115 1.227 4

Cundinamarca 125 232 8

Guainia 384 15

Guaviare 97 71 10

Huila 153 96 6

La Guajira 143 516
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Meta 229 184 6

Nariño 623 2.627 31

Norte Santander 111 67 17

Putumayo 1.055 220 4

Quindio 50 68 9

Risaralda 227 751 22
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2 2

Santander 94 471 9

Sucre 196 381 2

Tolima 102 227 18

Valle del Cauca 318 6.350 13

Vaupes 208 3 1

Vichada 87 52 1

TOTAL HOGARES 7.298 21.688 325

TRAMITE AYUDAS A HOGARES DE ACUERDO A LA 

MINORIA ETNICA CORTE JULIO DE 2008 A 28 MAYO DE 

2009


· ESTABILIZACIÓN SOCIOECONÓMICA

La Ley 387 de 1997 establece en su Artículo 17 “la Consolidación  y Estabilización Socioeconómica” El Gobierno Nacional promoverá acciones y medidas de mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la población desplazada en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento en otras zonas rurales o urbanas. Acción Social adelanta en el proceso de Estabilización Socioeconómica el componente de Generación de Ingresos.

El objetivo del programa de generación de ingresos es contribuir con la estabilización socioeconómica de la población en situación de desplazamiento, a través de la articulación con las entidades del SNAIPD y el desarrollo de acciones integrales para la generación de ingresos, en las modalidades de Vinculación Laboral, Emprendimiento, Fortalecimiento o Reconversión Socio Laboral.

De otra parte, el Proceso de Atención Inicial en Generación de Ingresos de la Subdirección de atención a población desplazada –PAI-GI-SAPD, es un proceso que está diseñado para atender población en situación de desplazamiento ubicada en las zonas urbanas de las ciudades o municipios, con las cuales se trabaja de manera individual, sin haber hecho énfasis hasta el momento en una atención diferencial a partir de su pertenencia a un comunidad negra o comunidad indígena.

Para la población en situación de desplazamiento se han venido diseñando y ejecutando proyectos de atención integral, con enfoque de demanda desde las necesidades y potencialidades de la población y de las características regionales. 

Para ello, se desarrolla un pre-diagnóstico de la región que permite establecer las condiciones comerciales de la misma, al mismo tiempo se realiza una caracterización del participante que permite definir los resultados previos sobre el perfil de la población y la modalidad en que deben ser atendidos: vinculación laboral, emprendimientos de unidades productivas o fortalecimientos a las unidades productivas ya existentes.

La modalidad de Vinculación Laboral, consiste en la inserción de las personas en situación de desplazamiento en la lógica del empleo con nexo laboral a nivel urbano y rural, dotándolos de elementos que les permitan subsanar las carencias materiales y de conocimiento, que le impiden incorporarse al mercado laboral.  Es un proceso apoyado en el conocimiento de las condiciones de desarrollo del mercado económico local.

La modalidad de Emprendimiento, consiste en el apoyo y acompañamiento a las familias para el desarrollo y puesta en marcha de una actividad o negocio que desean iniciar, que le permita generar ingresos de manera independiente o asociativa y que responda a unas condiciones del mercado local, de lo cual dependa su viabilidad.

La modalidad de Fortalecimiento, consiste en el apoyo y acompañamiento que se ofrece a un hogar cuando algún miembro de la familia dispone de un negocio en funcionamiento del cual deriva sus sustento. Se apoya para el mejoramiento del negocio o actividad económica.

A partir de que el participante ingresa al Programa, y a lo largo de todo el proceso de atención, se busca identificar en él: aptitudes, actitudes, habilidades, destrezas y experiencias ocupacionales, entre otras, con el fin de orientar y canalizar las alternativas existentes en el Programa y las que ofrezca el contexto en el que se desenvuelve, además de los recursos económicos para inversión ya sea en las unidades productivas o en el mejoramiento de las condiciones de empleabilidad.

El Programa tiene definido como componente transversal- Acompañamiento Psicosocial y Orientación ocupacional, 3 componentes secuenciales: 1) Sensibilización, caracterización de los participantes, evaluación de competencias y definición de la mejor alternativa ocupacional (Elaboración del Plan de Vida); 2) Elaboración del plan y desarrollo, seguimiento y acompañamiento a la implementación de los planes de vinculación laboral, emprendimiento o fortalecimiento y 3) modalidades de atención: el fortalecimiento empresarial, el emprendimiento empresarial y la vinculación laboral.

El apoyo económico que se entrega en el marco de los proyectos para ser invertido en la iniciativa productiva o para cubrir los gastos que se presentes en el proceso de vinculación laboral, tiene un significado diferente en cada caso en particular.  El monto que se aprueba para el proyecto productivo se define con cada uno de los participantes, dependiendo de la actividad económica escogida con el acompañamiento del operador.

En este proceso de atención y orientación, con la asesoría de profesionales especializados, se orienta a los participantes y sus familias a definir actividades económicas y productivas que les ayude a mejorar sus ingresos para el sustento del hogar. En este orden de ideas, cada familia define el tipo de actividad y la necesidad de recursos económicos, que son suministrados por el Programa de acuerdo con lo concertado con el participante, atendiendo los requerimientos reales del negocio.

De acuerdo con lo anterior y salvaguardando el derecho a la igualdad de los demás hogares incluidos en el Registro Único de población Desplazada, los recursos que se otorgan se encuentran en un promedio de $1.600.000 (Un Millón Seiscientos Mil pesos MLV), para el año 2009 dependiendo de la actividad económica elegida por el participante.  Este recurso inmerso dentro de la ruta de atención integral permite el desarrollo o fortalecimiento de iniciativas, contribuyendo a la generación de ingresos de los hogares atendidos. El PAI-GI SAPD da los lineamientos generales  para la ejecución del Proceso y la entidad operadora a través de los asesores Empresariales y Psicosociales ejecutan el Proceso de manera concertada con los participantes seleccionados.

Pese a que no se han adelantado de manera sistemática proyectos en resguardos y consejos comunitarios, podemos indicar que en los cascos urbanos en donde el PAI-GI-SAPD ha adelantado sus proyectos se ha atendido a población indígena y afrocolombiana que se encuentra habitando fuera de sus territorios ancestrales. 

Dichos proyectos partes de las capacidades, aptitudes, actitudes, potencialidades y características culturales para desarrollar sus planes de vida. Por ejemplo, encontramos que los miembros de la comunidad Embera que se encuentran desplazados en el municipio de Florencia, Caquetá, encontraron que su plan ocupacional y de vida se enmarcaba en la elaboración de artesanías y en su comercialización.

A continuación se presentan las zonas en las que el PAI-GI-SAPD adelanta proyectos para el 2009 y se presentan comunidades afrocolombianas e indígenas, haciendo la claridad que los lugares de intervención se ubican en la zona urbana de los municipios

Ciudades o municipios de intervención 2009 de PAI-GI-SAPD 2009 

donde se encuentran comunidades Afrocolombianas

	DEPARTAMENTO
	CIUDAD/ MUNIICPIO

	ANTIOQUIA
	TURBO

	BOLIVAR
	CARTAGENA

	CAUCA
	GUAPI

	
	PATÍA

	CESAR
	VALLEDUPAR

	CHOCO
	QUIBDO

	
	CONDOTO 

	
	ITSMINA

	CORDOBA
	MONTELIBANO

	GUAJIRA
	DIBULLA

	NARIÑO
	TUMACO

	VALLE
	CALI

	
	JAMUNDÍ 

	
	YUMBO

	
	BUENAVENTURA


Ciudades o municipios de intervención 2009 de PAI-GI-SAPD 2009 

donde se encuentran comunidades Indígenas.

	DEPARTAMENTO
	CIUDAD/ MUNIICPIO

	ANTIOQUIA
	TURBO

	
	APARTADÓ

	ARAUCA
	ARAUCA

	
	TAME 

	
	SARAVENA

	ATLANTICO
	BARANOA

	
	GALAPA

	
	MALAMBO

	BOGOTÁ
	BOGOTÁ

	CAUCA
	POPAYÁN

	
	GUAPI

	
	TIMBIO

	
	PIENDAMO

	CHOCO
	QUIBDO

	
	CONDOTO 

	
	ITSMINA

	CESAR
	VALLEDUPAR

	CAQUETÁ
	FLORENCIA

	
	PUERTO RICO

	CORDOBA
	TIERRALTA

	
	MONTELIBANO

	
	PUERTO LIBERTADOR

	GUAJIRA
	RIOACHA

	GUAVIARE
	SAN JOSÉ DE GUAVIARE

	
	RETORNO

	HUILA
	NEIVA

	
	PITALITO

	MAGDALENA
	SANTA MARTA

	META
	PUERTO CONCORDIA

	NARIÑO
	TUMACO

	
	PASTO

	PUTUMAYO
	MOCOA

	
	VILLA GARZON 

	
	PUERTO ASIS

	QUINDIO
	MONTENEGRO

	
	TEBAIDA

	
	CIRCASIA

	
	QUIMBAYA

	SUCRE
	SINCELEJO

	TOLIMA
	CHAPARRAL

	VALLE
	BUENAVENTURA

	
	JAMUNDÍ 


Pese a los logros obtenidos y a los avances significativos en la implementación de un enfoque diferencial en la atención, somos conscientes de que lo obtenido hasta el momento es el primer paso y no es la meta  y por ello ACCION SOCIAL no escatimará esfuerzos para lograr la completa implementación de un enfoque diferencial en la atención a la población en situación de desplazamiento.

· ASISTENCIA A COMUNIDADES INDÍGENAS Y AFRO COLOMBIANAS DESPLAZADAS MASIVAMENTE EN EL PERIODO DE 29 DE JULIO DE 2008 A MAYO 29 DE  2009

La Atención Humanitaria de emergencia coordinada por ACCIÓN SOCIAL está encaminada a socorrer, asistir y  proteger a la población desplazada en el momento inmediatamente posterior al evento de desplazamiento y a atender sus necesidades de seguridad, protección, alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas. 

Bajo los principios generales de concurrencia, complementariedad y subsidiariedad, las entidades del nivel municipal, departamental y nacional, coadyuvan con los esfuerzos programáticos y presupuéstales de las administraciones territoriales y en particular, de las instituciones que forman parte de los comités departamentales, distritales y municipales de atención integrales a la población desplazada. 

En la atención humanitaria de emergencia a la población en situación de desplazamiento, se consideran las características de la población sujeto o grupos involucrados en la atención, en términos de género, edad y etnia, así como sus patrones socioculturales. Lo anterior permite reconocer y promover ofertas institucionales acordes a los intereses de desarrollo de los grupos e individuos afectados. 

La atención a la población desplazada se brinda de manera solidaria en atención a las necesidades de riesgo o grado de vulnerabilidad de los afectados, con el fin de brindar soporte humanitario, trato respetuoso e imparcial, asegurando condiciones de dignidad e integridad física, psicológica y moral de la familia.

La atención efectiva de las necesidades de los individuos y hogares desplazados, se realiza mediante acciones institucionales armónicas, coordinadas y sincrónicas, propendiendo, desde las primeras fases de la atención, por lograr la estabilización de los individuos y hogares afectados. La vinculación y activa participación de los desplazados, las organizaciones y asociaciones de población desplazada en la gestión, formulación, desarrollo y seguimiento, es fundamental para el logro de los alcances y propósitos de las acciones de asistencia definidas en el marco de los respectivos comités. 
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De los 37 eventos de desplazamiento masivos que se presentaron en este periodo de tiempo, el 62%, es decir 23 eventos afectaron comunidades afro colombianas e indígenas. 10 eventos afectaron población afro y 13 afectaron comunidades indígenas.
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En estos 37 eventos se desplazo un total de 12822 personas de las cuales 5224 personas fueron indígenas (40%) y 4274 fueron afro colombianos (33%) Así pues mas 74% de las personas desplazadas en este periodo de tiempo fueron afro colombianos e indígenas
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No.
Evento

Fecha del Evento

Departamento
Expulsor

pio Expulsor

Causa del desplazamiento

Asesinato Selectivo

Descripcidn del Responsable

FARC

Nimero Hogares

17

Nimero
Personas

64

1 & de Agosto de 2008 META MAPIRIPAN Guayaberos
2 24 de Agosto de 2008 CHOCO ALTO BAUDO Embera Amenazas AGUILAS NEGRAS 65 288
3 25 de Agosto de 2008 CHOCO WMEDIO ATRATO Embera Amenazas FARC 2 51
4| 2 de Septiembre de 2008 CHOCO BAJO BAUDO Embera Enfrentamientas FARC / RASTROJOS 24 24
5 |18 de Septiembre de 2008 CAUCA TIMBIGUI Eperara Siapidara Amenazas RASTROJOS 301 1760
6 |25 de Septiembre de 2008 CAUCA CALOTO Nasa Combates FARC 30 20
7 & de Octubre de 2008 META MAPIRIPAN Guayaberos Minas Antipersonal FARC % 452
8 18 de Octubre de 2008 CHOCO BAJO BAUDO Embera Wounan Combates FARC B 89
9 9 de Febrero de 2009 NARIFO BARBACOAS Awa Masacre FARC 94 477
10| 9 de Febrero de 2009 CHOCO RIO RO Embera Wounan Homicidio y Amenazas FARC % 20
i 5 de Marzo de 2009 CHOCO 'ALTO BAUDO ¥ MEDIO BAUDO Embera Amenazas FARC / RASTROJOS 28 1030
2 5 de Marzo de 2009 CHOCO BAJO BAUDO Embera Enfrentamiento Amenazas Tortura ELN 100 529
13 5 de Marzo de 2009 ARAUCA TAME Hitnd Amenazas FARC 18 50
TOTAL 1036 5224
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Del total de la población indígena desplazada masivamente el 42% afecto el Departamento de Chocó, el 35% el departamento de Cauca, el 10% el departamento de Meta, el 9% el departamento de Nariño y el 1 % el departamento de Arauca
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Así mismo, la etnia Embera fue la más afectada con el 38% del total de indígenas desplazados, los Eperara Siapidara el 33%, Guayaberos 10%, Awá 9%, Embera Wounan 4%, Nasa 2% y Hitnú con el 1%.
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Mientras tanto del total de la población afrocolombiana desplazada masivamente el 38% afecto el Departamento de Cauca, el 28% el departamento de Valle del Cauca, el 24% el Departamento de Nariño y el 8 % el departamento Chocó.
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Para garantizar la atención de esta población se destinaron más de 181 toneladas de Ayuda Humanitaria de emergencias entre alimentos, elementos de aseo, elementos de cocina y de hogar, por un valor por encima de los 600 millones de pesos.

ACCIÓN SOCIAL ha contratado equipos profesionales expertos en la atención de estas emergencias en todo el país, lo que permite que la respuesta del gobierno nacional sea inmediata, integral y diferencial. Así mismo, ha dispuesto de toda la logística necesaria para llegar a las comunidades más apartadas del país para atenderlas integralmente.

ACCIÓN SOCIAL también promueve la formulación de planes de contingencia a través de los Comités Municipales de Atención Integral a la Población Desplazada –CMAIPD-  de municipios afectados por la confrontación armada; en dichos planes se consideran acciones de coordinación y preparación ante la posible ocurrencia de un desplazamiento masivo. Por lo anterior, la primera tarea para la atención de emergencias es la convocatoria al CMAIPD para la activación del plan de contingencia. 

Actualmente ACCIÓN SOCIAL continúa atendiendo desplazamientos masivos indígenas en el Chocó, Cauca, Nariño, Arauca.

PREGUNTA 8. Indicar los canales y mecanismos que han sido creados para que grupos de personas sumamente vulnerables, en este caso las minorías étnicas, puedan participar en la determinación de soluciones y de formas de asistencia para atender a sus necesidades.

Como se planteó en la pregunta anterior, los autos 004 y 005 proferidos por la Corte Constitucional establecen mecanismos de participación de la población indígena y afrocolombiana definidos a partir del procedimiento de consulta previa con las autoridades legítimas de estas minorías étnicas. 

Participación de los pueblos indígenas

En el caso del Auto 004, el pasado 22 de mayo de 2009, en el marco de la mesa permanente de concertación (creada por el decreto 1397 de 1996) el gobierno nacional y los pueblos indígenas han acordado el siguiente procedimiento para llevar a cabo el proceso de participación y consulta previa del Programa de Garantía de Derechos de los Pueblos Indígenas Afectados por el Desplazamiento o en riesgo de estarlo, de acuerdo a la propuesta de las organizaciones indígenas, de la siguiente manera:

a. Realización de 29 encuentros departamentales con entidades gubernamentales del orden nacional, regional y local, delegados de las organizaciones y representantes de los pueblos indígenas

b. Realización de 5 encuentros macro regionales con delegados organizaciones regionales y pueblos indígenas

c. Realización de un encuentro nacional con tres delegados por pueblo indígena  (102 pueblos) más un delegado por las organizaciones nacionales

d. Concertación del programa de garantías en la Mesa Permanente de Concertación de los Pueblos Indígenas.

e. Los lineamientos planteados en el documento base entregado por el gobierno nacional serán punto de partida para la discusión de la comisión temática.

En cuanto a la formulación y consulta de los Planes de Salvaguarda Étnica, la Mesa Permanente de Concertación acordó que:

a. Los planes de salvaguarda serán para los 34 pueblos incluidos en el Auto.

b. Las cuatro organizaciones nacionales cumplirán el rol de acompañamiento. 

c. Los planes de salvaguarda y el programa nacional de garantías son dos procesos distintos, por ende para cada uno de los planes de salvaguarda se surtirá un proceso de consulta, serán 34 procesos de consulta

d. A cada uno de los pueblos y cada proceso se le respetarán sus características; el gobierno nacional de acuerdo a la planeación presupuestal concertará la metodología y las actividades, donde la fase de socialización se articulará con el  cronograma de los 29 encuentros departamentales del programa de garantías.

e. El Ministerio del Interior y Justicia solicitará a los pueblos la relación de las autoridades tradicionales para que ninguna quede por fuera del proceso, previo a la reunión, más allá del registro que el ministerio tiene actualmente.

f. Acción Social, los pueblos indígenas, las organizaciones indígenas y los organismos de control proporcionarán la información de los indígenas desplazados que no se encuentren en su lugar de origen para que puedan participar de los procesos de consulta.

Asimismo, se acordó la conformación de un comité temático compuesto por cinco representantes de las organizaciones nacionales y uno por cada macro regional, quienes serán contratados por el Gobierno Nacional. Este comité cuenta también con la participación de los representantes del Gobierno pertenecientes a la Mesa Interinstitucional y tendrá el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación, Naciones Unidas, ACNUR y los mencionados en el Auto, para dar cumplimiento a los compromisos de la Mesa Permanente de Concertación, en lo relacionado con el Programa de Garantías y los Planes de Salvaguarda Étnica. Luego de estos acuerdos, el comité temático se ha reunido los días 4 y 25 de Junio; y 2 de Julio del presente año para definir el cronograma de eventos y establecer el proceso de participación de los representantes de las autoridades indígenas. 

Participación de las comunidades afrocolombianas

Teniendo en cuenta la normatividad  y el marco de especial protección constitucional que protege a las comunidades afrocolombianas, los procesos de consulta previa se adelantarán en la Consultiva de Alto nivel para población Afrocolombiana, en donde se llevarán los lineamientos construidos por las entidades del SNAIPD para ser consultados  y concertados.

En el caso de los planes específicos de prevención y atención teniendo en cuenta que involucran de manera directa a comunidades específicas, los procesos de consulta  y concertación se adelantará con representantes de las organizaciones de población desplazada y representantes de los Consejos Comunitarios.

PREGUNTA 9. Sírvase indicar datos actualizados sobre cuantas denuncias se han recibido de personas de minorías étnicas por el delito del desplazamiento forzado, cuantas investigaciones se ha llevado a cabo por la Fiscalía General de la Nación por ese delito considerado de forma autónoma o en concierto con otros y cuales han sido los resultados     

Dado que el Sistema de Información Judicial de la Fiscalía (SIJUF) hasta el año 2005 no registraba la calidad del denunciante (indígena, afro-descendiente), no es posible ofrecer datos actualizados sobre denuncias recibidas de miembros de minorías étnicas por el delito de desplazamiento forzado. Por la razón explicada tampoco es posible extraer de los Sistemas misionales de la Entidad información discriminada en relación con los delitos cometidos en perjuicio de población afro-descendiente. No obstante, actualmente,  el Grupo de Derechos Humanos y DIH de la Dirección Nacional de Fiscalías se encuentra desarrollando una especial tarea de recolección, verificación, depuración y consolidación de una Base de datos Geo-referencial, exclusiva para estos casos. 

Respecto de las investigaciones adelantadas por la Fiscalía General de la Nación por el delito de desplazamiento forzado  (considerado en forma autónoma o en concierto con otros delitos) en las que obran como víctimas miembros de comunidades indígenas, a continuación se presentan las estadísticas correspondientes, en las que se incluye la gestión procesal y los  resultados obtenidos. 

INVESTIGACIONES POR EL DELITO DE DESPLAZAMIENTO FORZADO EN LAS QUE OBRAN COMO VÍCTIMAS MIEMBROS DE COMUNIDADES INDÍGENAS

LEY 600

	Indagación
	                  21

	Juzgamiento
	                    2

	Total casos
	                  23


LEY 906

	Inv. Preliminar
	                  5

	Instrucción
	                  1

	Total casos
	                  6


GESTIÓN UNIDAD DE DERECHOS HUMANOS Y DIH PARA DELITOS CONTRA INDÍGENAS
A JUNIO 15 DE 2009
	CASOS ASIGNADOS 
	182 

	LEY 600 
	174 

	LEY 906 
	8 

	VICTIMAS 
	942 

	LEY 600 

	No. CASOS EN PREVIA 
	61 

	No. CASOS EN INSTRUCCIÓN 
	99 

	No. PERSONAS VINCULADAS 
	163 

	No. CASOS CON ACUSACIÓN 
	8 

	No. PERSONAS ACUSADAS 
	12 

	No. CASOS CON SUSCRIPCIÓN DE ACTA DE FORMULACIÓN DE CARGOS PARA SENTENCIA ANTICIPADA 
	9 

	No. DE PERSONAS CON FORMULACIÓN DE CARGOS PARA SENTENCIA ANTICIPADA 
	11 

	No. CASOS EN JUICIO 
	10 

	No. PERSONAS EN JUICIO 
	35 

	No. CASOS CON SENTENCIA CONDENATORIA 
	14 

	No. SENTENCIAS CONDENATORIAS 
	14 

	No. PERSONAS CONDENADAS 
	128 

	LEY 906 

	CASOS INDAGACIÓN LEY 906 
	6 

	INVESTIGACIÓN (IMPUTACIÓN) 
	1 

	CASOS EN JUICIO 
	1 

	PERSONAS EN JUICIO 
	1 


CASOS INDÍGENAS UNDH-DIH
CLASIFICACIÓN POR DELITO
	TOTAL DE CASOS
	182

	DELITO 
	NÚMERO DE PROCESOS 

	HOMICIDIO (En concurso con otros)
	163

	GENOCIDIO
	1

	HURTO Y AMENAZAS
	1

	DESPLAZAMIENTO FORZADO
	3

	DESPLAZAMIENTO Y DESAPARICIÓN FORZADA
	1

	DESAPARICIÓN FORZADA
	5

	ACCESO CARNAL VIOLENTO
	2

	TORTURA Y LESIONES PERSONALES
	1

	TERRORISMO Y CONCIERTO PARA DELINQUIR
	1

	AMENAZAS
	1

	SECUESTRO
	1

	DESPOJO EN EL CAMPO DE BATALLA
	1

	RECLUTAMIENTO ILÍCITO
	1

	TOTAL 
	182 


CASOS INDÍGENAS UNDH-DIH
CLASIFICACIÓN POR COMUNIDAD
	COMUNIDAD INDÍGENA 
	NUMERO DE PROCESOS 

	KANKUAMO
	62

	EMBERA CHAMI
	19

	PAEZ
	14

	WAYUU
	14

	EMBERA KATIO
	10

	WIWA
	10

	ARWACA
	9

	ZENU 
	5

	PIJAO
	5

	AWA
	5

	KOREGUAJE
	4

	PASTOS
	3

	OTROS
	22

	TOTAL
	182


	SENTENCIAS POR AÑO 
	CANTIDAD 

	2001 
	0 

	2002 
	2 

	2003 
	1 

	2004 
	0 

	2005 
	2 

	2006 
	3 

	2007 
	3 

	2008 
	3 

	TOTAL 
	14 


	CASOS CON SENTENCIA CONDENATORIA 
	12 

	SENTENCIAS CONDENATORIAS 
	14 

	PERSONAS CONDENADAS 
	128 


SENTENCIAS CONDENATORIAS 
GRUPO AL QUE PERTENECEN LOS CONDENADOS
	ESTADÍSTICA POR GRUPO 
	CANTIDAD 

	FUERZA PUBLICA 
	11 

	AUC 
	112 

	DELINCUENCIA COMÚN 
	5 

	TOTAL 
	128 


DESPLAZAMIENTO FORZADO
INDÍGENAS
	PROCESOS

	NUMERO DE PROCESOS 
	9 

	PROCESOS EN ETAPA PRELIMINAR
	2

	PROCESOS EN INDAGACIÓN 
	2

	PROCESOS EN INSTRUCCIÓN
	2

	PROCESOS CON INHIBITORIO
	1

	PROCESOS EN  INSTRUCCIÓN/CAUSA
	1

	PROCESOS EN INSTRUCCIÓN/CONDENA 
	1

	GESTIÓN

	PROCESOS CON CONDENAS
	1

	NUMERO DE CONDENAS
	3

	PERSONAS CONDENADAS
	70


PREGUNTA 10. AL REFERIRSE A LA MUJER, LA COMISION INTERAMERICANA DE DH DESTACÓ EN SU INFORME DE 2006 QUE LA VIOLENCIA SEXUAL AFECTA CON FRECUENCIA A MUJERES, JÓVENES, Y NIÑAS INDÍGENAS Y AFROCOLOMBIANAS. SÍRVASE SEÑALAR AL COMITÉ LAS MEDIDAS ADOPTADAS PARA ESTABLECER LOS RESPONSABLES DE TALES CONDUCTAS, LAS MEDIDAS ADOPTADAS POR EL ESTADO PARA PREVENIR VIOLACIONES Y BRINDAR ACOM`PAÑAMIENTO PSICOSOCIAL A MUJERES DE GRUPOS ÉTNICOS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA SEXUAL EN EL MARCO DEL CONFLICTO ARMADO, PERMITIR EL ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD DE LAS MUJERES VÍCTIMAS Y RECONOCER REPARACIÓN POR EL DAÑO CAUSADO.  

· Programa Integral contra Violencias de Genero

Las mujeres que se encuentran en zonas de riesgo o situación de desplazamiento están mayormente expuestas a un impacto diferencial y agudizado de la violencia ejercida principalmente por los actores armados ilegales, que les impone cargas extraordinarias. 

El Estado en su conjunto desarrolla acciones para la prevención de los riesgos extraordinarios de género que asumen las mujeres, ya que ellos constituyen una violación de las leyes y tratados internacionales ratificados por Colombia y en particular de sus derechos fundamentales como ciudadanas colombianas.

En este sentido, el Estado Colombiano, en el desarrollo de la Política para la Prevención, Atención y Estabilización Socioeconómica de la Población Desplazada,  ha evidenciado la existencia de necesidades especiales de las mujeres víctimas del desplazamiento forzado, que deben ser atendidas por el Estado a través de un trato diferencial y preferencial. 

Anticipándose al Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional, en la que ordena la protección de los derechos fundamentales de las mujeres víctimas del desplazamiento forzado por causa de la violencia exacerbada perpetrada por grupos al margen de la ley, en el marco de la superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004 , el Gobierno Nacional había considerado fundamental incorporar el enfoque diferencial de género a la Política Pública de Atención a la Población Desplazada, siguiendo un proceso técnico y adoptando “Medidas comprehensivas para la protección de los derechos fundamentales de las mujeres desplazadas por la violencia y para la prevención del impacto de género desproporcionado del desplazamiento forzado”, tal y como lo ha señalado la Honorable Corte Constitucional.

Los programas adoptados para la atención a la población desplazada con enfoque diferencial de género son:

· Prevención de la Violencia sexual contra la mujer desplazada y atención integral a sus víctimas. 

· Prevención de la violencia intrafamiliar y comunitaria contra la mujer desplazada y atención integral a sus víctimas.

· Promoción de la salud de las mujeres desplazadas

· Apoyo a las mujeres desplazadas que son jefes de hogar, de facilitación de acceso a oportunidades laborales y productivas y de prevención de la Explotación doméstica y laboral de la mujer desplazada.

· Apoyo educativo para las mujeres desplazadas mayores de 15 años.

· Facilitación del acceso a la propiedad de la tierra por las mujeres desplazadas

· Protección de los derechos de las mujeres indígenas desplazadas

· Protección de los derechos de las mujeres afrodescendientes desplazadas

· Promoción de la participación de la mujer desplazada y de prevención de la violencia contra la mujeres desplazadas líderes o que adquieren visibilidad pública por sus labores de promoción social cívica o de los derechos humanos

· Acompañamiento psicosocial para las mujeres desplazadas

· Eliminación de las barreras de acceso al sistema de protección por las mujeres desplazadas

· Garantía de los derechos de las mujeres desplazadas como víctimas a la justicia, la verdad, la reparación y la no repetición. 

· Prevención del impacto de género desproporcionado del desplazamiento

· Programa de Prevención del Impacto de género desproporcionado del desplazamiento:

Los riesgos extraordinarios de género son específicos y afectan a mujeres que se encuentran en territorios determinados con ofertas institucionales diferentes; ello implica que las acciones de prevención se determinan por el riesgo y las características del sujeto.

Las personas beneficiarias del programa y sus circunstancias, son el centro del ejercicio de prevención. 
Componentes del Programa

· Promoción de la igualdad y fortalecimiento de redes sociales: Parte del reconocimiento de que la situación de desplazamiento no es sólo un problema individual de quien la sufre sino que fundamentalmente es un problema social en el que la promoción de la igualdad se convierte en un factor esencial para transformar la cultura sexista que lleva consigo el sentido de supremacía del hombre sobre la mujer. El Empoderamiento de las mujeres en riesgo o situación de desplazamiento, y de sus redes sociales, sirve para prevenir las distintas formas de discriminación que las afecta y los riesgos extraordinarios de género.

· Formación y sensibilización social en género y en violencia basada en Género: a los distintos funcionarios y profesionales de los diferentes sectores, que atienden a la población desplazada y en riesgo de desplazamiento, a las mujeres beneficiarias de este programa, a los integrantes de la fuerza pública, para concientizarlos /as sobre los problemas y necesidades específicos de las mujeres desplazadas que no son experimentados por los hombres desplazados ni por mujeres  no desplazadas, con el fin de darles un trato diferenciado, prevenir la violencia basada en género y las diversas formas de discriminación.
· Comunicación Educativa: como instrumento esencial de sensibilización y educación de la sociedad, para difundir una imagen social de las mujeres que respete su dignidad.

· Sistemas de información: Posibilitan obtener datos fiables, mejorando las correspondientes estadísticas sobre las cuales se toman las decisiones en materia de políticas públicas.

· Acceso a la Justicia: Para poder hablar de una defensa eficaz de los derechos de la mujer a la justicia se debe potenciar el acceso a la misma por parte de las mujeres en situación de desplazamiento pues de lo contrario, las políticas, programas o medidas de prevención y sensibilización quedarían inocuas

· Prevención desde Protección Social: El fortalecimiento de las mujeres y de las organizaciones de y para mujeres, para la prevención de los riesgos de violencia sexual – trata de personas, prostitución forzada y esclavitud sexual, con enfoque subdiferencial garantizará la reducción del impacto de estos riesgos sobre las personas, familias y comunidades. 

Enfoques de los programa
· Enfoque diferencial: Método de análisis, actuación y evaluación, que toma en cuenta las diversidades: etaria, étnica, sobre condición de discapacidad, y género visibilizando las inequidades y vulnerabilidades a las que está expuesta la población en situación o en riesgo de desplazamiento para brindar una atención integral, protección y garantía de derechos, que cualifique la respuesta institucional y comunitaria y permita realizar el derecho a la igualdad. (Mesa de Enfoque diferencial SNAIPD)

· Enfoque diferencial de género: Categoría de análisis que da cuenta del sistema de relaciones que se establecen entre hombres y mujeres en una sociedad particular, con base en las características, los roles, los referentes de valor y las oportunidades que el grupo social asigna a cada uno. En ese sentido, identifica diferencias y relaciones determinadas culturalmente, susceptibles de ser transformadas, y no particularidades biológicas determinadas por el sexo.
 

· Enfoque sub-diferencial de etnia: Categoría de análisis que reconoce las diferencias culturales y cosmovisiones. El enfoque diferencial tiene en cuenta, entonces, los derechos y necesidades específicas de los individuos según su pertenencia a diferentes grupos poblacionales y permite además dar cuenta no sólo de la diversidad entre hombres y mujeres, sino entre los diferentes grupos étnicos en distintos contextos culturales.

· Enfoque sub-diferencial de discapacidad: Categoría de análisis que da cuenta de los riesgos generales y específicos de acuerdo a la deficiencias  en las funciones corporales de  Movilidad, Sensorial Auditiva, Sensorial Visual, Sensorial de gusto, olfato y tacto, Sistémica, Mental Cognitiva, Mental Psicosocial y de voz, habla, piel, uñas y pelo. Este enfoque permite identificar las limitaciones de las personas en situación de discapacidad y su familia. 

· Enfoque sub-diferencial de ciclo vital. Categoría de análisis que da cuenta del proceso de maduración y desarrollo biológico, psicológico y social del ser humano reconociendo las etapas específicas en su desarrollo a saber, infancia, adolescencia, juventud, adultez y vejez. 

· Enfoque de derechos: El enfoque de derechos alude a “una perspectiva que se estructura a partir del reconocimiento de la política pública como instrumento para la realización de los derechos de la población internamente desplazada, derechos que constituyen el correlato de las obligaciones del Estado”.
  La utilización de este enfoque se traduce en la identificación del marco normativo, los titulares de los derechos y los garantes del mismo.
En la ejecución del programa intervienen diversas entidades del Estado Colombiano, las cuales han avanzado, en la implementación de acciones como: contratación de personal y prestación de servicios; diseño de estrategia de formación a funcionarios; elaboración de un convenio para capacitar Comités Municipales y Departamentales; realización de talleres de sensibilización y formación a funcionarios y equipos PIU (Sistema de Alertas Tempranas, Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos; Comité Interinstitucional de Alertas Tempranas; Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio); elaboración de 2 diagnósticos participativos y diseño de planes de acción en Charco y La Victoria (Nariño) en convenio Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer y ACNUR; implementación de los proyectos de convivencia pacífica y fortalecimiento de redes del Buen Trato; instalación de comité de comunicaciones; implementación de 15 unidades móviles especializadas por parte del ICBF; diseño de materiales pedagógicos para identificación de riesgos, derechos y acciones en violencia sexual, intrafamiliar y reclutamiento que  encuentran en impresión; materiales de investigación sobre mujeres desplazadas o en riesgo; impresión de rutas de atención; iniciado el proceso de ajuste de protocolos, formatos y formularios, proceso de selección; y el diseño de estrategia de formación y sensibilización a funcionarios/as en la conceptualización de la violencia basada en género (VBG) y el reconocimiento y abordaje adecuado de la violencia como producto del desplazamiento forzado por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.
· Protección de los derechos de las mujeres afrodescendientes desplazadas
La violencia generalizada en Colombia ha afectado de manera directa a la población afrocolombiana y a sus territorios colectivos, existiendo una tendencia a la desterritorialización, pérdida de la identidad y violación de los derechos colectivos como grupo étnico tanto por el desplazamiento forzado, la violencia sexual, las masacres y el reclutamiento de jóvenes, como por la invisibilización y discriminación que los afecta de manera más gravosa cuando tienen que abandonar sus territorios, y por la falta de reparación de sus derechos.

Este programa fuera de atender las necesidades particulares analizadas en los diferentes mandatos de la Corte Constitucional, busca sumarse a la adopción de una política pública con enfoque diferencial étnico, que atienda a la población desplazada Afrocolombiana, Negra, Raizal  y Palenquera, garantizando la restitución de los derechos individuales y colectivos (étnicos-territoriales). 

A la luz de lo anterior, se ha diseñado una  estrategia que obedece a 7 ejes específicos que se interrelacionan  entre si, a la vez que se desagregan en componentes  y acciones:

La estrategia retoma y recoge lo manifestado por las organizaciones participantes, de esta manera lo que hace el Gobierno Nacional es retomar la iniciativa de la población en un ejercicio participativo de iniciativas, las cuales conducirán a una intervención del Estado a las situaciones manifestadas por las propias mujeres.

1) Reconocimiento y defensa del territorio 

2) Educación

3) Institucionalización

4) Acciones diferenciales contra la violencia sexual y atención en salud

5) Protección contra prácticas discriminatorias

6) Generación de ingresos

7) Derechos Humanos

Las organizaciones concertaron que algunos lineamientos deberían ir incluidos en otros programas debido al grado de especificad de los mismos, y aprovechando la creación de un programa exclusivo para esa problemática. Además las organizaciones sugirieron que cuando se fueran a incorporar los lineamientos en los programas correspondientes se tuviera en cuenta la presencia de mínimo dos representantes de las organizaciones para garantizar que sus lineamientos fueran incorporados e interpretados de la manera adecuada. De tal manera que los lineamientos en violencia sexual y de género en el programa de violencia sexual y de género. 

· Programa de protección a las mujeres indígenas en situación de desplazamiento. 

En la actualidad, el Gobierno está en proceso de socialización de  los Autos  092 de 2008 de la Corte Constitucional e identificación de  propuestas de trabajo interinstitucional con las organizaciones indígenas para diseñar el programa “Protección de los Derechos Fundamentales de las Mujeres Indígenas Desplazadas” con la participación activa de éstas, respetando el derecho a consulta previa y el principio del consentimiento libre e informado de la población indígena.

En la propuesta presentada por el Gobierno Nacional a la comunidad indígena y en espera de concertación, con relación al tema de la prevención y  atención en materia de violencia sexual se  expone: 

· Creación  de Unidades móviles especializadas  del ICBF en los departamentos de Nariño, Caquetá, Arauca, Meta, Putumayo, Tolima, Cauca y  Vichada. En los departamentos de Chocó, Antioquia, Cundinamarca y la ciudad de Bogotá se contará con Unidades Móviles Especializadas por medio de la adecuación  de Unidades Móviles Tradicionales a Especializadas. Las UME del ICBF  realizarán prevención, atención, acompañamiento e intervención  especializada a las niñas y mujeres indígenas en situación de VS, VIF, MI y explotación sexual. El equipo de atención será conformado por un grupo de trabajo en el cual se incluirá un profesional y/o persona reconocida por parte las comunidades indígenas (Acciones propuestas que se desarrollarían en este programa).

· Capacitar y acompañar a las mujeres indígenas para que cuenten con herramientas y se sientan seguras en la presentación de las denuncias relacionadas con presuntos delitos sexuales, maltrato y trata de mujeres indígenas (Acciones  propuestas que se desarrollarían en este programa).

· Fortalecimiento y capacitación de los equipos de las Unidades Especializadas de delitos Sexuales Para la Atención Integral e Interinstitucional (ICBF, Fiscalía, Medicina Legal, Defensoría) a las Víctimas y Agresores, para la atención diferencial a niñas y mujeres indígenas en situación de desplazamiento (Esta acción se desarrollaría  en el programa de prevención del impacto desproporcionado del desplazamiento sobre las mujeres con el acompañamiento del MIJ).

· Sensibilización y capacitación de autoridades territoriales para la prevención y atención de las víctimas de Violencia Sexual Género, teniendo en cuenta las características socioculturales de las mujeres indígenas, la jurisdicción propia y las formas de atención dichas acciones desde la cultura propia (Esta acción se desarrollaría en el programa de prevención de la violencia sexual y atención integral a las víctimas).

· Programa de Prevención de la Violencia Sexual contra la Mujer Desplazada y Atención Integral a sus Víctimas
Este programa busca garantizar el acceso a acciones de prevención y a servicios de atención integral a las mujeres en situación de desplazamiento víctimas de violencia sexual; a través del fortalecimiento de redes de mujeres desplazadas y de las entidades del Estado, para la prestación de servicios con calidad, oportunidad, humanización y enfoque diferencial.

Los principales avances registrados por este programa son: establecimiento de alianzas de trabajo con entidades responsables y corresponsables de la prevención y atención integral a las mujeres víctimas de la violencias sexual, entidades territoriales, incluyendo Agencias del Sistema de Naciones Unidas y otras de Cooperación Internacional presentes en esas entidades territoriales; 1.094 funcionarios/as de estas mismas entidades capacitados/as en prevención y detección de las diferentes formas de violencias contra las mujeres en situación de desplazamiento y 325 funcionarios/as de las instituciones de salud capacitados/as en salud sexual y reproductiva, en derechos sexuales y reproductivos, prevención de violencias y actualización normativa; acuerdos de trabajo conjunto con la Fiscalía General de la Nación, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y sector Salud, en el nivel nacional y territorial para el fortalecimiento interinstitucional y la atención integral de las mujeres víctimas de violencia sexual e intrafamiliar; se encuentra en proceso, la reproducción de materiales sobre difusión de derechos y deberes en salud, rutas de acceso a servicios de salud, ruta para la atención a víctimas de violencia sexual con énfasis en población en situación de desplazamiento y plegables de bolsillo con las rutas de atención de víctimas de violencia sexual para ser distribuidos previa capacitación a las mujeres en situación de desplazamiento, organizaciones de mujeres en situación de desplazamiento y organizaciones defensoras de derechos de las mujeres; específicamente para el personal de los servicios de salud se cuenta con Rotafolios para los médicos con información sobre atención integral a víctimas de violencia sexual – incluyen ruta interna de atención de las víctimas, rutas de salud y de atención a la violencia sexual; se encuentra en proceso la adquisición de 250 Kits para examen forense a víctimas de violencia sexual con instrumentos para su seguimiento y monitoreo; 52 organizaciones de mujeres en situación de desplazamiento han iniciado la capacitación y educación en derechos sexuales y reproductivos, diagnóstico sobre violencia sexual, violencias de género, rutas de atención; diseño, elaboración y en difusión estrategia radial, 6  CUÑAS, que serán emitidas con información en derecho a la salud a la población en situación de desplazamiento con énfasis en rutas en acceso a la salud, prevención y atención de las violencias intrafamiliar y sexual; en el marco de jornadas de capacitación sobre prevención de la violencia sexual, se ha contado con la participación de 2.232 mujeres en situación de desplazamiento, muchas de las cuales no están vinculadas a organizaciones de mujeres en situación de desplazamiento; implementación de 15 unidades móviles especializadas por parte del ICBF; y diseño de estrategia de formación y sensibilización a funcionarios/as en la conceptualización de la violencia basada en género (VBG) y el reconocimiento y abordaje adecuado de la violencia como producto del desplazamiento forzado por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

· Medidas adoptadas para establecer los responsables de tales conductas y brindar acompañamiento psicosocial a mujeres de grupos étnicos víctimas de violencia sexual 

Con el propósito de generar acciones efectivas a la salvaguarda de los derechos fundamentales de las mujeres víctimas de violencia sexual en el contexto de la violencia,  la Fiscalía General de la Nación ha diseñado y ejecutado un plan integral de acción específico para estos casos, que apunta a conjurar la problemática desde diferentes perspectivas. En ese orden de ideas, ha adoptado todas las medidas conducentes a lograr el esclarecimiento de los hechos, la individualización y sanción de los responsables y la garantía de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.  Así las cosas, su labor no solo se ha limitado a la investigación de los casos denunciados formalmente, sino que ha asumido proactivamente, de oficio, la averiguación de aquellos eventos en los que las violaciones a sus derechos fundamentales es manifiesta, más aún cuando se trata de sujetos de especial protección como es el caso de las mujeres indígenas y afrodescendientes. 

El “Programa Integral de Acción para casos de violencia sexual en el marco del conflicto armado” que a continuación se expone, se encuentra enfocado en 6 componentes principales, a saber: 

1. IMPLEMENTACIÓN DE MODELOS INTERDISCIPLINARIOS E INTERINSTITUCIONALES DE ATENCIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

La Fiscalía General de la Nación, en desarrollo de su actividad constitucional y legal, ha buscado garantizar el acceso a la justicia, propendiendo por la investigación efectiva de los delitos contra la libertad, integridad, formación sexual y la trata de personas del que son víctimas mujeres jóvenes y niñas, incluidas especialmente las afrodescendientes e indígenas. Del mismo modo, ha enfocado su actividad hacia el trato digno a las víctimas dentro de las actuaciones procesales, a través de la implementación de modelos de atención interdisciplinarios e interinstitucionales orientados a evitar su doble victimización.

Dado que los actos de violencia sexual requieren acciones desde diferentes frentes: preventivas, de protección y sanción, la Fiscalía General de la Nación buscó implementar un modelo de gestión interinstitucional e interdisciplinario, encaminado a la protección y asistencia de las victimas, en desarrollo de una de las metas incluidas en el plan de Direccionamiento estratégico 2005-2009 de la Institución, denominado Gestión Judicial Efectiva y Oportuna. 

En tal virtud y atendiendo al mandato del artículo 44 de la Constitución Nacional, en concordancia con el art. 10 de la Ley 1098 de 2006, referente al principio de la corresponsabilidad,  la Fiscalía General de la Nación, viene liderando  y coordinando un proceso en el que se invita e involucra a otras instituciones del Estado, entre las que se cuentan el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía, Secretarias de Salud y Educación etc., a efectos de prestar una atención integral a las víctimas de abuso sexual, contando con la participación activa y colaboración conjunta en la prevención, educación, asistencia, competencia legal y erradicación de la violencia sexual, de las entidades que tienen como misión el amparo y protección de los integrantes del núcleo familiar.
El objetivo de este modelo de atención e investigación especial es articular  las competencias que por mandato legal y constitucional cumplen los entes responsables, generando así una simplificación de trámites y gestiones, optimizando los recursos humanos, económicos, y evitando el maltrato institucional o la doble victimización,  especialmente de los niños, niñas, adolescentes y mujeres víctimas de estos delitos. 

Así las cosas, se busca que los Centros de Atención e Investigación Integral para Victimas de Violencia Sexual (CAIVAS), sean un  modelo que proporcione un servicio oportuno y eficiente a las personas involucradas en los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual y la trata de personas, en un marco de respeto por la dignidad humana, a través del trabajo interinstitucional, con Entidades Estatales cuya  misión exclusiva es la atención de los niños y niñas Colombianos, como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), la Policía Nacional,  el Instituto Nacional de Medicina Legal las Alcaldías Municipales y otras. El derrotero es ofrecer a las personas involucradas como víctimas o su grupo familiar, especialmente niños, niñas, adolescentes y mujeres, una adecuada y oportuna atención en las áreas psicológica, social, jurídica, medico-legal e investigativa, de manera que se promueva la recuperación y se generen mecanismos de prevención del delito.

Con tales cometidos, se han diseñado múltiples estrategias tendientes a mejorar las prácticas de atención en el servicio de justicia, tales como la implementada en  el Centro de Atención Integral CAIVAS, que cuenta especialmente con una sala de entrevistas, en la que se instalaron cámaras Gesell, a fin de impedir el contacto entre la víctima y el agresor, para evitar la doble victimización y el sufrimiento, principalmente frente a los niños y niñas víctimas de estos delitos,  con miras a garantizar el respeto de su interés superior y su dignidad. De esta manera, tanto los investigadores como los especialistas que atienden los casos desde el punto de vista legal, penal y administrativo, pueden ver y escuchar desde un salón al menor, mientras habla con un psicólogo forense en otro cuarto.

El sistema descrito, al tiempo que reduce el detrimento causado al menor por el abuso, sirve como evidencia para la investigación penal, ya que la cámara cuenta con un sistema de grabación de audio y video, que puede ser utilizado como material probatorio a la luz del nuevo sistema penal acusatorio. 

En ese orden de ideas, los testimonios grabados por la cámaras Gessell sirven de base para adelantar audiencias preliminares y otras diligencias dentro de la investigación penal que se adelante, especialmente cuando un menor (niño, niña o adolescente) va a ser entrevistado o actúa como testigo dentro de un proceso penal.

Es pertinente resaltar que las alianzas estratégicas con entidades como el ICBF, han permitido la consecución de recursos humanos, logísticos y técnicos para el desarrollo de una mejor dinámica de trabajo en los CAIVAS; el propósito es continuar aunando esfuerzos para luchar de manera sistemática contra esta forma de violencia, en la que los niños, niñas y adolescentes, por su condición de indefensión e inferioridad, representan el más alto nivel de vulnerabilidad frente a sus agresores, y trabajar denodadamente en la obtención de recursos que hagan posible la implementación de una política integral de estado para la asistencia y protección de las víctimas.

A la fecha estos modelos de gestión se encuentran en funcionamiento en las Seccionales de Fiscalías de: Bogotá, Cali, Bucaramanga, Medellín, Cartago, Palmira, Manizales, Neiva, Cartagena, Santa Marta, Sincelejo, Quibdo, Pasto, Popayán, Armenia, Cúcuta, Ibagué, Fusagasuga, Villavicencio, Tunja y Florencia. 

Con el objetivo de dar continuidad a estos vanguardistas modelos, se estima proseguir con su implementación, al paso que, periódicamente, se realiza una juiciosa labor de evaluación, valoración y seguimiento periódico de su gestión. 

2. METODOLOGÍAS INVESTIGATIVAS DIFERENCIALES PARA EL DESARROLLO DE LOS CASOS DE VIOLENCIA SEXUAL EN EL MARCO DEL CONFLICTO ARMADO – herramientas para incrementar la eficiencia en el trámite de las investigaciones - técnicas de entrevista – observancia del enfoque psicosocial.
Advertida la necesidad de sensibilizar y formar a los funcionarios con herramientas útiles al objetivo de sortear la complejidad propia de estos casos y principalmente conjurar su inexperiencia frente al tema,  se diseñaron estrategias investigativas, con observancia del enfoque psicosocial. Las principales de ellas  son:

a) Resolución 0266 del 9 de julio de 2008, por medio de la cual el Director Nacional de Fiscalías dispuso: 

· Elaborar un registro de víctimas de delitos de violencia sexual, como riesgo de género en el marco del conflicto armado, tomando como insumo inicial, los 183 casos denunciados ante la Corte Constitucional en el Auto 092 de 2008. 

· Analizar la viabilidad jurídica de reabrir las investigaciones frente a los casos archivados. 

· Estudiar la viabilidad de efectuar asignación especial de investigaciones a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

· Designar un Fiscal, preferiblemente mujer, para que asuma el conocimiento de las investigaciones.

· Generar espacios de interlocución con distintas organizaciones sociales de mujeres, a fin de entablar canales de comunicación y obtener mayor información que permitiera documentar los casos, para incrementar las posibilidades de éxito investigativo. 

b) Memorando 0117 del 10 de noviembre de 2008. De cara a la necesidad de generar pautas investigativas respecto de este tipo de conductas y dignificar a las víctimas, la Dirección Nacional de Fiscalías acogió la guía de investigación de delitos de violencia sexual en el contexto del “conflicto armado”, producto del esfuerzo común de la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y DIH, la Unidad Nacional de Derechos Humanos y DIH, la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz y algunas ONGs. En este importante documento orientador de la actividad de los operadores jurídicos, además de estrategias para el avance eficiente de las investigaciones, se incluyen técnicas de entrevista diferenciales con observancia de la perspectiva de abordaje psicosocial a las víctimas.

3. JORNADAS DE ESTUDIO PARA EL TEMA DE VIOLENCIA SEXUAL EN EL MARCO DEL CONFLICTO ARMADO 

· Consciente del valor fundamental que representa la capacitación continua de los Fiscales e Investigadores en este tipo de investigaciones, en coordinación con la Unidad Nacional de Derechos Humanos, en 2008 se dictaron Talleres sobre Estrategias para la Investigación de Delitos de Violencia Sexual en el contexto del “conflicto armado”, con asistencia de los Fiscales y Policía judicial asignados para estos casos. Estas importantes jornadas tuvieron lugar en Cartagena, Villavicencio, Pereira, Medellín,  Barranquilla, Santa Marta, Manizales y Antioquia. 

· Con el apoyo del Centro Internacional de Justicia, el 11 de diciembre de 2008, veintidós (22) servidores de la Fiscalía General de la Nación se beneficiaron de un Taller dictado por el Señor Carlos Martin Berinstain, encaminado específicamente a mejorar nuestras prácticas en punto del tratamiento humano, adecuado, digno e integral a las víctimas, con el objetivo de evitar que la búsqueda de la verdad se convierta en una revictimización a la mujer que ha sido violentada sexualmente . 

· Se determinó que durante el año 2009, la Escuela de Investigaciones Criminalísticas y Ciencias Forenses de la Fiscalía General de la Nación, incluirá en su plan de capacitación el tema de violencia sexual en el contexto del “conflicto armado”, dirigido a Fiscales, servidores de Policía Judicial y personal de la Oficina de Protección, con el fin de garantizar una interrelación con las víctimas digna, respetuosa y diferencial, respecto de su edad, etnia, raza, entre otros.

· Gracias al  apoyo de la Oficina del Alto Comisionado y en cumplimiento de los compromisos establecidos en el 2008,  se logró la concreción de un taller de impulso de casos de violencia sexual en el marco del conflicto armado, que tuvo lugar en junio de 2009, con asistencia de la Dra. Patricia V. Sellers,  Consultora Internacional experta en el tema de violencia sexual, así como una tele-conferencia dirigida a todos los Fiscales e investigadores respecto de metodologías investigativas para el avance eficiente de estos casos y el adecuado tratamiento a las víctimas.  

4. IMPLEMENTACIÓN DE COMITÉS TÉCNICOS DE IMPULSO DE PROCESOS – auto evaluación y análisis de resultados

Por iniciativa de la Dirección Nacional de Fiscalías se crearon los Comités técnico jurídicos de impulso de procesos, con el propósito que los Fiscales e Investigadores tengan la posibilidad de evaluar el progreso de las investigaciones e identificar los obstáculos y falencias que han incidido en su avance célere, de manera que sea posible aplicar, oportuna y ágilmente las soluciones requeridas para lograr su desarrollo fluido e inyectar dinamismo procesal a cada una de ellas. Estos espacios, que se han convertido ya en una auténtica práctica institucional, se llevan a cabo tanto en las Fiscalías Seccionales como en la Unidad Nacional de Derechos Humanos y en casos connotados se realiza un acompañamiento especial por parte de Asesores de la Dirección Nacional de Fiscalías
.  

La obligación de surtir adecuadamente los Comités y optimizar estos espacios ha sido reiterada por la Dirección Nacional de Fiscalías de acuerdo con avance de las investigaciones que reporta el control mensual de seguimiento. En lo que va del 2009, se han realizado Comités para los casos de violencia sexual en el marco de la violencia con una periodicidad mensual y con el ánimo de dar continuidad, contundencia a esta estrategia y lograr un mayor impulso y dinamismo en las investigaciones, se convino realizar, desde el Grupo de Derechos Humanos de la Dirección Nacional de Fiscalías, un trabajo de análisis de las actas de realización de los mismos, con el objetivo principal de identificar problemas y estrategias comunes, así como sentar precedentes investigativos que orienten a futuro a la acción de los Fiscales en el tema.  

5. CREACIÓN DE LAS UNIDADES DE FISCALÍA PARA ASUNTOS HUMANITARIOS – Recurso efectivo, por su especialidad, para la investigación y sanción de conductas lesivas de la dignidad de las mujeres indígenas y afro descendientes -

Por iniciativa de la Dirección Nacional de Fiscalías se crearon las Unidades de Fiscalía para Asuntos Humanitarios, incluyendo explícitamente dentro de su competencia los casos de violencia sexual en el marco del “conflicto armado”. Estas nuevas Unidades fueron creadas con el objetivo de proporcionar a las víctimas un recurso efectivo que les permita acceder a sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación en plazos razonables y con garantías plenas. 

A la fecha se encuentran en funcionamiento tres fases de este importante proyecto y se estima que para septiembre de 2009 habrá culminado su implementación en todo el territorio nacional. Cabe anotar, además, que los Fiscales especializados que las integran están  siendo entrenados y capacitados especialmente para el abordaje integral de las investigaciones a su cargo.

6. COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL – ESPACIOS DE INTERLOCUCIÓN CON LA SOCIEDAD CIVIL - colaboración armónica y trabajo mancomunado en la defensa de los derechos de las mujeres

Convencidos de que la salvaguarda de los derechos fundamentales de las mujeres requieren de acciones integrales, coordinadas y continuas, se han desplegado significativos esfuerzos en torno a la articulación interinstitucional frente al tema. Concretamente, la Dirección Nacional de Fiscalías se encuentra trabajando en el diseño e implementación del programa verdad justicia y reparación para las mujeres desplazadas víctimas de violencia sexual (A092) coordinado por el Ministerio del Interior y de Justicia. 

Del mismo modo, se está trabajando con la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, en punto del seguimiento de los compromisos adquiridos ante la CIDH en 2008, frente a los casos del auto 092. En el marco de esta Mesa de trabajo ya se generó un espacio de interlocución con organizaciones sociales el 23 de abril de 2009, en torno a las recomendaciones que hiciere la Alta comisionada de Naciones Unidas para los DDHH en 2008 y el Director Nacional de Fiscalías asistió a otro encuentro similar de rendición de cuentas el 2 de junio de 2009 en Cancillería. 

Finalmente, cabe resaltar que a través del Memorando 046 de 18 de junio de 2009, la Dirección Nacional de Fiscalías creó un mecanismo para la coordinación institucional en la defensa de los derechos de las mujeres en el que participan diversas instituciones  comprometidas con la equidad de género, con el objetivo único de generar acciones positivas y diferenciales que hagan posible el goce efectivo de sus prerrogativas constitucionales. 

· Medidas adoptadas por el Estado Colombiano  PARA permitir el acceso a la justicia en condiciones de igualdad de las mujeres víctimas y reconocer reparación por el daño causado

La Fiscalía General de la Nación, en desarrollo de su actividad constitucional y legal, ha buscado garantizar el acceso a la justicia, propendiendo por la investigación efectiva de los delitos contra la libertad, integridad, formación sexual y la trata de personas del que son víctimas mujeres jóvenes y niñas, incluidas especialmente las afrodescendientes e indígenas. Del mismo modo, ha enfocado su actividad hacia el trato digno a las víctimas dentro de las actuaciones procesales, a través de la implementación de modelos de atención interdisciplinarios e interinstitucionales orientados a evitar su doble victimización.

Dado que los actos de violencia sexual requieren acciones desde diferentes frentes: preventivas, de protección y sanción, la Fiscalía General de la Nación buscó implementar un modelo de gestión interinstitucional e interdisciplinario, encaminado a la protección y asistencia de las victimas, en desarrollo de una de las metas incluidas en el plan de Direccionamiento estratégico 2005-2009 de la Institución, denominado Gestión Judicial Efectiva y Oportuna. 

En tal virtud y atendiendo al mandato del artículo 44 de la Constitución Nacional, en concordancia con el art. 10 de la Ley 1098 de 2006, referente al principio de la corresponsabilidad,  la Fiscalía General de la Nación, viene liderando  y coordinando un proceso en el que se invita e involucra a otras instituciones del Estado, entre las que se cuentan el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía, Secretarias de Salud y Educación etc., a efectos de prestar una atención integral a las víctimas de abuso sexual, contando con la participación activa y colaboración conjunta en la prevención, educación, asistencia, competencia legal y erradicación de la violencia sexual, de las entidades que tienen como misión el amparo y protección de los integrantes del núcleo familiar.
El objetivo de este modelo de atención e investigación especial es articular  las competencias que por mandato legal y constitucional cumplen los entes responsables, generando así una simplificación de trámites y gestiones, optimizando los recursos humanos, económicos, y evitando el maltrato institucional o la doble victimización,  especialmente de los niños, niñas, adolescentes y mujeres víctimas de estos delitos. 

Así las cosas, se busca que los Centros de Atención e Investigación Integral para Victimas de Violencia Sexual (CAIVAS), sean un  modelo que proporcione un servicio oportuno y eficiente a las personas involucradas en los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual y la trata de personas, en un marco de respeto por la dignidad humana, a través del trabajo interinstitucional, con Entidades Estatales cuya  misión exclusiva es la atención de los niños y niñas Colombianos, como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Policía Nacional, el Instituto Nacional de Medicina Legal las Alcaldías Municipales y otras. El derrotero es ofrecer a las personas involucradas como victimas o su grupo familiar, especialmente niños, niñas, adolescentes y mujeres, una adecuada y oportuna atención en las áreas psicológica, social, jurídica, medico-legal e investigativa, de manera que se promueva la recuperación y se generen mecanismos de prevención del delito.

Con tales cometidos, se han diseñado múltiples estrategias tendientes a mejorar las prácticas de atención en el servicio de justicia, tales como la implementada en  el Centro de Atención Integral CAIVAS, que cuenta especialmente con una sala de entrevistas, en la que se instalaron cámaras Gesell, a fin de impedir el contacto entre la víctima y el agresor, para evitar la doble victimización y el sufrimiento, principalmente frente a los niños y niñas víctimas de estos delitos,  con miras a garantizar el respeto de su interés superior y su dignidad. De esta manera, tanto los investigadores como los especialistas que atienden los casos desde el punto de vista legal, penal y administrativo, pueden ver y escuchar desde un salón al menor, mientras habla con un psicólogo forense en otro cuarto.

El sistema descrito, al tiempo que reduce el detrimento causado al menor por el abuso, sirve como evidencia para la investigación penal, ya que la cámara cuenta con un sistema de grabación de audio y video, que puede ser utilizado como material probatorio a la luz del nuevo sistema penal acusatorio. En ese orden de ideas, los testimonios grabados por la cámaras Gessell sirven de base para adelantar audiencias preliminares y otras diligencias dentro de la investigación penal que se adelante, especialmente cuando un menor (niño, niña o adolescente) va a ser entrevistado o actúa como testigo dentro de un proceso penal.

Es pertinente resaltar que las alianzas estratégicas con entidades como el ICBF, han permitido la consecución de recursos humanos, logísticos y técnicos para el desarrollo de una mejor dinámica de trabajo en los CAIVAS; el propósito es continuar aunando esfuerzos para luchar de manera sistemática contra esta forma de violencia, en la que los niños, niñas y adolescentes, por su condición de indefensión e inferioridad, representan el más alto nivel de vulnerabilidad frente a sus agresores, y trabajar denodadamente en la obtención de recursos que hagan posible la implementación de una política integral de estado para la asistencia y protección de las víctimas.

A la fecha estos modelos de gestión se encuentran en funcionamiento en las Seccionales de Fiscalías de: Bogotá, Cali, Bucaramanga, Medellín, Cartago, Palmira, Manizales, Neiva, Cartagena, Santa Marta, Sincelejo, Quibdo, Pasto, Popayán, Armenia, Cúcuta, Ibagué, Fusagasuga, Villavicencio, Tunja y Florencia. 

Con el objetivo de dar continuidad a estos vanguardistas modelos, se estima proseguir con su implementación, al paso que, periódicamente, se realiza una juiciosa labor de evaluación, valoración y seguimiento periódico de su gestión. 

Finalmente, cabe resaltar que a través del Memorando 046 de 18 de junio de 2009, la Dirección Nacional de Fiscalías creó un mecanismo para la coordinación institucional en la defensa de los derechos de las mujeres en el que participan diversas instituciones  comprometidas con la equidad de género, con el objetivo único de generar acciones positivas y diferenciales que hagan posible el goce efectivo de sus prerrogativas constitucionales. 

PREGUNTA 11. CON REFERENCIA AL INFORME DEL ESTADO QUE SE REFIERE A SANCIONES DE ORDEN DISCIPLINARIO PARA FUNCIONARIOS PUBLICOS POR CONDUCTAS DISCRIMINATORIAS EN CONTRA DE LA POBLACION DESPLAZADA, SIRVASE INDICAR DATOS ACTUALIZADOS ACERCA DEL NUMERO DE DENUNCIAS, INVESTIGACIONES Y SANCIONES.   

La Procuraduría General de la Nación no cuenta con un consolidado a nivel Nacional. 

PREGUNTA 12. EN MATERIA DE PREVENCION Y PROTECCION DE VIOLACIONES EN EL CONTEXTO DEL CONFLICTO ARMADO, SIRVANSE INDICAR DATOS ACTUALIZADOS ACERCA DE LAS ZONAS CON POBLACIÓN DE MINORÍAS ÉTNICAS DONDE HACEN PRESENCIA LOS DEFENSORES COMUNITARIOS, MENCIONADOS EN EL Informe del Estado Parte, y los recursos estatales destinados para tal fin. Igualmente precisen las medidas presupuestales y administrativas para ampliar la presencia de la procuraduria general de la nación y la defensoría del pueblo espcialmente en regiones con alto índice de población indígena, afrocolombiana y desplazada.       

· DEFENSORIA DEL PUEBLO

a. Equipo de Atención Especializada Regional 

En el marco de la Atención Especializada en materia de atención a la población desplazada que realiza la Defensoría del Pueblo, se desarrolla la presencia permanente en zonas de alto riesgo y en situación de desplazamiento forzado, a través del Equipo de Defensores Comunitarios y Asesores  Regionales para la Atención al Desplazamiento Forzado,  quienes son representantes de la Defensoría del Pueblo, bajo la coordinación de los Defensores Regionales y por la Oficina Nacional de Coordinación al Desplazamiento Forzado. 

Para el caso específico de Población Indígena y Afrocolombiana, en la actualidad el acompañamiento se ejecuta en diferentes regiones del país a través de un Equipo de 59 profesionales distribuidos de acuerdo con el cuadro anexo al presente documento.

A través de la gestión de los defensores comunitarios  y asesores regionales se desarrollan en el terreno las siguientes funciones: 

· Hacer diagnósticos de las condiciones de vida de las comunidades y del impacto del conflicto sobre ellas.

· Sensibilizar y capacitar a las comunidades sobre sus derechos, así como  sobre los mecanismos para la realización de los mismos. 

· Recepcionar y tramitar las quejas de la población para hacer seguimiento y control de la gestión de las instituciones públicas, para el cumplimiento de sus responsabilidades y competencias. 

· Hacer visible ante la comunidad nacional e internacional las condiciones de riesgo y vulnerabilidad que presentan las comunidades en zonas de conflicto armado. 

· Asesorar a la población desplazada para el ejercicio de sus derechos, garantizando el acceso a las rutas de atención y a las acciones y recursos judiciales a los que haya lugar. 

· Realizar misiones de verificación a la situación de derechos humanos y DIH, así como para el acompañamiento a las comunidades en riesgo de desplazamiento forzado. 

· Impulso, seguimiento y control al cumplimiento de las obligaciones constitucionales y legales de las entidades del SNAIPD de los entes territoriales. 

Se debe clarificar que a pesar de los esfuerzos presupuestales que se han realizado con recursos propios de la entidad y por cooperación internacional no se puede asegurar la presencia permanente de los Defensores Comunitarios en todas las regiones del país en las que habitan los pueblos indígenas y las comunidades afrocolombianas, ni en zonas en las que se hayan proferido medidas de protección especiales, lo cual genera reclamos permanentes de las Comunidades hacia la entidad, situación que podría superarse si en el presupuesto ordinario de la entidad el Gobierno Nacional asigna las apropiaciones presupuestales respectivas.

b. Gestión presupuestal 

La Defensoría del Pueblo financia la operación del Programa de Atención Regionalizado y de la Coordinación de la Atención al Desplazamiento Forzado a través de diferentes fuentes de recursos de la siguiente manera: Presupuesto propio de la Entidad (Ficha BPIN) a través del cual se financia el pago de honorarios de los Asesores Regionales de Desplazamiento Forzado y por Cooperación Internacional (Convenios ASDI y ACNUR) se financia honorarios de los Defensores Comunitarios y Defensores de Fronteras y la operación en terreno que implica gastos de desplazamiento y financiación de eventos comunitarios.

Para la vigencia 2009, el presupuesto de ejecución del Programa Regionalizado por persona se resume de la siguiente manera:

	RUBRO
	MES
	AÑO
	TOTAL

	Honorarios
	3.600.000
	43.200.000
	2.548.800.000

	Operación terreno
	1.300.000
	15.000.000
	885.000.000

	Dotación y seguro
	
	450.000
	26.550.000

	Comunicaciones
	125.000 
	1.500.000
	88.500.000

	TOTAL
	
	60.150.000
	3.548.850.000


En resumen el Programa Regionalizado y la Coordinación Nacional de Atención al Desplazamiento Forzado se financian en gran parte con recursos de cooperación internacional de la siguiente manera:

· Convenio Agencia Sueca de Cooperación: Operación en terreno, dotación, comunicaciones y seguros de 20 defensores comunitarios, equivalente a un 49 % del costo anual. 

· Convenio ACNUR: Operación en terreno, dotación en terreno, comunicaciones y honorarios de 19 defensores comunitarios de frontera, equivalente al 27% del costo anual

· Recursos propios Defensoría: Veinte Defensores Comunitarios, equivalente al 24% del costo anual.

El convenio ACNUR y los recursos propios de la Entidad se determinan de manera anual y el de ASDI cada tres años; sin embargo, existe un acuerdo con ASDI para que a partir del año 2010 de manera progresiva la Defensoría del Pueblo incorpore en su presupuesto el pago de honorarios de los Defensores Comunitario de la siguiente manera: 2010 tres Defensores Comunitarios, en el 2011 seis defensores, en el 2012 nueve defensores comunitarios, por lo cual se requiere que el Gobierno Nacional asegure los recursos que requiere la Defensoría del Pueblo para dar cumplimiento a los compromisos adquiridos con la Cooperación Internacional con el fin de suplir las necesidades de acompañamiento y atención comunitaria en zonas de alto riesgo de Pueblos Indígenas y Comunidades Afrocolombianas.

(Ver Anexo Consolidado Nacional Defensores Comunitarios)  
· PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACION
Mediante el Decreto Ley 262 de 2000, a través del cual se reestructuró la Procuraduría General de la Nación, se creó la Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos, dependencia que ejerce las funciones relacionadas con la protección de los derechos reconocidos a los integrantes de los grupos étnicos asentados en el territorio nacional.
 

En desarrollo de la norma antes mencionada, el Procurador General de la Nación mediante la Circular  051 del 28 de septiembre de 2005, impartió instrucciones a los Procuradores Regionales y Provinciales, sobre el cumplimiento de las funciones que en el ámbito del control preventivo les han sido asignadas, en relación con la atención de las quejas por vulneraciones de los derechos de los integrantes de los grupos étnicos
 

Finalmente y con el fin de fortalecer el control preventivo, mediante Resolución No. 372   del 20 de diciembre de 2007, el Procurador General de la Nación adoptó la Política Preventiva de la Procuraduría General de la Nación en Materia de Derechos de los Grupo Étnicos, que constituye el instrumento que orienta el ejercido de las funciones que sobre la materia deben ejercer los servidores de la institución.
PREGUNTA 13. Sírvase indicar cuantas personas o grupos colectivos que pertenecen a minorías étnicas benefician actualmente de medidas cautelares o provisionales del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y relate brevemente qué medidas de prevención y protección se ha tomado a su favor y si ha habido ataques contra la seguridad personal de dichas personas. 

· minorías étnicas beneficiarios de medidas cautelares y provisionales 

Sobre el particular, es de indicar que actualmente la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha solicitado al Estado colombiano la adopción de medidas cautelares a favor de cinco (5) comunidades indígenas, cincuenta (50) líderes indígenas, dos (2) comunidades afrocolombianas y veintinueve (29) líderes afrocolombianos. Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha ordenado medidas provisionales a favor de una (1) comunidad indígena y una (1) comunidad afrocolombiana. A continuación se relacionan: 

Medidas Cautelares a favor de líderes indígenas y comunidades indígenas:

a. Medidas Cautelares a favor de la Comunidad Indígena Embera Katio del Alto Sinú, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 4 de junio de 2001.

b. Medidas Cautelares a favor de los Resguardos y Asentamientos Embera Chami de Caldas y Risaralda, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 15 de marzo de 2002.

c. Medidas Cautelares a favor de las Comunidades del Pueblo Indígena Pijao, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 2 de diciembre de 2003. 

d. Medidas Cautelares a favor de 9 liderezas del Pueblo Indígena Wayúu, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 23 de septiembre de 2004. 

e. Medidas Cautelares a favor de Asociación de Campesinos e Indígenas Desplazados del Naya -ASOCAIDENA-, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 14 de octubre de 2004. 

f. Medidas Cautelares a favor del Pueblo Indígena Wiwa de la Sierra Nevada de Santa Marta, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 4 de febrero de 2005. 

g. Medidas Cautelares a favor de 9 líderes de la Asociación de Cabildos Indígenas del Norte del Cauca - ACIN –, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 31 de octubre de 2005.

h. Medidas Cautelares a favor de 32 dirigentes del Consejo Regional Indígena del Cauca CRIC y sus Asesores, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 16 de enero de 2009.
Medidas Cautelares a favor de líderes afrocolombianos y comunidades afrocolombianas :

a. Medidas Cautelares a favor de la Comunidad del Cacarica, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 17 de diciembre de 1997. 

b. Medidas Cautelares a favor de las Comunidades afrocolombianas en la cuenca del río Naya, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 2 de enero de 2002. 

c. Medidas Cautelares a favor de 7 miembros del Proceso de Comunidades Negras, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 7 de marzo de 2003.

d. Medidas Cautelares a favor de 13 líderes del Consejo para el Desarrollo Integral de Comunidades Negras de la Cordillera Occidental de Nariño -COPDICONC-, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 24 de julio de 2007. 

e. Medidas Cautelares a favor de 9 miembros del Comité Central de Desplazados y voceros de las  Comunidades desplazadas de Quibdó, solicitadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 22 de mayo de 2000. 
Medidas Provisionales a favor de comunidades indígenas 

a. Medidas Provisionales a favor del Pueblo Indígena Kankuamo ordenadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos e 5 de julio de 2004. 

Medidas Provisionales a favor de comunidades afrocolombianas 

a. Medidas Provisionales a favor de las Comunidades del Jiguamiandó y familias del Curvaradó ordenadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 6 de marzo de 2003. 

· medidas de protección y prevención implementadas a favor de líderes y comunidades beneficiarias de medidas cautelares y provisionales 

Al respecto, es de indicar que a través del Programa de Protección que lidera la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia, el cual tiene como objeto apoyar al Gobierno Nacional en la salvaguarda de la vida, integridad, libertad y seguridad de la población objeto del Programa, se han implementado a favor de los diferentes beneficiarios de medidas cautelares y provisionales medidas materiales de protección. 

Asimismo, algunas comunidades indígenas beneficiarias de medidas cautelares y provisionales se encuentran incluidas en el marco del Proyecto de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Comunidades en Riesgo, el cual es liderado por el Ministerio del Interior y de Justicia, así como por el Programa Presidencial de Derechos, y del que hacen parte la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación.  Es pertinente resaltar que este Proyecto busca llevar el Estado de Derecho a todo el territorio nacional para garantizar el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución Política y así mismo, ejecutar la política del Plan Nacional de Desarrollo en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. En este sentido, el Estado considera que el fortalecimiento de las instituciones públicas y de las comunidades focalizadas en esta materia es la mejor salvaguarda para el pleno ejercicio de las libertades y garantías.

Medidas cautelares y provisionales solicitadas a favor de comunidades y líderes indígenas

a. Medidas Cautelares a favor de la Comunidad Indígena Embera Katio del Alto Sinú

Protección a varios líderes Embera Katio mediante la implementación de apoyos de reubicación temporal y tiquetes aéreos nacionales, con el objeto de atender una situación de emergencia colectiva. 

b. Medidas Cautelares a favor de los Resguardos y Asentamientos Embera Chami de Caldas y Risaralda


Protección a 40 líderes Embera Chamí y miembros del CRIDEC mediante la implementación de esquemas colectivos con vehículos corrientes y blindados, medios de comunicación celular, apoyos especiales de transporte de carácter colectivo, chalecos antibalas, apoyos de reubicación temporal y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.


Adicionalmente, como medida para el fortalecimiento de los mecanismos de prevención y protección de las comunidades Embera Chami, se implementó el Proyecto de Atención a las Comunidades en Riesgo, en donde se focalizaron los Resguardos San Lorenzo, Cañamomo  Lomaprieta y Nuestra Señora Candelaria de la Montaña, y a la Comunidad Escopetera – Pirza, todos beneficiaria de medidas cautelares. 

c. Medidas Cautelares a favor de las Comunidades del Pueblo Indígena Pijao

Protección a varios líderes Pijaos mediante la implementación de esquema con vehículo corriente, medios de comunicación celular, medios de comunicación avantel, apoyos especiales de transporte terrestre, apoyos de reubicación temporal y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.

d. Medidas Cautelares a favor de 9 liderezas del Pueblo Indígena Wayúu

Protección a varias liderezas Wayuu mediante la implementación de esquemas de protección, medios de comunicación celular, apoyos especiales de transporte terrestre, apoyos de reubicación temporal, apoyos de trasteo y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.

e. Medidas Cautelares a favor de Asociación de Campesinos e Indígenas Desplazados del Naya –ASOCAIDENA
Protección a varios líderes de la Asociación mediante la implementación de medios de comunicación celular, apoyos especiales de transporte de carácter colectivo y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.

f.      Medidas Cautelares a favor del Pueblo Indígena Wiwa de la Sierra Nevada de Santa Marta


Protección a varios líderes Wiwa mediante la implementación de apoyos de transporte diferenciales atendiendo a un enfoque étnico, apoyos especiales de transporte terrestre, medios de comunicación celular, apoyos de reubicación temporal y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.


Adicionalmente, como medida para el fortalecimiento de los mecanismos de prevención y protección del Pueblo Indígena Wiwa, se implementó en la Sierra Nevada de Santa Marta el Proyecto de Atención a las Comunidades en Riesgo

g. Medidas Cautelares a favor de 9 líderes de la Asociación de Cabildos Indígenas del Norte del Cauca - ACIN -

Protección a 9 líderes de la Asociación mediante la implementación de medios de comunicación celular, apoyos especiales de transporte de carácter colectivo y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia. 

h. Medidas Cautelares a favor de 32 dirigentes a favor de los dirigentes del Consejo Regional Indígena del Cauca CRIC y sus Asesores
Protección a 32 líderes miembros del CRIC mediante la implementación de esquemas con vehículos corrientes y blindados, medios de comunicación celular, apoyos especiales de transporte, chalecos antibalas y tiquetes aéreos nacionales para situaciones de emergencia.

i.     Medidas Provisionales a favor del Pueblo Indígena Kankuamo
Protección a varios líderes Kankuamos mediante la implementación de esquemas con vehículos corrientes y blindados, medios de comunicación celular, medios de comunicación avantel, medios de comunicación satelital, apoyos especiales de transporte terrestre, chalecos antibalas, apoyos de reubicación temporal, apoyos de trasteo y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.


Adicionalmente, como medida para el fortalecimiento de los mecanismos de prevención y protección del Pueblo Indígena Kankuamo, se implementó en la Sierra Nevada de Santa Marta el Proyecto de Atención a las Comunidades en Riesgo.
Medidas cautelares y provisionales solicitadas a favor de comunidades y líderes Afrocolombianos 

a. Medidas Cautelares a favor de la Comunidad del Cacarica 


Protección a varios líderes de la Comunidad mediante la implementación de esquemas colectivos de protección marítimo y fluvial, medios de comunicación celular, medios de comunicación satelital y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.

b. Medidas Cautelares a favor de las Comunidades afrocolombianas en la cuenca del río Naya


Protección a varios líderes del Consejo mediante la implementación de esquema colectivo de protección fluvial y marítimo, medios de comunicación celular y medios de comunicación satelital.

c. Medidas Cautelares a favor de 7 miembros del Proceso de Comunidades Negras


Protección a varios líderes de la organización mediante la implementación de esquema colectivo con vehículo corriente, apoyos especiales de transporte terrestre, blindaje de la sede, medios de comunicación celular, medios de comunicación avantel, medio de comunicación satelital, apoyos de reubicación temporal, apoyos de trasteo y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.

d. Medidas Cautelares a favor de 13 líderes del Consejo para el Desarrollo Integral de Comunidades Negras de la Cordillera Occidental de Nariño -COPDICONC- 


Protección a varios líderes del Consejo mediante la implementación de apoyos de transporte terrestre individuales y colectivos, medios de comunicación celular, medios de comunicación avantel, apoyos de reubicación temporal y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.

e. Medidas Cautelares a favor de 9 miembros del Comité Central de Desplazados y voceros de las  Comunidades desplazadas de Quibdó 

Protección a varios líderes de la Asociación mediante la implementación de apoyos de transporte terrestre y medios de comunicación celular. 

f. Medidas Provisionales a favor de las Comunidades del Jiguamiandó y familias del Curvaradó


Protección a varios líderes del Consejo mediante la implementación de apoyos de transporte diferenciales atendiendo a un enfoque étnico, medios de comunicación celular, medios de comunicación satelital, apoyos especiales de transporte terrestre, apoyos de reubicación temporal y tiquetes aéreos nacionales para atender situaciones de emergencia.
·  ataques contra la seguridad personal de beneficiarios de medidas cautelares y provisionales 
Sobre el particular, el Estado se permite indicar que durante el año 2009 un beneficiario de medidas cautelares y provisionales fue víctima de ataques contra su vida e integridad personal:
Asesinado el 6 de julio de 2009 en el municipio de Tierra Alta, departamento de Córdoba, el  Indígena Embera Katio Héctor Betancourth Domicó, Gobernador Indígena de Changarra. En atención a los lamentables hechos la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario del Ministerio de Relaciones Exteriores convocó para el 8 de julio de 2009 con carácter de urgencia a una reunión de seguimiento a las medidas cautelares a favor de la comunidad Embera Katio del Alto Sinú, que contó con la participación de beneficiarios, peticionarios y delegados de diferentes autoridades estatales, quienes presentaron las actividades adelantadas por las autoridades competentes ante la ocurrencia del hecho. 

PREGUNTAS 14. Refiriéndose al Sistema de Alertas Tempranas (SAT), sírvanse indicar el número de informes de riesgo emitidos con relación a poblaciones indígenas y afrocolombianas, cuántos de ellos se convirtieron en alertas y en cuantas de estas situaciones hubo violaciones de los derechos humanos en el contexto del conflicto armado

	Año
	Numero de Informes de Riesgo elaborados por la Defensoría del Pueblo
	Alertas Emitidas
	Presencia de  Indígenas
	Presencia de  Afrodescendientes

	2003
	83
	40
	7
	3

	2004
	90
	19
	9
	7

	2005
	65
	20
	11
	6

	2006
	51
	14
	9
	6

	2007
	38
	19
	9
	7

	2008
	32
	14
	7
	5


Fuente: Ministerio del Interior y de Justicia 

(Ver Anexo Alertas Tempranas)
PREGUNTA 15. SIRVASE INDICAR EL NUMERO DE PERSONAS DE MINORÍAS ÉTNICAS QUE HAN MUERTO EN EL CONTEXTO DEL CONFLICTO ARMADO. EN PARTICULAR INDICAR EL NUMERO DE HOMICIDIOS DE LÍDERES INDÍGENAS Y AFROCOLOMBIANOS DESDE LA ÚLTIMA REVISIÓN PERÍODICA DEL COMITÈ   

	Homicidio de indígenas 
1998 - junio 15 2009

	Indígenas
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	TOTAL

	Total
	68
	75
	140
	183
	197
	171
	79
	56
	46
	40
	71
	56
	1.182

	Fuente: Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH - Vicepresidencia de la República

	Procesado por: Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH - Vicepresidencia de la República


Nota 

Frente a la población afrocolombiana no se maneja este indicador. 

De acuerdo con la Fiscalía General de la Nación, verificados los sistemas de información misional SIJUF y SPOA, se pudo extraer la siguiente información estadística en relación con el número de investigaciones registradas por el delito de homicidio en las que obran como víctimas miembros de comunidades indígenas. Se precisa, no obstante, que las cifras en relación con las investigaciones a cargo de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y DIH no se encuentran incluidas en este reporte. 
LEY 600

	Inv. Preliminar
	                  94

	Instrucción
	                  15

	Total casos
	                 109


LEY 906

	Indagación
	                  123

	Investigación
	                     1

	Total casos
	                  124


*Las anteriores cifras fueron extraídas del sistema de información bajo la categoría de homicidio de manera genérica; por tal razón no se puede afirmar que todos los casos correspondan a muertes en el contexto del conflicto armado. 

PREGUNTA 16. CON REFERENCIA AL INFORME DEL ESTADO SIRVASE INDICAR LAS MEDIDAS QUE SE HAN TOMADO PARA IMPLEMENTAR EN LA PRACTICA LA DIRECTIVA PERMANENTE DE LAS FUERZAS MILITARES NO. 800-07 DE 2003. EN PARTICULAR SIRVANSE INDICAR LAS MEDIDAS QUE SE HAN ADOPTADO PARA QUE LOS MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA Y OTRS FUNCIONARIOS SE ABSTENGAN DE HACER DECLARACIONES INFUNDADAS QUE PUEDAN EXPONER LA INTEGRIDAD D ELOS MIEMBROS DE ESTAS COMUNIDADES. 

El Comando General de las Fuerzas Militares en concordancia con las directrices emitidas por el Gobierno Nacional en el marco de la Política de Seguridad Democrática ha emitido instrucciones puntuales para fortalecer la política de promoción y protección de los Derechos Humanos de las comunidades indígenas, y demás minorías étnicas para que  durante la planeación y ejecución de las operaciones militares realizadas con el fin de proteger a los integrantes de las mencionadas comunidades del actuar delictivo de los grupos armados ilegales, se observen los derechos constitucionales y legales, al igual que el marco normativo especial que pretende garantizar su supervivencia como colectividades.

En consecuencia con el fin de seguir impulsando el respeto y garantía de los derechos individuales y colectivos de las comunidades indígenas, y demás minorías étnicas, especialmente los derechos de autonomía, cultura y territorio a partir del 4 de mayo de 2007, el Comando General de las Fuerzas Militares creó la Oficina de Asuntos Indígenas, cuyos objetivos principales son los siguientes: 

· Generar la confianza de las comunidades indígenas hacia las Fuerzas Militares, buscando mecanismos de acercamiento y participando con las autoridades civiles en la realización de actividades que las beneficien, restándole espacio de maniobra a las organizaciones terroristas, con el propósito de garantizar el éxito de las operaciones militares y la permanencia de nuestras unidades en los territorios indígenas.

· Desarrollar investigaciones acerca de las comunidades indígenas de cada jurisdicción, identificando las principales problemáticas y planteando a su vez las posibles soluciones.

· Recopilar información y documentación de importancia en el tema, así como diseñar material que permita comprender más fácilmente la temática (directorio asuntos indígenas), teniendo en cuenta la legislación especial que rige a las Comunidades.

· Dictar academias dirigidas al personal de oficiales, suboficiales y soldados sobre el tema de las comunidades indígenas y en particular para que el personal de la institución se abstenga de efectuar declaraciones infundadas que puedan exponer la integridad de los miembros de las comunidades indígenas.

· Conformación de mesas de trabajo conjuntas entre las Unidades Militares de cada región y los líderes de las principales organizaciones a nivel nacional.

· Mantener y fortalecer la preparación de las tropas para actuar legítimamente, reiterando la prohibición de utilizar nombres de indígenas para designar Unidades e Instalaciones  Militares, material o equipo, operaciones o actividades propias de la institución.

a. Actividades Desarrolladas

Difusión:

Con el fin de difundir ampliamente la política de protección a las comunidades indígenas, su legislación, su jurisdicción especial y las estrategias de acercamiento y cooperación en el año 2007 se realizaron 6 seminarios dirigidos a Jefes de Acción Integral de las tres fuerzas tomando como base las divisiones del Ejército Nacional, y en el año 2008 se efectuaron 22 seminarios enfocados a alumnos de las escuelas de formación y capacitación del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, así como a las Jefaturas que integran el Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Militares.

Enlaces de asuntos indígenas:

Fortalecimiento de la figura de enlaces de asuntos indígenas, los cuales atienden directamente a las comunidades con el fin de generar confianza mutua.  Actualmente las Fuerzas Militares cuentan con 41 Oficiales y Suboficiales que se desempeñan como enlaces entre comunidades indígenas en las Unidades Operativas Menores y Mayores, o su equivalente en la Armada Nacional.

Mesas de diálogo:

Establecimiento de mesas de diálogo entre la comunidad Paez del suroccidente colombiano y las Unidades Militares con jurisdicción en esa zona, logrando canales de comunicación directo con el fin de prevenir futuras problemáticas y solucionar las existentes.  Modelo de diálogo se hará extensivo a otras regiones del país.

Contextualización:

Identificación comunidades indígenas del País, distribución, ubicación de acuerdo a mapas operacionales para individualizar las comunidades que se encuentran en mayor riesgo frente a las presiones de los grupos armados ilegales.

Capacitación:

Durante los años 2007 y 2008 la Armada Nacional a través de sus Fuerzas Navales, Brigadas de Infantería de Marina y las Unidades de San Andrés y Providencia capacitó a 1.239 personas en temas relacionados con la protección de comunidades indígenas.

Por su parte el Ejército Nacional, continuamente realiza actividades de capacitación a través de academias, charlas y conferencias sobre la Directiva No. 016 de 2006, además de emitir permanentemente instrucciones sobre la defensa, protección y garantía de los derechos de las comunidades indígenas.

De otra parte, el Ejército Nacional ha realizado jornadas de atención humanitaria a favor de los pueblos indígenas, como por ejemplo los Oritunas en el Municipio de Sabanas de San Ángel, Magdalena; los Pastos en Boyacá, las comunidades de Hunazo y La Victoria  en Puerto Boyacá y Puerto Gaitán, Meta.

PREGUNTA 17. Sírvase indicar los avances en la adjudicación de territorios para propiedad colectiva de las comunidades afro colombianas en virtud de lo dispuesto en la ley 70 de 1993 que se menciona en el párrafo 75,  por favor mencionar cual es el termino para llevar a cabo la adjudicación y los mecanismos de participación y consulta con las comunidades. Indique si otras medidas de carácter general sobre tierras protegen los derechos de las comunidades  afro colombianas como consecuencia de las adjudicaciones. Cuales medidas ha adoptado para proteger el ejercicio de derecho de propiedad sobre territorios adjudicados a comunidades indígenas y afro colombianas y en especial cuales medidas se han adoptado para declarar inválidos los títulos emitidos que corresponden a partes de tierras colectivas vendidas por particulares.

Como medida para la protección de los bienes patrimoniales de minorías étnicas se ha diseñado la Ruta de Protección de los Derechos Territoriales Étnicos, en adelante Ruta Étnica, el cual constituye un mecanismo especial de protección que contribuye a la salvaguarda de los derechos territoriales de los pueblos indígenas y las comunidades negras, vulnerados a causa de la violencia y/o de los impactos negativos por la construcción y/u operación de mega proyectos económicos de monocultivos, explotación minera, turística o portuaria.

En consecuencia, la Ruta Étnica busca orientar el proceso de protección y salvaguarda de los derechos territoriales de los grupos étnicos mediante la identificación, la caracterización, el registro de la situación en los sistemas de información institucional y la puesta en marcha de los procedimientos de protección para su salvaguarda a partir de los mecanismos e instrumentos vigentes.

La Corte Constitucional, en demanda de cumplimiento a la Sentencia T- 025 de 2004, estableció en los Autos de Seguimiento 004 y 005 de 2009 medidas de protección a pueblos indígenas y comunidades negras, focalizando territorios y comunidades específicas, las cuales deberán ser sujetos prioritarios de los Planes de Salvaguarda Étnica y de Prevención y Atención que el Gobierno Nacional está obligado a formular y desarrollar.

Particularmente, en la orden quinta del Auto 005 se ordena “la aplicación masiva de la Ruta de Protección de los Derechos Territoriales Étnicos, de manera obligatoria en situaciones de desplazamiento masivo, cuando la Defensoría del Pueblo haya emitido un informe de riesgo que involucre a las comunidades afrocolombianas, así como en zonas de desarrollo de megaproyectos económicos de monocultivos, explotación minera, turística o portuaria que involucre territorios ancestrales. Igualmente, esta ruta de protección deberá ser aplicada cuando los informes y análisis de las autoridades sobre la evolución de la situación de orden público señalen un riesgo particular para las comunidades afrocolombianas en determinadas regiones. Para ello podrán apoyarse en la información del Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH de la Vicepresidencia de la República”.

El proceso administrativo se efectúa en cuatro momentos dentro de los cuales se desarrollan los procedimientos para hacer efectiva la protección de acuerdo con las necesidades derivadas de la situación de los derechos territoriales afectados y las competencias institucionales. Ellos han sido clasificados como: 

a. Presentación, recepción e inscripción de la solicitud en el Registro Único de Predios y Territorios Abandonados –RUPTA-. 

b. Estudio de la Solicitud e Inscripción en Folio.

c. Activación de mecanismos para la protección de derechos territoriales y el patrimonio de las comunidades étnicas.

d. Proceso permanente de evaluación y seguimiento  de avances sobre efectos de mecanismos de protección.  

La solicitud de protección de los territorios étnicos puede ser el resultado de acciones comunitarias, promovidas y apoyadas por la institucionalidad responsable de garantizar la realización de estos derechos o de iniciativas de las autoridades étnicas y sus organizaciones en el marco de sus propios procesos.

Por sus competencias, el Ministerio Publico y las Direcciones Étnicas del Ministerio del Interior y de Justicia son los encargados, -en los niveles nacional, regional y local- de diseñar y poner en marcha estrategias de divulgación y capacitación dirigidas tanto a las comunidades y sus autoridades, como a los funcionarios públicos con competencias en torno a los derechos territoriales colectivos étnicos.

A partir de la presentación de la solicitud -que puede ser realizada por las autoridades tradicionales, cabildos indígenas, juntas de consejos comunitarios o de algún integrante de la comunidad afectada- se surte un conjunto de procedimientos específicos, que involucran las actuaciones tanto de las entidades con competencia en los temas de protección, formalización y restitución de los derechos territoriales étnicos, como de las autoridades y sus comunidades.

Para precisar las áreas y los tipos afectación, se requiere allegar información complementaria como los mapas, registros de las resoluciones de titulación, informes sobre afectaciones relacionadas con el patrimonio cultural y natural de los territorios, los planes de vida, de etnodesarrollo, uso y manejo de los territorios, entre otros; que serán suministradas por el IGAC, las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, Superintendencia de Notariado y Registro, el Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales, Ministerio de Cultura y las Administraciones Municipales, las autoridades tradicionales de cabildos y Consejos Comunitarios.

Se cuenta con el “Formulario para la presentación de las solicitudes de protección de los derechos territoriales de grupos étnicos afectados a causa del desplazamiento masivo, riesgos por orden público y presencia de megaproyectos” e ingreso al Registro Único de Predios y Territorios abandonados –RUPTA–. Este instrumento incluye un conjunto de variables para la caracterización de las limitaciones y privaciones al ejercicio del derecho al territorio y la identificación espacial de los lugares más afectados dentro del mismo. 

De igual forma, las entidades del Ministerio Público podrán tomar la declaración del solicitante, o presentarla de oficio, incluyendo mínimo, la siguiente información:

· Pertenencia Étnica 

· Identificación del Solicitante
· Localización e identificación general de los derechos territoriales 

· Descripción del territorio y su estado de formalización jurídica
· Construcciones y usos del territorio 

· Caracterización de los derechos territoriales de comunidades indígenas y negras afectadas (tipos de afectaciones).

Una vez diligenciado el formulario único de la solicitud de protección realizada de oficio, se envía al Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural –INCODER-, para que se incluya la información contenida en las solicitudes de protección en el RUPTA. En este Sistema se debe registrar las anotaciones de protección hechas por las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos –ORIP- realizadas en diferentes momentos, en los folios de matrícula de los territorios titulados, así como las anotaciones relacionadas con los procedimientos iniciados y culminados para la constitución, ampliación, saneamiento, deslinde, aclaración y reestructuración de resguardos indígenas, y titulación colectiva de tierras de comunidades negras, todas ordenadas por la Procuraduría General de la Nación al INCODER.

El principal alcance de este primer paso es el ingreso de la Solicitud de Protección al Registro Único de Predios y Territorios Abandonados –RUPTA-, por parte del INCODER. Con dicho registro se pretende fortalecer y cualificar los sistemas de información institucional en relación con la violencia y otras afectaciones a los derechos territoriales colectivos de los grupos étnicos

El Ministerio Público o el INCODER regional, al día siguiente de su recepción, debe enviar las solicitudes de protección y los anexos correspondientes que se presenten en sus dependencias a la Procuraduría General de la Nación, concretamente a la Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos, y al INCODER de nivel nacional La Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos internamente envía las solicitudes a la Procuraduría Delegada Judicial, Ambiental y Agraria. El INCODER de nivel nacional, con base en la información de la solicitud y la suya propia, la ingresa al Registro Único de Predios y Territorios Abandonados –RUPTA. 

Se procede a analizar la información que permita confirmar si la solicitud de protección es sobre derechos territoriales colectivos, o si por el contrario debe ser redireccionada en el RUPTA como una solicitud de protección de derechos individuales. Hecha esta determinación, el INCODER deberá notificar la medida y solicitar a la(s) Oficina(s) de Registro de Instrumentos Públicos respectiva(s) la anotación de la misma en el folio de matrícula en el caso de territorios titulados. En el caso de territorios no titulados de comunidades asentadas en baldíos, se le solicitará a la(s) ORIP la apertura de folio a nombre de la Nación.

Como resultado de este paso se complementará la información contenida en la solicitud de protección tanto sobre el estado de reconocimiento y legalización, como sobre las situaciones de desplazamiento, confinamiento, usurpación, presencia de megaproyectos, a través de un trabajo mancomunado entre la institucionalidad (INCODER, PGN y MIJ-DET) y las autoridades étnicas afectadas. Es importante señalar que en este paso es imprescindible comunicar a las autoridades étnicas sobre la existencia de la solicitud para su garantizar su participación en el procedimiento de protección.

Concretamente, el INCODER complementará su información sobre la situación de reconocimiento legal o trámite del territorio étnico solicitando la información cartográfica respectiva al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, para la determinación del territorio a proteger (puede apoyarse en otras entidades como la UAESPNN y las CAR) De manera paralela, deberá solicitar información a la Dirección Étnica correspondiente del Ministerio del Interior y de Justicia sobre la vigencia de las autoridades del territorio étnico identificado y de la pertenencia a estos territorios de los peticionarios. 

Tras analizar toda la información, el INCODER certifica la aceptación de la solicitud de protección para su actualización en el RUPTA y evalúa las necesidades de titulación y seguridad jurídica (territorios titulados y no titulados. Ver Tabla No. 1) que se requiera atender de forma preferente, como efecto de la medida de protección de acuerdo con las órdenes emitidas por la Corte Constitucional en desarrollo de la Sentencia T – 025 de 2004. Por lo demás, notificará la medida y solicitará a la(s) Oficina(s) de Registro de Instrumentos Públicos respectiva(s) - ORIP la anotación de la misma en el folio de matrícula, en el caso de territorios titulados y solicitará la apertura de folio a nombre de la Nación, en el caso de territorios no titulados de comunidades asentadas en baldíos.

Del análisis de la información también puede concluirse que no se trata de una solicitud sobre derechos territoriales colectivos étnicos y, por lo tanto, ésta debe ser redireccionada en el RUPTA como una solicitud de protección de derechos individuales. El INCODER mediante acto administrativo remitirá la solicitud a la ORIP correspondiente y notificará de lo actuado al solicitante para que interponga los recursos que considere pertinentes.

Ante las situaciones descritas, el solicitante puede interponer los recursos de reposición o, en subsidio, el de apelación. El caso será analizado de manera conjunta por el INCODER y la PGN, y se tomará una decisión sobre los recursos interpuestos.

Por último, el INCODER notificará todas sus actuaciones a la Procuraduría General de la Nación, Delegada Preventiva en Materia de DDHH y Asuntos Étnicos.

En síntesis, este paso consiste en revisar y complementar la información consignada en la solicitud para la identificación precisa, jurídica, cultural y física de los derechos territoriales étnicos a proteger, así como para especificar los hechos o situaciones de vulneración ocurridas en los territorios. Todo ello, con el propósito de organizar la información necesaria para determinar las actuaciones institucional y comunitaria en los pasos siguientes, y hacer la actualización en el RUPTA.

La Ruta Étnica se constituye en imperativo para la aplicación preferente de los procedimientos administrativos de constitución, saneamiento, ampliación, deslinde o clarificación de linderos de tierras colectivas de las comunidades étnicas garantizando la culminación efectiva de los procedimientos de reconocimiento y acceso del derecho al territorio. 

En los procesos administrativos de acceso y seguridad jurídica, el INCODER notificará a la ORIP – Oficina de Registro de Instrumentos Públicos- correspondiente sobre la notificación del inicio y culminación de los trámites adelantados para su registro en el RUPTA. Dicha acción no sólo será usada como medio de verificación y seguimiento sobre el tratamiento preferente de los procedimientos pendientes, sino también como un mecanismo publicitario, dirigido a la sociedad en general, que permita conocer ampliamente las necesidades de seguridad jurídica que requieren y logran obtener los territorios cubiertos con la aplicación de esta Ruta de Protección.

De igual manera, la PGN requerirá la actuación del Ministerio de Cultura para la protección y salvaguarda del patrimonio cultural material e inmaterial constitutivos de los territorios de las comunidades étnicas.

De acuerdo con sus funciones, el INCODER (Decreto 2164 de 1995) debe emitir un acto administrativo para iniciar la atención preferente a los procesos de formalización pendientes tales como deslinde, aclaración y saneamiento identificados en los territorios étnicos; en el cual deben quedar expresos los procedimientos que se pretenden culminar bajo este tratamiento preferente. 

Una vez culminados satisfactoriamente los procesos iniciados, el INCODER emite un Acto Administrativo que dé cuenta de lo actuado, enviando copia a la ORIP para que haga las anotaciones en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente. De igual manera debe enviar copia a la Dirección de Etnias del MIJ correspondiente para ser incluido en el sistema de información sobre pueblos indígenas y comunidades negras. 

Cuando el grupo étnico habite terrenos baldíos de la nación el INCODER, mediante acto administrativo, demarcará en conjunto con las autoridades étnicas correspondientes, el territorio étnico no titulado para proceder a la constitución de resguardo indígena o de adjudicación como territorio colectivo de comunidades negras. Para esta labor podrá solicitar apoyo a entidades como el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la Unidad de Parques Nacionales Naturales, cuando existan  áreas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas traslapadas o limítrofes con el Resguardo o la tierra colectiva que se pretende constituir.

Los indígenas desplazados o en riesgo de desplazamiento que habiten terrenos de de propiedad de particulares deben ser inscritos en la ORIP como poseedores colectivos en estos predios. De conformidad con lo establecido en la Ley 160 de 1994, artículo 85, el INCODER puede adquirir por negociación directa predios, mejoras rurales y servidumbres de propiedad privada, o que formen parte del patrimonio de entidades de derecho público para que sean tituladas a favor de las comunidades negras e indígenas que no las posean, o cuando la superficie que habitan sea insuficiente. La compra directa de tierras a particulares puede destinarse a la constitución, saneamiento y ampliación de resguardos indígenas y la titulación de territorios colectivos de comunidades negras. (Ley 160 de 1994, artículo 85, capítulo XIV parágrafo 1)

El INCODER adelantará de manera preferente los procedimientos solicitados correspondientes a la constitución de los resguardos indígenas o a la adjudicación de tierras de propiedad colectiva a comunidades negras. Sea un baldío o un predio adquirido por compra directa se debe contar con el acompañamiento de las autoridades étnicas correspondientes y se solicitará a las instituciones competentes la información relacionada.

Una vez culminado el proceso de constitución de resguardos indígenas o adjudicación de tierras a comunidades negras, El INCODER elaborará un acto administrativo notificando los resultados jurídicos del procedimiento adelantado y enviará mediante oficio remisorio notificación a la ORIP y a la Dirección de Etnias del MIJ correspondiente. 

En términos del seguimiento, vigilancia y control, le corresponde a las Procuradurías Delegadas para Asuntos Judiciales, Ambientales y Agrarios, y para Asuntos en Materia de DDHH y Asuntos Étnicos solicitar la información sobre el estado de los procedimientos de protección cuando así lo considere necesario.

El proceso de seguimiento es entendido como la valoración permanente de los resultados esperados de los mecanismos de protección de acuerdo con las necesidades y caracterización de las afectaciones a los derechos territoriales y al patrimonio y tiene como propósito el ajuste de los instrumentos de ser necesario para buscar el efecto protector de las medidas.

El seguimiento y valoración de los avances se realizará con la participación de las comunidades, sus organizaciones y autoridades con el apoyo del Ministerio Público y de las Direcciones Étnicas del Ministerio del Interior y de Justicia de acuerdo con sus competencias y funciones (Decreto 4530 de 2008) y con la participación de las entidades competentes relacionadas en las diferentes etapas de la Ruta Étnica según el caso.

La Ruta Étnica de Protección a los Derechos Territoriales de Étnicos (pueblos indígenas y comunidades negras), se constituye como uno de los mecanismos que contribuye a garantizar el goce efectivo de los derechos de las comunidades étnicas en situación de desplazamiento masivo, confinamiento y riesgo hace parte de los procedimientos a verificar dentro del sistema de certificaciones del que trata la Corte Constitucional en cabeza de Acción Social.

En materia de avances en la adjudicación de territorios para propiedad colectiva de las comunidades afro colombianas, en cumplimiento a lo dispuesto  por la Ley 70 de 1993 se han expedido 160 títulos colectivos  para comunidades negras, con un área total de 5.242.264,5 hectáreas, beneficiando a 63.097 familias.

El término para llevar a cabo dicha titulación colectiva, está relacionado con el tiempo que requieran los procesos de concertación entre las comunidades, para definir el área a titular.  Cuando no se presentan conflictos de tierra, intra o inter étnicos, el proceso se puede llevar a cabo en un tiempo promedio de seis meses, teniendo en cuenta la realización del censo poblacional, estudio socioeconómico, jurídico, de tenencia, y el levantamiento topográfico, además  de los procesos de concertación con las comunidades , de acuerdo con el Decreto 1745 de 1995.

Los mecanismos de participación y consulta con comunidades negras, son los establecidos en el Decreto 1745/95, para el caso de los procesos de concertación y la Consultiva de Alto Nivel para comunidades negras teniendo en cuenta el Decreto 2248 de 1995.

La  protección a los territorios de comunidades negras e indígenas, se da  a través de la titulación colectiva y de la constitución y ampliación de resguardos, de conformidad con la Ley 70 de 1993 y su decreto reglamentario 1745 de 1995;  y de la ley 160 /94 y  el Decreto 2164 de 1995.  Esta titulación o legalización de los territorios colectivos étnicos,  los hace inembargables, imprescriptibles e inalienables.  

La constitución, ampliación y saneamiento de resguardos indígenas y, la titulación colectiva a Consejos Comunitarios, se constituye en un mecanismo institucional de protección, tanto, para los derechos a la propiedad colectiva, como al territorio mismo,  ya que un territorio colectivo legalizado, no puede ser vendido, embargado ni adquirido por otras personas con el paso del tiempo.

Cuando se presentan alertas tempranas de desplazamiento, y el territorio colectivo está legalizado, se acude al programa de protección de tierras RUPTA a cargo de la Superintendencia de Registro de instrumentos Públicos, con el fin de proteger los derechos colectivos a la propiedad de la población beneficiaria. El proceso se adelanta inicialmente haciendo una anotación en el respectivo folio de matrícula, en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos- OIP, para evitar posibles transacciones a favor de personas ajenas al Consejo Comunitario o Resguardo Indígena.

Dado caso que el proceso de titulación o constitución de resguardo este en trámite, se aceleran los procedimientos para lograr la titulación en menor tiempo e igualmente se solicita a la OIP la protección del territorio.

PREGUNTA 18. Con referencia al informe de misión a Colombia el relator sobre los derechos de los afro descendientes de la Comisión interamericana (OEA/SERI/V/II. 134 numeral, 2009, 103), sírvanse comentar acerca de las medidas que se han tomado para impedir colusión  entre los grupos armados ilegales y actores privados con intereses económicos en explotación de recursos naturales y al cultivo de agro combustibles.

El actuar de la Fuerza Pública en territorios colectivos se fundamenta en el artículo 63 de la Constitución Política de 1991, en donde se estipula que las tierras comunales de grupos étnicos son inalienables, imprescriptibles e inembargables. Así mismo, la Fuerza Pública realiza sus máximos esfuerzos para garantizar a todos los habitantes del territorio nacional su protección, respeto, vida, honra y bienes tanto individuales como colectivos.

La Ley 70 de 1993 reconoció a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras el derecho a la propiedad colectiva de la tierra que venían ocupando en la cuenca del Pacífico, de acuerdo a sus prácticas tradicionales de producción y dispuso que se aplicará lo mismo a las zonas baldías, rurales y ribereñas que han venido siendo ocupadas por comunidades negras que tengan prácticas tradicionales de producción de otras zonas del país y cumplan con los requisitos establecidos en la citada ley. En este sentido, la Fuerza Pública a través de la Política de Seguridad Democrática ha logrado consolidar el control territorial mediante su presencia en la totalidad de los 1.098 municipios de Colombia. Adicionalmente, esta mayor presencia ha contribuido con la disminución de las violaciones a los derechos fundamentales de la población civil por parte de miembros de grupos armados ilegales, como por ejemplo la reducción de acciones subversivas entre 2002 y 2008, de 357 a 53 respectivamente; y disminución de actos de terrorismo entre 2002 y 2008, de 1.645 a 347 respectivamente.
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Dentro de las medidas de protección a la población Afro colombiana en situación de desplazamiento, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural ha diseñado diferentes instrumentos de política encaminados a proteger la propiedad sobre los predios rurales que a causa del desplazamiento han sido abandonados. En ese orden, a través del Incoder se lleva el Registro Único de Predios (RUP) en desarrollo de la Ley 387 de 1997, que constituye la medida efectiva para impedir cualquier acción de enajenación o transferencia de títulos de propiedad de estos bienes por parte de terceros que llegasen a ocuparlos.
PREGUNTA 19.  Con referencia a las recomendaciones emitidas por el representante del secretario general sobre los derechos humanos de los desplazados internos después de una misión a Colombia en el 2006 (A/HRC/4/38/Add3) sírvase indicar como se ha efectuado que las autoridades locales, tanto en los departamentos como en los municipios, coadyuven en la identificación de los bienes abandonados por propietarios desplazados por la fuerza.

Para tal efecto y en virtud del artículo 19 de  la Ley 387 de 1997 se creó el Registro Único de Predios  -RUP-, que constituye un instrumento mediante el cual el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - Incoder, protege los derechos que las personas tienen sobre la tierra, esto no solo respecto del derecho real de dominio, sino también de la expectativa de adjudicación sobre predios baldíos y la expectativa de prescripción adquisitiva de los predios poseídos.

En cumplimiento de este articulo el INCODER,  lleva un registro de los predios rurales abandonados por los desplazados por la violencia e informa a las autoridades competentes para que procedan a impedir cualquier acción de enajenación o transferencia de títulos de propiedad de estos bienes. Esta protección especial lo involucra en tanto hace  parte del Sistema Nacional de Atención Integral para la Población Desplazada (SNAIPD), y en virtud del Decreto 250 de 2005 – sección F, Numeral 10, constituye una de las entidades encargadas de desplegar acciones dirigidas a operar las herramientas y mecanismos de protección de bienes patrimoniales, con el fin de fortalecer las condiciones de arraigo de la población en riesgo y mitigar el efecto del desplazamiento sobre la pérdida y abandono de los bienes de los desplazados

En el mismo sentido y en desarrollo de la Ley 387 de 1997, también existe una medida de protección colectiva que aplica cuando existe riesgo de desplazamiento y pérdida de derechos sobre la tierra a un grupo de 10 o más familias o 50 o más personas, la cual es tramitada por el Comité de Atención Integral a la Población Desplazada a nivel Municipal y Departamental, liderado por Alcaldes y Gobernadores, como lo contempla el Decreto 2007 de 2001, siendo esta la forma como coadyuvan las autoridades locales en la identificación y protección de los predios abandonados por la violencia. 

Cuando se trata de protección colectiva, esta se materializa mediante la expedición de un acto administrativo del Comité de Atención Integral a la Población Desplazada, firmado por el Alcalde o Gobernador, el cual da por sentada la ocurrencia de desplazamiento forzado o su  inminencia y acto seguido hace una relación de los predios que se encuentran en dicha zona mediante el llamado “informe de predios” que consiste en un minucioso inventario de los bienes relacionados y merecedores de protección.     

Al año 2008 tenemos un avance importante en el proceso de consolidación de la Red institucional de Protección de Bienes  Patrimoniales de la Población Desplazada para lo cual se desarrollo e implemento con Acción Social el Sistema de Registro Único de predios – RUP, hoy Registro Único de Predios y Territorios Abandonados – RUPTA.

En ese sentido, con relación a la Prevención y Protección de Títulos, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, entre los años 2002 a 2008 ha protegido a través del Incoder 71 títulos  de Comunidades Afro colombianas para beneficiar a 22.780 familias en 1.241.648 hectáreas.

PREGUNTA 20. LA ALTA COMISIONADA SEÑALO EN SU INFORME A/hrc/10/32 SOBRE LA SITUACION DE DERECHOS HUMANOS EN EL 2008, QUE ALGUNAS COMUNIDADES INDÍGENAS HAN REPORTADO RESTRICCIONES A SU LIBERTAD DE CIRCULACION Y MOVIEMIENTO. POR FAVOR INDIQUE LAS MEDIDAS ADOPTADAS PARA PREVENIR LAS RESTIICIIONES AL DERECHOS DE CIRCULACION PREVISTA EN LA CONVENCION  
El derecho o la libertad de locomoción y libre desplazamiento consiste en la potestad de los seres humanos, a transportarse libremente de un lugar a otro, lo cual no implica que por razones de orden público en momentos determinados se pueda restringir tal posibilidad de locomoción, por lo que este derecho y sobre todo las eventuales limitaciones revisten gran importancia para el estamento militar, teniendo en cuenta las actuales condiciones del país. 

Igualmente, el citado derecho fundamental de circulación puede ser limitado, en virtud de la ley, pero sólo en la medida necesaria e indispensable en una sociedad democrática, con miras a prevenir la comisión de infracciones penales, proteger el interés público, la seguridad nacional, el orden público, la salud y la moral públicas, o los derechos y libertades de las demás personas. Pero como lo ha sostenido la Corte Constitucional, toda restricción de dicho derecho debe estar acorde con los criterios de necesidad, racionalidad, proporcionalidad y finalidad; no son admisibles, por lo tanto, las limitaciones arbitrarias, esto es, sin que tengan la debida justificación, a la luz de los principios, valores, derechos y deberes constitucionales.

PREGUNTA 21. Por favor indique los mecanismos de participación de las comunidades indígenas y afrocolombianas en el diseño y aprobación de políticas públicas, legislación e implementación de proyectos económicos que les afectan.

Participación diversos ámbitos 

La Carta Política de 1991 desarrolla constitucionalmente los asuntos básicos de la temática indígena y los derechos aplicables a los pueblos indígenas.  Sin embargo, la Corte Constitucional a través de sus diferentes pronunciamientos, amplió dichas prerrogativas a todos los grupos étnicos, entendiendo que, con base en el Convenio 169 de la OIT, ratificado por Colombia y acogido en la legislación interna mediante la ley 21 de 1991, el concepto de “pueblos tribales;  pueblos indígenas;  minorías étnicas indígenas y grupos tribales” no se referían a su sentido restringido de “tribu”, sino al amplio e incluyente de “…grupos sociales que comparten una identidad cultural distinta a la de la sociedad dominante.  (Sentencia C-169 de 2001 de la Corte Constitucional).

Las normas constitucionales de acción afirmativa, se pueden sintetizar así:

· La participación de todos en las decisiones que los afecten, es un fin esencial del Estado.  Art. 2. 

· El reconocimiento y protección a la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana, en el artículo 7.

· Las lenguas y dialectos de los grupos étnicos, también son oficiales en sus territorios.  Art. 10.

· Se instaura la igualdad real.  Art. 13.

· Se reitera el derecho a la participación.  Art. 40.

· Incorporación a la legislación interna de los Convenios internacionales, aprobados por Colombia, sobre el trabajo.  Art. 53.

· El reconocimiento por parte del Estado a la igualdad y dignidad de todas las culturas que conviven en el país, en el artículo 70.

· Participación de las comunidades en las decisiones que puedan afectar el ambiente.  Art. 79.

· Cláusula de incorporación automática a la legislación interna de los tratados internacionales sobre Derechos Humanos.  Art. 93.

· Finalmente, la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica.   El Gobierno propiciará la participación de las comunidades en la toma  de las decisiones que se adopten para dicha explotación.  Parágrafo del artículo 330.

Adicionalmente, el Estado colombiano en cumplimiento de las previsiones establecidas en los literales a) y b) del artículo 6 del Convenio 169 de la OIT ha diseñado e implementado diversos espacios de participación, para los grupos étnicos, que abarcan todos los niveles, que para tales efectos prescribe la norma precitada.
Un primer nivel de participación, que tiene como origen el literal b) del artículo 6 del Convenio 169 de la OIT, y que permite que los grupos étnicos puedan hacer parte de instituciones electivas en donde concurran para crear medidas de carácter legislativo, consiste en la conformación, por vía constitucional de circunscripciones electorales especiales tanto para indígenas como para comunidades negras, en las que se asegure su representación en el Congreso de la República, es así como, actualmente los indígenas tienen dos curules en el Senado de la República y una en la Cámara de Representantes y las comunidades negras dos en la Cámara de Representantes por circunscripción especial; lo cual no significa que los grupos étnicos también puedan llegar al Congreso de la República a través de la circunscripción ordinaria. 

En el actual período legislativo existe una representación en el Congreso de la República de tres miembros indígenas y cuatro miembros de comunidades negras.

De otra parte, dentro del Gobierno Nacional, en cargos de alto nivel existe una representación de una Ministra afrocolombiana (Ministerio de Cultura), un General de la Policía Nacional, el Embajador ante el Gobierno de Suráfrica, y existe una Dirección de Asuntos Indígenas y otra de Asuntos de Comunidades Negras, ésta última liderada por una afrocolombiana, eso sin contar con el sinnúmero de Gobernadores, Alcaldes, Diputados y Concejales de origen indígena y afrocolombiano.

Un segundo nivel tiene que ver con los espacios en donde se diseñan concertadamente políticas públicas que les conciernen.  El Decreto 1397 de 1996  crea y regula el funcionamiento de la Comisión Nacional de Tierras y la Mesa Permanente de Concertación con los pueblos y organizaciones indígenas, cuyo objeto es el de “…concertar entre éstos y el Estado todas las decisiones administrativas y legislativas susceptibles de afectarlos…”.  En similar sentido norma el numeral 8 del artículo 5 del decreto 3770 de 2008, para comunidades negras.  En materia de Derechos Humanos, el Decreto 1396 de 1996 establece la Comisión Permanente de Derechos Humanos para Pueblos Indígenas, y el Decreto 3012 de 2005 que crea la Mesa Amazónica, en la cual se discuten y deciden políticas públicas para los pueblos indígenas de la amazonía colombiana.  

El tercer y último nivel es la Consulta Previa, que se erige como un DERECHO FUNDAMENTAL que tienen las comunidades indígenas y negras, el cual otorga la oportunidad y garantía para que éstas, a través de sus INSTITUCIONES REPRESENTATIVAS, PARTICIPEN en aquellas decisiones y proyectos que las puedan afectar, a fin de que su integridad étnica y cultural no se vean afectadas.

La Consulta Previa es un diálogo intercultural, en el que el Gobierno, en todos sus niveles y los ejecutores de los proyectos y los grupos étnicos, bajo la tutela y facilitación del Estado, hacen mutuamente comprensibles sus intereses y expectativas para construir un esquema de participación de tales grupos que armonice la toma de una decisión legislativa o administrativa, o la ejecución de un proyecto (que comporta un interés nacional), y la cosmovisión del pueblo interesado (derivado del imperativo constitucional de proteger la diversidad étnica y cultural del país.), y a su vez identificar los impactos y medidas de mitigación, prevención, corrección o compensación, derivado de dicho proyecto.

Para concluir, resta manifestar que es política, convicción y deber del Gobierno Colombiano, velar porque sea una realidad el respeto, el reconocimiento, y la garantía de la integridad étnica y cultural de todos y de cada uno de los grupos étnicos que hacen parte integral y fundamental de la Nación Colombiana.

Salud
La población de grupos étnicos (indígenas, afrocolombianas, gitanos y raizales) cuenta en salud con espacios de concertación legales que garantizan que las acciones que se hagan en este campo, se consulten previamente sus autoridades y representantes, respetando los preceptos constitucionales que definen a Colombia como un país étnicamente diverso. En ese sentido para la elaboración del ahora Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas (antiguo PAB) en el marco del Plan Nacional de Salud Pública, el Decreto 3039 de 2007 establece como un principio el respeto a la diversidad cultural y étnica del país como “la garantía del respeto, del entendimiento de la cosmovisión, usos, costumbres, territorio ancestral, sitios sagrados y creencias de los grupos étnicos frente a la promoción, prevención, protección y recuperación de la salud, bajo el ejercicio de la consulta y concertación con las comunidades, garantizando su participación en la formulación, seguimiento y evaluación de los planes de salud en concordancia con las disposiciones de la autoridad de salud y la Ley 691 del 2001”.

Además, el Ministerio de la Protección Social con miras a consolidar una propuesta normativa que reglamente la Ley 691 de 2001, que posibilita la participación de la población indígena en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y respondiendo a lo normado en materia de consulta y concertación con los pueblos indígenas, conformó en el año 2004 un Comité Técnico el cual ha venido realizando reuniones de discusión con el Grupo Técnico de la Mesa de Trabajo en Salud (Mesa de Salud Indígena) compuesto por las organizaciones OPIAC, CIT, AICO, ONIC, CRIT, OZIP, CRIC, Pueblo Pastos y Coordinación Nacional de EPS e IPS indígenas; este grupo, en reunión de la Mesa Permanente de Concertación con los Pueblos y Organizaciones Indígenas realizada en el mes de julio de 2004, fue ratificado como espacio de discusión técnica representativo de las organizaciones indígenas y de las EPS e IPS indígenas en el ámbito de la salud y con la claridad que las decisiones que allí se tomen deberán ser llevadas para su aprobación y concertación a la Mesa Nacional.
A partir de las reuniones de discusión realizadas y respetando los tiempos y mecanismos propios de discusión al interior de los pueblos indígenas, se han ido tomando decisiones en consenso sobre los temas a reglamentar teniendo en cuenta los desarrollos normativos a nivel nacional en el ámbito de la salud y sus instituciones. 

Como resultado de estas decisiones consensuadas entre el Ministerio y la Mesa de Salud Indígena, el CNSSS expidió el Acuerdo 326 de 2005, mediante el cual se adoptan algunos lineamientos para la organización y funcionamiento del Régimen Subsidiado de los pueblos indígenas (cobertura, identificación, afiliación y traslados, adecuación del POS, casas de paso y migración) y además se concertó, mediante Decreto 4127 de 2005, el número mínimo de afiliados que debe tener una ARS indígena (100.000 afiliados). De otra parte, a principios del año 2008 se concretó un proyecto de decreto reglamentario para la creación, habilitación y funcionamiento de las IPS indígenas, que será puesto a discusión y aprobación de la Mesa Permanente de Concertación con pueblos y organizaciones indígenas cuando sea citada.

Así mismo, en el marco de la reglamentación de la Ley 691 de 2001, en relación con el tema de la medicina tradicional, se ha venido planteando que son los mismos pueblos indígenas quienes reconocen y autorizan el ejercicio de la medicina y del médico tradicional, así como el tipo de retribución de acuerdo con los usos y costumbres de cada pueblo indígena. 

En cuanto a la población afrocolombiana, se han llevado a cabo reuniones con la Comisión Consultiva de Alto Nivel para Comunidades Negras (creada mediante Decreto 2248 de 1995), con miras a iniciar el proceso para la construcción de una estrategia para la definición de Políticas de Protección Social en el marco de la Constitución Política, la Ley 70 de 1993, el Decreto 2248 de 1995, el Decreto 1745 de 1995 y la normatividad existente en salud. En ese sentido, dentro de la Comisión Consultiva se conformó una subcomisión para salud con la cual el Ministerio de la Protección Social se ha venido reuniendo para analizar las políticas y programas que se adelantan, analizar las prioridades en salud para esta población y definir un plan de acción, seguimiento, comunicación e información para la construcción de la política.
Así mismo, en el marco de la formulación de políticas en materia de atención a poblaciones vulnerables y de su caracterización, específicamente de los grupos étnicos del país (pueblos indígenas, población afrocolombiana, población raizal del Archipiélago y pueblo Rom o gitanos), el Ministerio de la Protección Social ha realizado desde el año 2004 una serie de acciones con la participación de las organizaciones de los grupos étnicos y secretarías departamentales y municipales de salud con miras a contar con un diagnóstico del estado actual del sistema de atención en salud y una caracterización de la población, a identificar las problemáticas en salud y a definir estrategias de intervención diferencial para ellas. Información que se amplía en la siguiente pregunta.

PREGUNTA 22. Sírvanse indicar al Comité cuantas consultas previas acordes al Convenio No 169 sobre pueblos indígenas y tribales de la OIT han realizado con poblaciones de minorías étnicas desde la última revisión periódica del Comité precisando a que tipo de medidas legislativas, de explotación, administrativas corresponden tales consultas. 

Entre el período 2003-2008 la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom ha coordinado y/o acompañado un  total de 132 Consultas previas protocolizadas.
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(Ver cuadro Anexo: Consultas Previas)
PREGUNTA 23. Con respecto a proyectos de explotación de los recursos existentes en sus tierras, refiriéndose al articulo 15 del Convenio No 169, cuantos pueblos han recibido parte de los beneficios que reporten tales actividades, y cuántos han recibido una indemnización equitativa por el daño que han sufrido como resultado de tales actividades. En particular, sírvanse indicar las medidas que se ha tomado para cumplir con las Observaciones individuales de la OIT (CEACR) sobre el convenio sobre pueblos indígenas y tribales número 169, públicas en 2009 y 2007acerca de las comunidades afrodescendientes de Curvaradó y Jiguamandó.   

En lo que respecta a los beneficios y participación de los grupos étnicos en los proyectos de desarrollo, cabe destacar que la legislación colombiana (Artículo 11-Ley 756 de 2002) ha determinado para los indígenas que sí en un territorio legamente constituido (Resguardo Indígena) o en un punto ubicado a no más de cinco (5) kilómetros de la zona del Resguardo Indígena, se explotan recursos naturales no renovables, el cinco por ciento (5%) del valor de las regalías correspondientes al departamento por esa explotación, y el veinte por ciento (20%) de los correspondientes al municipio, se asignarán a inversión en las zonas donde están asentadas las comunidades indígenas.
La inversión social de acuerdo con la ley se viene utilizando en proyectos de desarrollo Municipal y Distrital, contenidos en el Plan de desarrollo, con prioridad para aquellos dirigidos a la construcción, mantenimiento y mejoramiento de la red terciaria a cargo de las entidades territoriales, proyectos productivos, saneamiento ambiental y para los destinados en inversiones en los servicios de salud, educación básica, media y superior pública, electricidad, agua potable, alcantarillado y demás servicios públicos básicos esenciales.

· CONSEJOS COMUNITARIOS DE LAS CUENCAS DE LOS RIOS JIGUAMIANDO Y CURVARADO-Municipio Carmen del Darién-Choco

Situación Problema:

Territorios Colectivos de los Consejos Comunitarios Mayores de los Ríos Jiguamiandó y Curvaradó del Municipio del Carmen del Darién Departamento del Chocó invadidos por empresarios cultivadores de Palma Aceitera y Ganaderos aproximadamente desde el año 2000. Comunidad desplazada en el año 1996, Objeto de Medidas Provisionales por la Corte Interamericana de Derechos Humanos año 2003. Población dividida en dos sectores, uno de éstos acompañado de la ONG Justicia y Paz.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, tiene en estudio actualmente la solicitud presentada ante este organismo por los señores Manuel Moya Lara y Graciano Blandón, miembros de la comunidad de Curvaradó y Jiguamiandó respectivamente, relacionada con la representación en su nombre de 231 familias desplazadas y miembros de los citados consejos que no se sienten representados por la ONG, peticionaria de las medidas. Por solicitud de la Corte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha emitido un concepto que señala los criterios para determinar el universo poblacional objeto de la medidas que ha remitido al Estado Colombiano a través de la Chancillería para su revisión y comentarios.  

Lideres con medidas de protección del Programa de Protección del Ministerio del Interior y de Justicia

Acciones adelantadas:

· Expedición de Resoluciones de Deslinde de los Territorios Colectivos- Restitución Jurídica.

Resolución N° 2159 INCODER, “Por la cual se deslindan los territorios colectivos adjudicados al Consejo Comunitario del Río Jiguamiandó en Departamento del Chocó, de los predios de propiedad privada legítimamente adjudicados a particulares, de fecha 24 de agosto de 2007. Resolución deslinda 62 predios de propiedad privada  de particulares que corresponden a 3.102  hectáreas y 9.132 metros cuadrados.

Delimita las Tierras de Propiedad colectiva del Consejo quedando con una cabida de 51.870 hectáreas y 9.236 metros cuadrados.

Resolución N° 2424 INCODER , “Por la cual se deslindan los territorios colectivos adjudicados al Consejo Comunitario del Río Curvaradó de los predios de propiedad privada legítimamente adjudicados a particulares, de fecha 10 de septiembre de 2007. Resolución deslinda 94 predios de propiedad privada  de particulares  que corresponden a 3.291  hectáreas y 0170 metros cuadrados.

Delimita las Tierras de Propiedad colectiva del Consejo quedando con una cabida de 42.792 hectáreas y 9.880 metros cuadrados.

En total se restituyeron a la comunidad 24.225 Hectáreas, 2.814 metros cuadrados

· Restitución física de territorios

De la gestión adelantada desde el despacho de la Viceministra del Interior, en febrero de 2009, se logro recuperar físicamente  1.241 hectáreas del total de 24.225 Hectáreas, 2.814 metros cuadrados recuperadas jurídicamente, entregadas al Representante del Consejo Comunitario de Curvaradó por las empresas Palmado y Agropalma.

· Fortalecimiento Organizativo

Actualización Censo Poblacional, para efectos de intensificar el trabajo de reconstitución social y étnica de las comunidades de la cuenca de los ríos Curbaradó y Jiguamiandó el Ministerio acordó con sus directivas iniciar el trabajo de actualización de los listados censales, el proceso se inició en el mes de agosto de 2008, con un taller de capacitación de tres días con las comunidades en el que se definieron criterios de adscripción y pertenencia a la comunidad, metodología para el operativo censal, identificación en mapa de la ubicación geográfica de las comunidades dentro y fuera del territorio, variables del formulario y conformación de un comité de coordinación del censo. 

En un segundo taller se diseñó, probó y ajustó el instrumento censal y se concertó la estrategia de recolección de la información.

La propuesta metodológica plantea el operativo en dos en 2 ciclos, las comunidades que actualmente se encuentran dentro del territorio y las comunidades que se encuentran desplazadas en otros  municipios y dentro de estas las que se encuentran en área del Urabá chocoano y antioqueño y las que están por fuera, en otra zonas del país. 

El operativo censal de las familias que se encuentran dentro del territorio de los 2 consejos comunitarios, previo un taller de capacitación a los delegados por las comunidades de los dos consejos comunitarios se culminó el día 27 de febrero de 2009.

Previa la selección del comité de censo integrado por adultos mayores de las comunidades, se desarrollo de la información de Curvaradó, en total se revisaron 933 de los cuales, se anularon 17 por el comité en razón a que las personas referidas en el formulario algunas aparecían doblemente censadas y otras no fueron reconocidas por la comunidad como habitantes del territorio antes del desplazamiento. 

En general frente al censo es importante señalar que el mismo es un ejercicio autónomo de la comunidad, el cual normalmente se hace para ejercer un control sobre su composición y en este caso particular, el apoyo proporcionado por el Ministerio del Interior y de Justicia es técnico y económico, garantizando siempre que cada decisión sea autónoma a través de la concertación de todos los sectores y por supuesto de los Representantes Legales y sus Juntas Directivas. 

PREGUNTA 24. SÍRVASE DESCRIBIR LOS MECANISMOS E INSTITUCIONES DE CONTROL Y VIGILANCIA SOBRE CONTRATOS DE EXPLOTACIÓN MINERA A LOS CUALES PUEDEN ACCEDER LAS COMUNIDADES AFROCOLOMBIANAS, SEGÚN LO ESTABLECE LA LEY 70 DE 1993. ASIMISMO, PRECISE SI EXISTE UN REGISTRO PÚBLICO DE LAS QUEJAS O MECANISMOS A LOS CUALES ACCDEN CON MÁS FRECUENCIA DICHAS COMUNIDADES.    
Al respecto, es necesario precisar, que funcioinalmente el Ministerio de Minas y Energía ha delegado temporalmente en el Instituto Colombiano de Geología y Minería –INGEOMINAS, y en las Gobernaciones de Antioquia, Bolívar, Boyacá, Caldas, Cesar y Norte de Santander, entre otras funciones, el trámite y otorgamiento de contratos de concesión minera.

De conformidad con lo establecido en el Capítulo XIV de Grupos Étnicos de la Ley 685 de 2001, Código de Minas, las Comunidades Negras podrán acceder a contratos de concesión minera dentro de las Zonas Mineras de Comunidades Negras declaradas como tal por el Ministerio de Minas y Energía, siempre y cuando sus autoridades comunitarias, llámese Presidente del Consejo Comunitario y/o Representante Legal, así lo soliciten.

De otra parte, es de advertir, que a la fecha este Ministerio ha declarado Diecisiete (17) Zonas Mineras de Comunidades Negras distribuidas así: 

· Ocho (8) en el departamento del Chocó, delimitadas en jurisdicción de los municipios de Condoto, Tadó, Unión Panamericana, Alto Baudó, Nóvita, Cantón de San Pablo, Río Quito y Villaconto.

· Ocho (8) en el departamento del Valle del Cauca, en jurisdicción del municipio de Buenaventura.

· Una (1) en el departamento de Nariño, en jurisdicción del municipio de Tumaco, a favor del Consejo Comunitario de Alto Mira y Frontera.

 Nos encontramos ad portas de declarar otras Nueve (9) zonas mineras en jurisdicción de los municipios de Barbacoas, Maguí Payán y Roberto Payán, en el departamento de Nariño. 

Dentro de las Zonas Mineras de Comunidades Negras declaradas como tal por el Ministerio de Minas y Energía y que se encuentren inscritas en el Registro Minero Nacional, las comunidades tendrán prelación, frente a los particulares, para que la autoridad minera delegada les otorgue contrato de concesión sobre los yacimientos y depósitos mineros ubicados en una Zona Minera de Comunidad Negra (Artículo 133 del Código de Minas).

Así mismo, las comunidades que sean titulares de un contrato de concesión minera podrán efectuar acuerdos con terceros y contratar la totalidad o parte de las obras y trabajos con personas ajenas a ellos (Artículo 135 del Código de Minas).

 De otra parte, y cuando dichas comunidades adelanten proyectos mineros por ellas mismas, la autoridad minera, en virtud de lo establecido en el artículo 136 ibídem, podrá brindarles asistencia técnica en materia de exploración, elaboración de los planes mineros y desarrollo de estos. De igual manera, podrá prestar apoyo en materia de promoción y legalización de las áreas. 

Ahora bien, en cuanto a si existe un registro público de las quejas o mecanismos a los cuales acceden con más frecuencia dichas comunidades, es necesario precisar, que este Ministerio cuenta con una Oficina de Participación Ciudadana, a través de la cual se reciben, radican y direccionan al interior de la entidad, las solicitudes, quejas y Derechos de Petición, entre otros mecanismos de participación, que presentan a título personal o colectivo dichas comunidades y grupos. 

De igual forma, en la página Web del Ministerio de Minas y Energía (www.minminas.gov.co) en la sección de minas existe un espacio destinado a las zonas mineras de comunidades negras mencionadas anteriormente, en la cual se puede ver el Acto Administrativo que las creó y el área total de cada una.
PREGUNTA 25. Sírvase indicar el porcentaje de representación de minorías étnicas en el congreso (El Senado y la Cámara de Representantes)
La participación de los grupos étnicos en política (Congreso de la República) está representada en 5 curules: dos indígenas en el Senado de la República y dos afros más un indígena en Cámara. 

En total son 5 entre 268 congresistas (102 Senado y 166 en Cámara) o sea 1.86%.

No obstante, se debe advertir que hay miembros de minorías étnicas que hacen parte del Congreso de la República, no como representantes de estas minorías sino como miembros de otras colectividades políticas.

Así por ejemplo, en el caso de la llamada “Bancada” de parlamentarios afro colombianos que es una célula legislativa accidental  creada en el Congreso de Colombia que tiene como propósito de defender los intereses de las comunidades afro descendientes en todos los municipios del país donde existan asentamientos de comunidades negras, a través de la formulación de proyectos de ley encaminados a mejorar las condiciones de vida de las comunidades en mención abarcando todos los temas inherentes al desarrollo y crecimiento del ser humano”
.  

Miembros de la Bancada Afrocolombiana

Piedad Cordoba Ruiz.        Senadora de la República

Edgar Eulises Torres          Senador de la República
Julio E. Gallardo                 Representante por San Andrés

Odín Horacio Sánchez        Representante por la circunscripción especial 

Silfredo Morales                 Representante por la circunscripción especial

María Isabel Urrutia            Representante por la circunscripción especial     

River Franklin Legro           Representante por la circunscripción especial

Alberto Godoy May            Representante por San Andrés

En el caso de los indígenas, el 20 de julio de 2006 se posesionaron:
Ernesto Ramiro Estacio 
      Senador de la República circunscripción especial

Jesús Piñacué

      Senador de la República circunscripción especial

Orsinia Patricia Polanco       Representante 
  


PREGUNTA 26. SIRVASE INDICAR AL COMITÉ LA TASA DE INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTOS DE MINORÍAS ETNICAS, DESGLOSADO POR INDIGENAS Y AFROCOLOMBIANOS, SEXO Y DEPARTAMENTO Y LAS MEDIDAS AFIRMATIVAS QUE SE HAN TOMADO PARA AUMENTAR DICHA INSCRIPCIÓN.
De conformidad con lo establecido en el Decreto Ley 1260 de 1970, Estatuto de Registro del Estado Civil, en los registros civiles de nacimiento no se consigna la información sobre la etnia del inscrito, en consecuencia este dato no aparece en los registros civiles ni en el Sistema de Información de Registro Civil.
No obstante, la Registraduría Nacional del Estado Civil cuenta con la Unidad de Atención a Población Desplazada por la Violencia UDAPV, cuyo objetivo es contribuir de una manera oportuna y eficaz a la inscripción en el registro del estado civil y en la entrega de los documentos de identificación de la población desplazada por la violencia y vulnerable en Colombia, dentro de la cual se encuentran los indígenas y afrocolombianos.
A través de la UDAPV, la Registraduría  Nacional del Estado Civil, desplaza sus servicios de registro civil a las regiones más apartadas, a través de  Unidades Móviles Tipo Oficina, que permiten  realizar campañas de Registro Civil e Identificación en  los diferentes corregimientos y veredas a lo largo y ancho del territorio nacional y que por diferentes razones se les dificulta su traslado a la Registraduría Municipal más cercana, para registrarse u obtener su  registro civil de nacimiento. 

La Unidad Móvil Tipo Oficina, es un vehículo adecuado para el funcionamiento de oficinas, debidamente dotadas de los implementos como un servidor de base de datos, cuatro estaciones para atención al público, una estación satelital con antena, una UPS, estación de enrolamiento, computadores portátiles, impresoras, seriales, formas continuas, almohadillas, papelería, reactivos para RH, rollos para cámaras fotográficas, cámaras fotográficas digitales, sillas, escritorios, entre otros.
A continuación se relacionan los porcentajes de inscripción de nacimientos en el registro del estado civil de indígenas y afrocolombianos durante las jornadas de identificación y registro civil adelantadas por la UDAPV:
	 
	 
	AFROCOLOMBIANOS
	INDIGENAS

	AÑO
	DEPARTAMENTO
	MASCULINO
	FEMENINO
	MASCULINO
	FEMENINO

	2006
	CAUCA
	4,7
	4,0
	0,0
	0,0

	
	SANTANDER
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	CAUCA
	2,8
	3,2
	4,2
	4,7

	
	BOLIVAR
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	VALLE
	0,4
	0,3
	0,0
	0,0

	
	NARIÑO
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	CAUCA
	0,8
	0,3
	0,4
	0,3

	
	CASANARE
	0,0
	0,0
	4,3
	4,6

	
	MAGDALENA
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	BOLIVAR
	8,2
	10,7
	0,0
	0,0

	
	MAGDALENA
	1,8
	2,1
	2,4
	2,0

	
	NORTE DE SANTANDER
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	BOLIVAR
	2,9
	10,5
	0,0
	0,0

	
	CORDOBA
	6,1
	7,0
	1,2
	1,4

	
	SUCRE
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	PUTUMAYO
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	CAQUETA
	0,0
	0,0
	4,2
	4,8

	2007
	RISARALDA
	0,3
	0,3
	3,8
	5,2

	
	CAUCA
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	LA GUAJIRA
	0,0
	0,0
	2,5
	2,7

	
	AMAZONAS
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	CHOCO
	1,7
	1,3
	0,0
	0,0

	
	VALLE DEL CAUCA
	7,3
	7,4
	0,2
	0,1

	
	PUTUMAYO
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	LA GUAJIRA
	0,0
	0,5
	5,7
	5,5

	
	VALLE DEL CAUCA
	5,9
	8,8
	0,0
	0,0

	
	CESAR
	0,0
	0,0
	2,6
	3,0

	
	META
	0,0
	0,0
	1,5
	1,7

	
	CESAR
	0,0
	0,0
	3,6
	4,0

	
	VAUPES
	0,0
	0,0
	0,3
	0,3

	
	NARIÑO
	2,2
	2,1
	4,5
	4,7

	
	NORTE DE SANTANDER
	0,0
	0,0
	0,2
	0,2

	
	NARIÑO
	3,3
	3,3
	0,7
	0,8

	
	ANTIOQUIA
	0,0
	0,0
	0,5
	0,5

	
	CORDOBA
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	NARIÑO
	0,4
	0,4
	0,0
	0,0

	
	SUR DE BOLIVAR
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	
	
	
	
	

	AÑO
	DEPARTAMENTO
	MASCULINO 
	FEMENINO 
	AFRO COLOMBIANO 
	INDIGENA 

	2009
	PUTUMAYO
	0,7
	0,6
	0,0
	0,0

	
	NARIÑO
	0,6
	0,7
	0,0
	1,3

	
	BOYACA
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	META
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	CUNDINAMARCA
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	
	BOLIVAR
	0,8
	0,9
	0,0
	0,0

	
	CORDOBA
	4,4
	4,7
	0,0
	0,0

	
	GUAJIRA
	9,8
	9,6
	0,0
	19,5

	
	ANTIOQUIA
	0,3
	0,4
	0,0
	0,0

	
	CHOCO
	5,4
	5,6
	7,0
	4,1

	
	LA GUAJIRA
	2,0
	2,1
	0,0
	4,1

	
	VALLE
	0,8
	0,9
	0,0
	1,7

	
	BOGOTA
	0,0
	0,0
	0,0
	0,1

	
	LA GUAJIRA
	19,0
	18,1
	0,0
	37,0

	
	CESAR
	1,1
	1,2
	0,0
	0,0

	
	BOYACA
	0,2
	0,3
	0,0
	0,5

	
	ARAUCA
	0,5
	0,5
	0,0
	0,5

	
	TOLIMA
	0,3
	0,4
	0,0
	0,0

	
	SUCRE
	1,3
	1,4
	0,0
	0,3

	
	ANTIOQUIA
	0,4
	0,4
	0,2
	0,7

	
	VALLE
	1,2
	2,2
	0,0
	0,0

	
	ANTIOQUIA
	0,1
	0,2
	0,0
	0,0

	
	NARIÑO
	0,4
	0,4
	0,7
	0,0


27. SÍRVASE PROVEER INFORMACION SOBRE MEDIDAS QUE EL ESTADO PARTE HUBIESE ADOPTADO PARA GARANTIZAR EL DERECHO A LA VIVIENDA ADECUADA DE POBLACIÓN AFROCOLOMBIANA E INDÍGENA QUE HABITE EN ASENTAMIENTOS PRECARIOS.   

· VIVIENDA
Durante el segundo Periodo del presente Gobierno, se propuso como meta de politica de vivienda, la entrega de 828.433 soluciones de vivienda tanto urbana como rural. La adqusición de vivienda de interés social se compone de tres factores: ahorro, Subsidio, y un complemento (crédito, cesantias etc). Los subsidios y creditos programados se entregan a traves de Fonvivienda(470.857); Las Cajas de Compensación Familiar (171.045); La Caja Promotora de Vivienda Militar (29.622); el Banco Agrario (53.834) y creditos del Fondo Nacional de Ahorro (103.075).
Para lograr el cumplimiento de la politica de vivienda, el Gobierno Nacional ha incrementado los recursos para vivienda de Interes Social, pasando de $ 150 mil millones de pesos a $ 410 mil millones de pesos, distribuidos en $ 350 mil millones para vivienda de interes social urbana y $ 60 mil millones para vivienda de interes social rural. Se creo una nueva bolsa de Mejoramiento de Vivienda, para disminuir el deficit cualitativo de vivienda. Por otra parte de tienen estrategias financieras como son los convenios con el sector financiero y la linea de redescuento FINDETER.
De agosto 2006 a Agosto de 2010 la meta por parte de Fonvivienda es asignar 470. 857 soluciones de vivienda, de los cuales a la fecha (Julio 13 de 2009) se han entregado 222.216 soluciones de vivienda, lo que represnta el 48.95% de la meta del cuatrienio.

Para el 2009 la meta por parte de Fonvivienda es asignar 141.023 soluciones de vivienda, de los cuales de enero a julio 13 de 2009 se ha asignado 693 subsidios familiares de vivienda a través de las siguientes bolsas de asignación: Bolsa de Desastres Naturales (192); desplazados (43);Vivienda saludable (249); Bolsa Recicladores (208) y Bolsa de Esfuerzo Territorial (1). Los Subsidios asignados a población Desplazada; Mejoramiento de Vivienda y los Predios fiscales o privados titulados-FONVIVIENDA-MAVDT se encuentran incluidos en el total de subisidos asignados por fonvivienda, pues hacen referencia a bolsas de asignación de esta entidad. Actualmente se tienen abiertas para las convocatorias diferentes bolsas las cuales se empezaran a asignar en aproximadamente un mes se tiene en proceso 10.782 subsidios familiares de vivienda en las siguientes bolsas de asignación; Bolsa Unica Nacional (2.593), Concejales (300), la Bolsa de Esfuerzo Territorial (3.800); Vivienda saludable(3000).

información de hogares beneficiarios por bolsa y departamento  que tienen la condición de Afro o de Indígena
	
	Hogares
	Tipo de bolsa
	Estado
	 Valor asignado 

	
	2
	Bolsa Desastres Naturales
	Asignados
	 $           15.272.000,00 

	
	9
	Bolsa Esfuerzo Territorial              
	Asignados
	 $           66.598.914,00 

	
	1
	Subsidios en Especie y complementarios
	Asignados
	 $              8.011.500,00 

	
	29
	Bolsa Saludable       
	Asignados
	 $         106.306.535,00 

	
	1.019
	Bolsa Desplazados
	Asignados
	 $     9.925.124.668,00 

	
	1
	Bolsa Ordinaria                         
	Asignados
	 $              7.107.000,00 

	Totales
	1.061
	 
	 
	 $   10.128.420.617,00 


· Desplazados

La política de vivienda actual, materializa el enfoque diferencial para minorías étnicas en situación de desplazamiento, a través del establecimiento de un mayor puntaje de calificación para dicho grupo en la fórmula de calificación para la asignación del subsidio familiar de vivienda.

Así, el Decreto 951 de 2001, “Por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 3ª de 1991 y 387 de 1997, en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda para la población Desplazada”, establece en su artículo 18, un criterio específico que reconoce la vulnerabilidad étnica, dentro de la fórmula que se aplicará para la calificación de las postulaciones y la asignación del subsidio: 

“Puntaje: B1 * (Cr) + B2 * (GF) + B3 * (E) + B4 * (Mj) + B5 * (Td) + B6 * (Vpaz) 

Donde: 

Cr:     Componente de la Política Habitacional y tipo de solución. 

GF:     Número de miembros del hogar. 

E:      Vulnerabilidad Etnica. (subrayado fuera de texto)

Mj:     Condición de mujer jefe de hogar. 

Td:     Tiempo de desplazamiento. 

Vpaz:    Vinculación a un Plan de Acción Zonal. 

 B:      Constante. 

Los valores de las Constantes son: 

B1 = 40 

B2 = 3 

B3 = 5 

B4 = 5 

B5 = 2 

B6 = 5 “ 

(SIC para lo transcrito)

Tal y como se dispone en el inciso 3, “la vulnerabilidad étnica identifica a los hogares pertenecientes a comunidades  étnicas vulnerables: Indígenas y negritudes. Su valor es 1, cuando el hogar hace  parte de ellas; en cualquier otra situación el valor es cero (E).”  

Es de anotar, que la constante por la cual se multiplica el criterio asociado a la vulnerabilidad étnica cuenta con el puntaje máximo, equivalente a 5, después de “componentes de política habitacional y tipo de solución (Cr)”.

Como resultado de la aplicación de las medidas descritas anteriormente, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, a través de Fonvivienda a asignado un total de 4.167 subsidios familiares de vivienda a minorías étnicas en situación de desplazamiento, beneficiando a 15.869 personas. 

Un total de 3148 hogares indígenas en situación de desplazamiento fueron atendidos entre 2003 y 2009 (2.779 en la Convocatoria 2004 y 369 en la convocatoria 2007). Por su parte, un total de 1.019 hogares afros en situación de desplazamiento fueron atendidos entre 2003 y 2009 (770 en la Convocatoria 2004 y 249 en la convocatoria 2007).

Del total de personas en situación de desplazamiento, atendidas entre 2009 y 2009 por Fonvivienda, correspondiente 74.693,  los grupos étnicos beneficiados con un SFV representan el  4,22% del total. Los grupos afros, representan por su parte, un 1,36% del total.

La información desagregada por género, edad y departamento, se relaciona el archivo adjunto.

· POSADAS TURISTICAS
Numero  de posadas turísticas desarrolladas en poblaciones Afrocolombianas, Indígenas y Raizales.

PROYECTOS DESARROLLADOS EN POBLACIONES AFROCOLOMBIANAS

	DEPARATMENTO 
	MUNICIPIO 


	NUMERO DE POSADAS 

	CHOCO
	Nuquí  
	23

	CHOCO
	Bahía Sano
	27

	CHOCO
	ACANDI (proyecto acción Social),  este proyecto esta desarrolla en  tres comunidades. Capurgana con 5 posadas que benefician a 34 familias,  San Francisco con 5 posadas que benefician a 38 familias y  Playona con 5 posadas que benefician a 34 familias, para un total de 106 familias beneficiadas con 15 posadas.   


	15

	
	
	

	VALLE Buenaventura   
	Juanchaco y Ladrilleros  
	59

	VALLE Buenaventura  
	La Bocana 
	30

	
	
	

	TOTAL 
	
	154


PROYECTOS DESARROLLADOS EN POBLACIONES INDIGENA

	DEPARATMENTO 
	MUNICIPIO 


	NUMERO DE POSADAS 

	CAUCA 
	SILVIA 
	6

	CAUCA 
	LA SIERRA 
	14

	
	
	

	NARIÑO
	CUMBAL 
	21

	
	
	

	PUTUMAYO
	SIBUNDOY 
	18

	PUTUMAYO 
	SANTIAGO
	14

	
	
	

	AMAZONAS 
	LETICIA 
	19

	AMAZONAS 
	PUERTO NARIÑO
	10

	
	
	

	
	
	

	TOTAL 
	
	102


PROYECTOS DESARROLLADOS EN POBLACIONES RAIZALES

	DEPARATMENTO 
	MUNICIPIO 


	NUMERO DE POSADAS 

	SAN ANDRES ISLAS 
	PROVIDENCIA 
	11

	SAN ANDRES ISLAS
	SAN ANDRES 
	12

	
	
	

	TOTAL 
	
	23


TOTAL POSADAS  DESARROLLADAS EN POBLACIONES DE MINORIAS ETNICAS…………..279

NOTA: 

El número de posadas habilitadas para  la prestación  de servicios turístico es inferior al total de posadas. Sin embargo aun no se pueden dar cifras exactas por el proceso de seguimiento y verificación que se esta desarrollando.   

PREGUNTA 28. sobre: “El Comité toma nota de la información en el informe del Estado Parte, párrafos 302-306, sobre leyes vigentes acerca de no discriminación en el ámbito laboral, sin embargo extraña la ausencia de información y cifras concretas sobre la situación en la prÁctica. 
 

En particular, sírvanse indicar las medidas establecidas para cumplir con la OBSERVACIÓN INDIVIDUAL DE LA OIT (CEACR) SOBRE EL CONVENIO SOBRE LA DISCRIMINACIÓN EN EL EMPLEO Y LA OCUPACIÓN NÚMERO 111, PUBLICADA EN 2009 SOBRE LA SITUACIÓN DE EMPLEO DE INDÍGENAS Y AFROCOLOMBIANOS.

 

Si bien las medidas son incipientes, se han comenzado procesos de sensibilización en el tema de Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo, dirigidos prioritariamente a la población empresarial del país, como una forma de generar conocimiento y educación en esta temática.  
 

El proyecto comenzado en el año 2008, se direccionó  a  promover  iniciativas para generar  condiciones de “Trabajo Decente”; se realizaron acciones para generar “Sensibilización, conocimiento y formación de cultura en los principios y derechos fundamentales del trabajo” con  dos (2) elementos fundamentales: “La divulgación y promoción de los principios y derechos Fundamentales en el Trabajo y la generación de cultura y conocimiento en responsabilidad social empresarial”.  

 

Estos procesos se fortalecieron en sus contenidos con los marcos legales, las normas existentes, los convenios o tratados internacionales que tratan sobre  derechos laborales, derechos sociales, guías de buenas prácticas, manifiestos de no discriminación, modelos de autorregulación, normas y estándares voluntarios, entre otras; dirigidos prioritariamente a la protección de los derechos en el trabajo de las poblaciones vulnerables. 

 

Estos contenidos corresponden a los Convenios OIT Nos.87, 98, 100, 111, 151, 154, Constitución Política de Colombia, especialmente artículos 25, 26, 53, 55, 150; Jurisprudencia Nacional de las Altas Cortes como T 515 93, S C095-1996, S SU338- 2005, C- 093 2001; C- 481 1998; C- 371 2000; C- 093 2001; Guía de buenas prácticas de ICONTEC, estándares como SA 8000; SA 26000; Observación No.18 del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.

 

Se adelantó la formación en el tema de principios y derechos fundamentales en el trabajo, de poblaciones desplazadas, con enfoque de género, grupo étnico,  jóvenes, mujeres cabeza de hogar, trabajadores informales y funcionarios del Ministerio de la Protección Social en las ciudades de Bogotá, Ibagué, Sincelejo, Popayán, Cartagena, Villavicencio,  Cali, Tunja, Apartado, Armenia, Mocoa,  Villa garzón  y Puerto  Asís. Con un cubrimiento de 980 personas. 

 

Así mismo se adelantó un proceso de capacitación en el tema de Responsabilidad Social Empresarial, dirigido especialmente a empresarios, con una cobertura de 905 personas, de las cuales el 67% correspondió al sector empresarial. Este se realizó en las ciudades de  Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Bucaramanga, Cúcuta,  Armenia, Cartagena, Montería, Buenaventura, Manizales, Ibagué, Villavicencio, San Andrés, Neiva, Pitalito, y Tunja. 

 

Con el propósito de realizar una amplia divulgación de la normatividad, mecanismos de protección y aspectos más importantes relacionados con los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo entre los distintos actores sociales del mundo del trabajo, empleadores, trabajadores, funcionarios públicos y comunidad en general, se adelantó el proyecto cuyo objetivo fue “Desarrollar Herramientas para promocionar y divulgar los principios y derechos fundamentales en el trabajo” , plasmado en un documento cartilla. 

 

En el mes de julio de 2008, se llevó a cabo el “Primer encuentro para el fortalecimiento de la inclusión Social en la Afrocolombianidad: El estado, la empresa  y la sociedad civil, hilos y tejidos de la Colombia Negra”, realizado en Bogotá, con una participación de 134 personas, conformado por  representantes de la empresa pública, privada y población afro. 

PREGUNTA 29. SEÑAlE EL NUMERO DE MIEMBROS DE GRUPOS ÉTNICOS QUE OCUPAN CARGOS DIRECTIVOS EN LAS INSTITUCIONES DE LA ADMINISTRACION PÚBLICA, INCLUIDA LA RAMA JUDICIAL.   

En virtud de las disposiciones legales que regulan los formatos de hoja de vida no es posible solicitar información relacionada con el grupo étnico al cual pertenece la persona que se va a vincular a un empleo, en ningún nivel incluyendo al directivo. No obstante, dada la relevancia de la información en el tema de la política de empleo, en la actualidad se están construyendo los mecanismos tecnológicos necesarios para capturar dicha información y contemplar la variable étnica.
PREGUNTA 30. SIRVASE INDICAR EL POrCENTAJE DE MINORÍAS ETNICAS QUE TIENE ACCESO A SERVICIO DE ACUEDUCTO Y DE ALCANTARILLADO Y TAmbIEN INDICAR CUAL ES LE PROMEDIO AL NIVEL QUE TIENE ACCESO A TALES SERVICIOS. FAVOR INDICAR CUAL HA SIDO LA EVOLUCIÓN DE ESTAS TASAS DESDE LA ULTIMA REVISIÓN POR PARTE DEL COMITÉ y cuales han sido las medidas especiales que se han tomado para incrementarlas entre la población de minorías étnicas 

En general en el año de 2008, el 86,7% de los hogares colombianos contaba con servicio de acueducto, mientras que el 73,9% de los hogares del país contaba con servicio de alcantarillado.    
ACCESO A SERVICIOS PUBLICOS, PRIVADOS O COMUNALES

[image: image19.emf]
· indigenas
En particular frente a los grupos étnicos, en Colombia no hay registro actualizado de coberturas para estas comunidades; en todo caso, del documento denominado INVENTARIO DE AGUA Y SANEAMIENTO- POBLACIONES INDIGENAS EN COLOMBIA elaborado en el año 2003, se puede remitir la siguiente tabla que resume la información de dicho documento .
	ETNIA
	ACUEDUCTO 
	ALCANTARILLADO

	Awa - Nariño
	De 6 localidades, 4 reportaron tener acueducto por gravedad
	De las 6 localidades, 1 reporta evacuación con letrinas

	Bora  - Guaviare
	En las 2 localidades Bora el abastecimiento es a partir de agua lluvia
	En 1 localidad se cuenta con tazas sanitarias

	Carapana  - Guaviare
	No posee acueducto
	No posee alcantarillado

	Carijona    - Guaviare
	No posee acueducto
	No posee alcantarillado

	Cocama      Amazonas
	No posee acueducto
	19 localidades cuentan con tazas sanitarias

	Curripaco  -  Guaviare
	De 5 localidades, 1 cuenta con acueducto
	No cuenta con alcantarillado

	Desano- Guaviare
	De 7 localidades, 2 cuentan con acueducto
	No cuenta con alcantarillado

	Embera (Caldas, Caquetá, Cauca, Nariño, Valle del Cauca
	El 87% cuenta con acueducto
	74% dispone aguas residuales a través de letrinas y 19% usa redes colectivas.

	Guambiano - Cauca
	100% poseen sistema de acueducto por sistema de gravedad
	No poseen alcantarillado

	Guayabero - Guaviare
	2 de las 4 localidades cuentan con acueducto 
	No cuentan con alcantarillado

	Koreguaje- Caquetá
	1 de 3 localidades cuenta con acueducto
	1 cuenta con letrinas

	Macú-  Guaviare
	No cuenta con acueducto
	No cuenta con alcantarillado

	Miraña  Amazonas
	8 de 9 localidades se abastece mediante captación de agua lluvia
	7 localidades cuentan con tazas sanitarias

	Páez Caquetá, Cauca y Valle del Cauca
	El 85% cuentan con sistema de acueducto 
	59% cuenta con letrinas

	Pasto  Nariño
	El 95% cuenta con alcantarillado
	75% cuenta con letrinas

	Piratapuyo – Caquetá y Guaviare
	No cuentan con acueducto
	No cuentan con alcantarillado

	Puinave   Guaviare
	No cuenta con acueducto
	No cuentan con alcantarillado

	Sikuani  Guaviare
	No cuenta con acueducto
	No cuenta con alcantarillado

	Siriano- Guaviare
	No cuenta con acueducto
	No cuenta con alcantarillado

	Ticuna- Amazonas
	No cuenta con acueducto
	31 localidades utilizan taza sanitaria

	Tucano- Caquetá, Guaviare
	De 5 localidades 1 cuenta con acueducto
	No cuenta con alcantarillado

	Wanano Guaviare
	No cuentan con acueducto
	No cuentan con alcantarillado

	Wayuu- La Guajira
	De 22 localidades, 12 tienen acueducto 
	90% usa letrinas

	Witoto  Amazonas y Caquetá
	De 9 localidades 3 cuentan con acueducto 
	5 localidades cuentan con taza sanitaria

	Wounaan - Chocó
	2 localidades cuentan con acueducto 
	No cuentan con alcantarillado

	Yagua   Amazonas
	En 17 localidades de las 22 se capta agua lluvia
	12 localidades cuentan con taza sanitaria

	Yanacona  Cauca
	100% cuenta con acueducto
	El 100% cuenta con redes colectivas pero no tiene planta de tratamiento

	Yuko- Cesar
	1 de 13 localidades cuenta con acueducto
	1 de 13 cuenta con inodoros y tazas comunitarias

	Zenú Sucre
	De 7 localidades 1 cuenta con acueducto
	6 localidades poseen letrinas


Adicional a esto, si bien es cierto como señalamos anteriormente, no se tienen coberturas actualizadas y pormenorizadas de las comunidades indígenas, le remitimos una tabla en la que se evidencia el total de población indígena por departamento de acuerdo a las cifras del censo 2005 y las coberturas en acueducto y alcantarilladlo de cada uno de los departamentos. 

	Departamentos
	Acueducto
	Alcantarillado
	 

	
	Total con Servicio
	Con Servicio Urbano
	Con Servicio Rural
	Total con Servicio
	Con Servicio Urbano
	Con Servicio Rural
	*Población Indígena Total

	AMAZONAS
	44,1%
	86,0%
	0,0%
	34,8%
	67,7%
	0,0%
	18.673

	ANTIOQUIA
	83,5%
	97,0%
	45,5%
	74,1%
	91,3%
	25,5%
	28.013

	ARAUCA
	61,0%
	88,5%
	12,7%
	32,5%
	50,0%
	1,7%
	3.250

	SAN ANDRES
	71,2%
	73,1%
	66,7%
	19,6%
	24,2%
	8,8%
	62

	ATLANTICO
	92,4%
	94,4%
	64,1%
	64,2%
	67,8%
	12,4%
	28.013

	BOGOTA
	97,8%
	98,0%
	36,3%
	91,3%
	91,6%
	9,1%
	15.033

	BOLIVAR
	68,8%
	86,9%
	27,9%
	33,4%
	46,8%
	3,1%
	2.042

	BOYACA
	62,4%
	97,6%
	39,6%
	39,8%
	90,3%
	7,0%
	5.776

	CALDAS
	83,3%
	98,5%
	50,9%
	75,3%
	94,6%
	34,1%
	38.269

	CAQUETA
	47,1%
	79,6%
	17,7%
	37,1%
	71,6%
	5,8%
	4.781

	CASANARE
	53,8%
	88,8%
	15,8%
	25,8%
	46,7%
	3,0%
	4.060

	CAUCA
	52,9%
	90,0%
	31,3%
	35,0%
	81,5%
	7,9%
	247.987

	CESAR
	72,9%
	95,5%
	33,3%
	38,7%
	57,6%
	5,5%
	44.833

	CHOCO
	24,3%
	39,6%
	14,6%
	9,6%
	22,3%
	1,6%
	41.214

	CORDOBA
	51,9%
	84,4%
	20,9%
	16,2%
	32,4%
	0,8%
	151.064

	CUNDINAMARCA
	69,9%
	94,9%
	44,9%
	50,2%
	88,5%
	11,8%
	7.399

	GUAINIA
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	11.559

	GUAVIARE
	19,8%
	54,4%
	0,0%
	6,1%
	16,8%
	0,0%
	1.990

	HUILA
	81,9%
	97,3%
	58,1%
	61,3%
	89,6%
	17,4%
	10.334

	GUAJIRA
	59,1%
	76,9%
	28,3%
	33,5%
	48,2%
	7,7%
	278.254

	MAGDALENA
	63,8%
	83,1%
	27,3%
	35,9%
	51,5%
	6,3%
	9.045

	META
	66,8%
	89,9%
	26,3%
	61,0%
	87,7%
	14,4%
	8.398

	NARIÑO
	57,6%
	87,9%
	34,0%
	34,5%
	72,2%
	5,2%
	154.776

	NORTE DE SANTANDER
	78,9%
	95,9%
	35,1%
	63,3%
	83,7%
	10,7%
	7.189

	PUTUMAYO
	24,5%
	67,6%
	0,5%
	22,6%
	62,5%
	0,4%
	37.896

	QUINDIO
	96,8%
	99,2%
	83,4%
	90,9%
	95,0%
	68,1%
	2.145

	RISARALDA
	89,9%
	98,6%
	62,7%
	83,7%
	95,4%
	47,5%
	24.667

	SANTANDER
	77,8%
	97,5%
	37,5%
	63,4%
	91,3%
	6,5%
	2.381

	SUCRE
	61,3%
	79,8%
	23,2%
	32,3%
	47,2%
	1,7%
	82.926

	TOLIMA
	76,0%
	97,9%
	42,2%
	59,6%
	89,5%
	13,5%
	55.891

	VALLE DEL CAUCA
	93,6%
	97,8%
	70,8%
	82,3%
	90,1%
	40,0%
	21.845

	VAUPES
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	0,0%
	11.581

	VICHADA
	10,1%
	57,5%
	0,0%
	1,2%
	7,0%
	0,0%
	17.641

	Total general
	78,1%
	94,6%
	38,6%
	61,9%
	82,1%
	13,6%
	 


* Fuente DNP- Plan Nacional de Desarrollo- Censo DANE 2005

· AFROCOLOMBIANOS

De acuerdo con el Censo 2005, para el caso de los Afrocolombianos el 72% contaba con servicio de acueducto frente a 82% para no Afrocolombianos y alcantarillado 56% frente a 75%, como se evidencia en la siguiente gráfica.     
[image: image20.emf]
PREGUNTA 31. sirvanse indicar el porcentaje de la población de minorías étnicas que esta afiliado al sistema de salud y también indicar cual es el promedio al nivel nacional. cual es la tasa de malnutrición y mortalidad infantil entre la poiblación de minorías étnicas y cual es el promedio al nivel nacional. favor indicar cual ha sido la evolución de estas tasas desde la ultima revisión por parte del comité.   En particular el Comité extraña la ausencia de información de medidas especiales y cifras concretas sobre la situación de la población afrocolombianas. Cuáles han sido los procesos de consulta con las minorías étnicas en el desarrollo de la política pública en el ámbito de la salud.

· AFILIACION AL SISTEMA DE SALUD

En el año 2005, para la afiliación al régimen subsidiado, se incluyó dentro de la Base de Datos Única de Afiliados BDUA la variable pertenencia étnica, incluyendo como grupos poblacionales a los pueblos indígenas, la población afrocolombiana y raizal y el pueblo Rom (gitano), lo que permite garantizar la calidad y oportunidad de la información de estos afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, a los regímenes exceptuados del mismo y a planes adicionales de salud, que soporte la definición de políticas de ampliación de cobertura, control de la multiafiliación, control de movilidad entre regímenes y optimización en la asignación de los recursos financieros (Resolución 0195 de 2005 derogada por la Resolución 0812 de 2007 y su anexo técnico).

De otra parte, en el anexo técnico Asistencia Social, Subsistema de Asistencia Social y Subsistema de Parafiscales del Registro Único de Afiliados a la Protección Social RUAF, para salud (régimen subsidiado) se incluye como un campo el código de pertenencia étnica y aparecen como valores indígena, rom, raizal (archipiélago de San Andrés y Providencia), palenquero de San Basilio, negro(a), mulato(a), afrocolombiano(a) o afrodescendiente. El Sistema se encuentra en proceso de implementación.

Por otro lado, se está evaluando dentro del Comité de Registro Individual de Prestación de Servicios de la Dirección General de Planeación y Análisis de Política  - RIPS - del Ministerio la viabilidad de hacer los ajustes en la estructura de la herramienta para incluir las variables de etnia y discapacidad de forma que se puedan visibilizar los servicios de salud a estas poblaciones sin recurrir a cruces de las diferentes fuentes, que generan resultados con inconsistencias.

Desde el año 2006 en el Formato de Ficha Única de Eventos de Interés en Salud Pública del Sistema de Vigilancia Epidemiológica, dentro de la identificación de la población se incluyó el campo de pertenencia étnica y dentro de éste se encuentra la opción de afrocolombianos. 

De otra parte, en el marco de la Agenda de Conectividad, que es el programa del Ministerio de Comunicaciones, encargado de impulsar el uso y masificación de las Tecnologías de Información y Comunicación -TIC- como herramienta dinamizadora del desarrollo social y económico del país, se hizo la estandarización de las variables que todos los sistemas de información del Estado debe contener, tomando como referente las variables definidas en el Censo Nacional DANE; en ese contexto, y teniendo en cuenta que en el formulario censal se encuentra la pregunta de autoreconociemiento étnico, estas variables deberán estar incluidas en dichos sistemas de información.

A diciembre de 2008, 1.132.657 indígenas se encuentran afiliadas al régimen subsidiado de salud.

· Malnutrición y mortalidad Infantil entre la población de minorías étnicas y cual es el promedio a nivel nacional
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF-  viene adelantando desde  el año 2006 un sistema de  vigilancia y seguimiento al estado nutricional de los niños y niñas usuarios de los programas  destinados a la atención  a la primera infancia (Hogares  Comunitarios de Bienestar en sus distintas modalidades, FAMI’s, Programa de Recuperación Nutricional y Hogares Sustitutos); si bien esta información no es representativa para el total de la población constituye  una aproximación desde  el punto de vista institucional a la situación nutricional de los niños y niñas  pertenecientes a las minorías étnicas.

La metodología utilizada para el desarrollo del sistema de seguimiento nutricional, toma como base las acciones especificadas en los lineamientos de cada uno de los programas incluidos en el sistema, en donde se especifica que se debe tomar peso y talla a todos los niños usuarios, al menos cuatro veces al año.  La información es reportada de las unidades de atención a los centros zonales, donde es sistematizada y enviada a la regional quienes envían la información a la sede nacional para la consolidación final de cada uno de los programas.

A pesar de que se analizan los indicadores de peso/talla y talla/edad, se ha definido como indicador trazador el primero (peso/talla), por ser el más sensible a cambios en la alimentación y porque además su déficit extremo puede llegar a ser un riesgo en la vida de los niños, sin embargo, es importante tener en cuenta que también se ve muy influenciado por la presencia de enfermedades infecciosas.
 

Los resultados obtenidos para el año 2008 arrojaron que para el primer trimestre de 2008, los afrodescendientes tienen los mayores porcentajes de desnutrición aguda (7.9%), riesgo (17.1%) y Sobrepeso (10.2%).

Por su parte el menor porcentaje de desnutrición aguda lo reportan los niños y niñas valorados de la etnia Nasa (Paéz) con 4.6%, seguidos de los reportados como No indígenas con 4.9%. Los Kubeo y No indígenas reportan los porcentajes más bajos de Sobrepeso, con 6.4%; no obstante, las cifras tanto de desnutrición aguda como de Exceso de peso superan las prevalencias nacionales.

Se resalta el caso de los niños y niñas reportados de la etnia Wayuú para el segundo trimestre de 2008, donde la prevalencia de desnutrición aguda es del 9.3%, el riesgo de 11.7% y el Sobrepeso del 21.1%; superando los porcentajes de los niños y niñas de las demás etnias.

Estos datos indican que la presencia simultánea tanto de bajo peso para la talla como de exceso de peso también afecta a los niños y niñas indígenas valorados; lo cual requiere de intervenciones oportunas para evitar la transición nutricional, como se le denomina a este fenómeno.
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En relación a la prevalencia de desnutrición crónica por grupos étnico, se observa que los grupos más afectados son los Wayuu, Piapoco y Sikuani. En el caso de los  Wayuu quienes se ubican principalmente en La Guajira, se observa que esta regional presenta el mayor porcentaje de retraso en el crecimiento. Para el caso de Piapoco y Sikuani para quienes se reporta información en su mayoría para la seccional de Guainía, también coincide en la alta prevalencia de desnutrición crónica de ésta.


Al revisar los resultados inter anuales se observa cómo se presenta un evolución positiva del estado nutricional de los niños indígenas  atendidos a través de los programas ICBF, cabe aclarar que  la mejora del estado nutricional se considera como una mejora en el puntaje Z-Score,  lo que no implica que  se encuentren en un estado nutricional adecuado. 

En comparación con el total de niños y niñas evaluados se observa  que para el año 2008 el porcentaje de mejora es más alto para los niños indígenas:

	Indicador
	2006.
	2007.
	2008.

	Porcentaje de niños y niñas con desnutrición aguda o riesgo,  atendidos por el programa de hogares comunitarios de bienestar y hogares infantiles, que mejoran su estado nutricional.
	88,8%
	89,4%
	90,0%

	Porcentaje de niños indígenas menores de 5 años con desnutrición aguda o riesgo,  atendidos por el programa de hogares comunitarios de bienestar y hogares infantiles, que mejoran su estado nutricional.
	85,6%
	84,9%
	91,2%


Si bien se observan variaciones en los resultados según las distintas etnias analizadas, es  evidente el aporte de los programas del ICBF en la mejora de la situación nutricional de este grupo de población.

Por otra  parte  y con el ánimo de  atender la problemática de desnutrición en niños y niñas menores de  cinco años  y disminuir las cifras de mortalidad por esta, el ICBF ha implementado Unidades de Recuperación Nutricional – UARNUPI, las  cuales se encuentran ubicadas en departamentos cuya población es predominantemente perteneciente a minorías étnicas, así:

	No
	DEPARTAMENTO
	No UAIRNUPI FUNCIONANDO
	MUNICIPIOS FUNCIONANDO
	UNIDADES POR ABRIR Y/O PROYECTADAS

	1
	AMAZONAS
	1
	LETICIA
	Corregimiento de Tarapaca y Municipio de Puerto Nariño

	TOTAL AMAZONAS
	1
	
	2

	4
	CHOCO
	
	ITSMINA
	ALTO BAUDO

	
	
	
	QUIBDO
	TABOR-TADO

	
	
	
	RIOSUCIO
	

	TOTAL CHOCO
	3
	
	2

	5
	GUAJIRA
	8
	
	

	
	
	
	DIBULLA
	

	
	
	
	FONSECA
	

	
	
	
	
	MAICAO

	
	
	
	HATONUEVO
	

	
	
	
	MANAURE
	

	
	
	
	NAZARET
	

	
	
	
	RIOHACHA
	

	
	
	
	SAN JUAN DEL CESAR
	

	
	
	
	
	URIBIA

	
	
	
	VILLANUEVA
	

	TOTAL GUAJIRA
	8
	
	2

	6
	CESAR
	5
	
	CURUMANI

	
	
	
	CODAZZI
	ASTREA

	
	
	
	CHIMICHAGUA
	

	
	
	
	PUEBLO BELLO
	

	
	
	
	VALLEDUPAR
	

	
	
	
	AGUACHICA
	

	TOTAL CESAR
	5
	
	2

	7
	CAUCA
	1
	
	GUAPI

	
	
	
	CALDONO
	

	TOTAL CAUCA
	1
	
	1

	8
	RISARALDA
	
	
	MISTRATO

	
	
	
	
	DOS QUEBRADAS

	
	
	1
	PUEBLO RICO
	LA VIRGINIA

	
	
	
	
	QUINCHIA corregimiento de Irra

	TOTAL RISARALDA
	1
	
	4

	9
	NARIÑO
	
	
	TUMACO

	
	
	
	
	DIVISO Corregimiento de BARBACOAS

	
	
	
	
	CHARCO

	
	
	
	
	CUMBITARA

	TOTAL NARIÑO
	0
	
	4

	10
	MAGDALENA
	
	
	SAN ANGEL

	
	
	
	
	

	TOTAL MAGDALENA
	0
	
	1


· CONSULTA POLÍTICA PÚBLICA EN EL AMBITO DE SALUD 

En materia de definición de políticas y específicamente en el ámbito de la protección social, desde el año 2004 el Ministerio de la Protección Social viene trabajando con miras a la formulación de una política de protección social en salud con y para los grupos étnicos del país (indígenas, afrocolombianos, gitanos, raizales); para ello, se generaron espacios de discusión a nivel nacional con representantes de los distintos grupos, para presentar, ajustar y validar una propuesta metodológica elaborada por el Ministerio para la formulación de la política de protección social y para la recolección de la información del diagnóstico y caracterización de la situación de salud la población.

En estos eventos se acordó la necesidad de realizar espacios regionales de discusión de dicha propuesta y de definición de acciones para el levantamiento del diagnóstico, para que luego los representantes de los distintos grupos étnicos socializaran al interior de sus comunidades las discusiones allí adelantadas y procedieran a recolectar la información del diagnóstico, tomando como base el documento de Metodología de concertación para el diseño de una política de protección social en salud para grupos étnicos en Colombia, ya ajustado y aprobado. 

En los eventos regionales se acordó que la información de diagnóstico y caracterización se remitiría al Ministerio de la Protección Social para su consolidación; proceso que se adelantó durante los años 2006 y 2007. Esta información les sería devuelta a los grupos para su revisión, generando nuevamente espacios regionales de discusión para su ajuste y validación, con miras a identificar, conjuntamente con los representantes de los grupos étnicos, las problemáticas prioritarias en salud y sus respectivas estrategias de intervención, con un enfoque integral, intercultural y diferencial. 

El proceso se llevó a cabo durante el segundo semestre del 2008 y el primer semestre del 2009, así: 

· Para el caso de la población afrocolombianas y gitana (Rom) , en el mes de octubre de 2008 se generó un espacio de discusión con representantes de dichos grupos donde se analizó el estado de avance de las acciones adelantadas en el marco de la definición de lineamientos de política de protección social en salud, se definieron necesidades y problemáticas en salud, y se elaboró un plan de acción para desarrollar en el año 2009.
· En el mes de abril de 2009 se llevó a cabo con la población indígena, la validación de la información de diagnóstico y caracterización de la situación de salud, la identificación de problemáticas y la definición de líneas estratégicas de intervención de las mismas bajo un enfoque diferencial.

De otro lado, los desarrollos legislativos y de política relacionados con atención integral a la población en situación de desplazamiento interno forzado, reconocen la necesidad de realizar atención especial a las comunidades negras e indígenas sometidas al desplazamiento en correspondencia con sus usos y costumbres, y propiciando el retorno a sus territorios. Así, el Plan Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, adoptado mediante el Decreto 250 de 2005, establece como uno de sus principios rectores el enfoque diferencial en la formulación y desarrollo de las actividades que operan el Plan, teniendo en consideración las características de la población sujeto o grupos involucrados en la atención, en términos de género, edad y etnia, así como sus patrones socioculturales.

En ese contexto, dentro de la estrategia de formulación de políticas, y tomando como base la directriz o política de atención diferenciada para la población indígena en situación de desplazamiento, el Ministerio de la Protección Social estuvo trabajando en el diseño de un documento-ruta que explicara de forma sencilla la ruta a seguir por la persona de un grupo étnico en situación de desplazamiento para su inclusión en el SUR, que contribuyera a la difusión de los deberes y derechos de esta población considerados entre los más vulnerables y que brindara la información necesaria que les permitiera hacer exigible la protección integral y conocer las acciones institucionales para la atención y solución a su problemática. 

Ruta que una vez discutida con la Mesa de Desplazados Indígenas de la ONIC, en el mes de enero de 2006 fue puesta a prueba con una muestra de desplazados indígenas y afrocolombianos ubicados en la ciudad de Bogotá, y actualmente se encuentra en proceso de difusión, para que se convierta en el referente para otras ciudades receptoras de población desplazada, con el fin de clarificar y facilitar el acceso a los servicios de salud.

Además, el Ministerio de la Protección Social durante los años 2006 y 2007 recolectó información de diagnóstico y caracterización sobre la situación y estado actual de las condiciones de salud y bienestar y las necesidades en salud de la población de grupos étnicos en situación de desplazamiento y ubicados en zonas de frontera, así como el acceso y calidad del acceso a la prestación de los servicios. Se seleccionaron 39 municipios receptores de población desplazada y 45 municipios fronterizos. Información que será puesta a consideración y validación de la población indígena y afrocolombianas durante el año 2009.

Así mismo, con miras a dar cumplimiento a los convenios que el Estado ha suscrito y a las conferencias internacionales en las cuales ha participado, en el contexto de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), así como de los planteamientos expresados por instituciones tales como, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), y particularmente a la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, se vio la necesidad de elaborar un documento que recopilara y analizara las normas que protegen los derechos y deberes de los grupos étnicos en Colombia y que permitiera generar acciones claras que faciliten de manera sistematizada la implementación y difusión de políticas efectivas para la protección social de los miembros de estos. En ese sentido, actualmente se cuenta con un documento de deberes y derechos de los grupos étnicos en el marco de la protección social, el cual se ha venido distribuyendo a lo largo y ancho del país, y que ha servido de material de consulta para la capacitación a las entidades territoriales y representantes de los grupos étnicos en materia de los derechos y deberes que tienen para lograr su participación efectiva dentro del sistema de salud.

De otra parte, en los Planes Nacionales de Desarrollo 2003-2006 Hacia un Estado Comunitario y 2006-2010 Estado Comunitario Desarrollo para Todos, se han incluido acciones para construir equidad social, consolidando un sistema de protección social comprometido con los sectores más vulnerables de la sociedad, dentro de los cuales se incluye a los grupos étnicos. Así, el presente Gobierno, mediante Ley 1151 de julio 24 de 2007, establece como uno de sus objetivos una política que tenga en cuenta, entre otras cosas, la formulación de programas específicos en relación con los grupos étnicos y las relaciones interculturales, para lo cual se desarrollaran estrategias generales y específicas para beneficio de todos los grupos étnicos (indígenas, afrocolombianos, raizales y gitanos o rom) que respondan a las características culturales de cada grupo. Las estrategias generales estarán orientadas a mejorar la capacidad institucional para la atención de los grupos étnicos a nivel nacional y territorial; desarrollar procesos interculturales que permitan la articulación de planes, programas y proyectos que busquen mejorar sus condiciones de vida; y desarrollar sistemas de información que incluyan indicadores y variables étnicas como soporte para la formulación y evaluación de políticas.

Finalmente vale mencionar en lo relacionado con Seguridad Social en salud y específicamente en promover la afiliación del grupo poblacional de afro descendientes  al Régimen Subsidiado el Acuerdo 319 del 2005 el cual señala, en su aparte pertinente:
 

"ARTÍCULO PRIMERO.- Ampliación de cobertura para la población afrocolombiana. Se asignarán recursos para la afiliación de la población afrocolombiana residente en los municipios con predominio de población afrodescendiente, clasificada en los niveles I y II del Sisbén, en los municipios determinados en el documento Conpes 3310. El Fosyga cofinanciará el 20% adicional sobre el porcentaje de la matriz de cofinanciación  que resulta de aplicar los criterios señalados en el artículo 1, literal A, numeral 1 del Acuerdo 301."

PREGUNTA 32. Sírvase indicar la tasa de analfabetismo entre la población de minorías étnicas según datos por sexo y edad y cual es el porcentaje de inscripción a educación primaria y secundaria de dichas poblaciones. Con referencia a las observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño de 2006 (CRC/C/COL/CO/3, Párrafos 76-77) y las recomendaciones  emitidas por la relatora sobre el Derecho a Educación después de su misión a Colombia en 2003 (E/CN.4/2004/41/Add.2), sírvase indicar cuales son las medidas especiales que el Estado parte ha tomado para eliminar costos y cumplir con el deber de garantizar la enseñanza primaria gratuita para todos. Sírvase indicar datos actualizados sobre la asignación presupuestaria para la política de etnoeducación, cuantos maestros son contratados por parte de esta política y en cuantos idiomas indígenas se brindan educación. Sírvase indicar si existen evaluaciones sobre los resultados y los avances en términos de acceso a todos los niveles de educación de niños y niñas pertenecientes a grupos étnicos.

Según el DANE y de acuerdo al Censo General de 2005, la población conciliada es 42’888.592, de esta población la tasa de analfabetismo nacional es 8,4% entre el rango de los 5 a 15 años.  
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Para reportar la tasa de analfabetismo por grupo étnico, el MEN retoma los resultados del Censo de 2005 del DANE, aunque el DANE no realiza proyecciones de población para estos grupos minoritarios, el MEN tiene información sobre tasas de asistencia por rangos de edad y grupo étnico.  

TASA DE ANALFABETISMO PARA LA POBLACIÓN DE 15 AÑOS Y MÁS POR PERTENENCIA ÉTNICA - CENSO 2005

	Sabe leer y escribir
	Pertenencia Étnica

	
	Indígena
	Rom
	Raizal de San Andrés y Providencia
	Palenquero
	Negro (a), mulato, afrocolombiano
	Ninguno de los anteriores
	No Informa
	Total

	 SI
	591.981
	3.387
	20.484
	4.070
	2.519.161
	22.609.689
	67.772
	25.816.544

	 NO
	237.664
	222
	549
	1.299
	319.035
	1.809.299
	7.089
	2.375.157

	 No Informa
	12.272
	48
	8
	4
	6.793
	18.605
	495.133
	532.863

	 Total
	841.917
	3.657
	21.041
	5.373
	2.844.989
	24.437.593
	569.994
	28.724.564

	% analfabetismo
	28,6%
	6,2%
	2,6%
	24,2%
	11,2%
	7,4%
	9,5%
	8,4%


Fuente: Cálculos MEN con base en Censo General de población 2005 - Información Básica - DANE – Colombia

TASA DE ANALFABETISMO PARA LA POBLACIÓN DE 15 A 24 AÑOS  POR PERTENENCIA ÉTNICA  CENSO 2005
	Sabe leer y escribir
	Pertenencia Étnica

	
	Indígena
	Rom
	Raizal de San Andrés y Providencia
	Palenquero
	Negro (a), mulato, afrocolombiano
	Ninguno de los anteriores
	No Informa
	Total

	 SI
	212.389
	865
	6.010
	1.374
	789.944
	6.199.749
	32.766
	7.243.097

	 NO
	45.083
	43
	85
	92
	37.487
	150.960
	1.159
	234.909

	 No Informa
	3.812
	9
	-
	1
	1.645
	3.829
	88.291
	97.587

	 Total
	261.284
	917
	6.095
	1.467
	829.076
	6.354.538
	122.216
	7.575.593

	% analfabetismo
	17,5%
	4,7%
	1,4%
	6,3%
	4,5%
	2,4%
	3,4%
	3,1%


Fuente: Cálculos MEN con base en Censo General de población 2005 - Información Básica - DANE – Colombia

Es importante tener en cuenta que la mayoría de culturas étnicas son ágrafas y que la referencia a analfabetas tiene que ver con la lectura y escritura en castellano. La mayoría tiene sus asentamientos poblacionales en zonas difícil acceso y de dispersión poblacional, situación que amerita una atención diferencial para que se implemente a través de las Secretarías de Educación certificadas acciones pertinentes para su atención. 
Para los estudiantes de estos pueblos que están en extraedad el MEN implementa modelos educativos flexibles buscando garantizar la inclusión, acceso educativo y permanencia de los niños, niñas y jóvenes con características de vulnerabilidad al sistema educativo. Con ellos se da continuidad a la oferta educativa desde preescolar hasta la media y se atiende con calidad las necesidades educativas específicas de una población determinada. Durante el 2008 se atendieron con modelos como Escuela Nueva, Posprimaria, Aceleración del Aprendizaje, Telesecundaria, SER, SAT, Preescolar Escolarizado y Semiescolarizado, Círculos del Aprendizaje y Grupos Juveniles Creativos.
La ejecución de la segunda fase del Programa de Fortalecimiento de la Cobertura con Calidad para el Sector Rural comenzó durante el último trimestre de 2008. El Ministerio ha venido apoyando a los departamentos y municipios certificados en la formulación y ajustes de planes de educación rural integrales que contemplen todos los ejes de política educativa. A la fecha siete planes han sido viabilizados y se están adelantando las negociaciones con cada entidad para acordar los aportes conjuntos sobre las intervenciones aprobadas. Se espera cerrar el año con quince planes adicionales viabilizados e iniciando ejecución. Adicionalmente, durante los próximos meses iniciará el mejoramiento de la adaptación de Escuela Nueva para la población del litoral pacífico y de los modelos para básica secundaria, Posprimaria y Telesecundaria. De otra parte el MEN ha iniciado la construcción de modelos de educación de adultos en lenguas indígenas iniciando con los Wayuu del Departamento de la Guajira, entre otros.

Es importante señalar, que los procesos de recolección y sistematización de información específica de la grupos étnicos, son procesos recientes en los cuales el MEN está empeñado en fortalecer a través de la aplicación de la Resolución 166 para obtener datos que permitan identificar en los registros de matrícula su particularidad étnica y cultural, labor que se ha dificultado por los siguientes factores: débiles procesos de autoreconocimiento de la grupos étnicos, dificultad que tienen los encargados de recoger la información a nivel territorial para identificar el carácter étnico de esta población, insuficiente información oficial en las instituciones del Estado y desconocimiento de la legislación especial para los grupos étnicos y su efectiva aplicación articuladamente con la legislación ordinaria.

En el desarrollo de la política de la Revolución Educativa, el diseño y ejecución del  Plan Sectorial 2002-2006 y 2006-2010, el MEN adicionalmente a las estrategias educativas contempladas en dicho plan, implementa técnica y financieramente la formulación y puesta en marcha de los proyectos de etnoeducativos para grupos étnicos: Indígena, Negra, Afrocolombiana, Raizal, Palenquera y Rom (Gitanos). La atención educativa a los grupos étnicos tiene como responsables directos a las Entidades Territoriales, las Instituciones y Centros Educativos, que a través de las Secretarías de Educación deben proponer acciones de manera concertada con los representantes de las etnias, para lograr un mayor acceso y cubrimiento en el sistema educativo de estas poblaciones, velando por el cumplimiento de las Leyes, Decretos, Reglamentos y Directivas que rigen para su atención, garantizando la autonomía de estos pueblos de manera que se les permita, entre otras, proponer Proyectos y Modelos de Etnoeducativos Propios, acordes con sus usos y costumbres y “Planes de Vida”. De otra parte se prevé la permanencia de de esta poblaciones en el sistema educativo a través de la articulación de programas intersectoriales como Familias en Acción, ICBF, SENA, Red Juntos, entre otros; así como el acceso a la educación superior mediante becas y prestamos condonables.

Es de resaltar que el MEN inicia procesos de atención a la primera infancia donde se desarrolla un programa piloto con la Comunidad Guambiana del Departamento de Cauca, que gradualmente se implementará con los demás pueblos de manera concertada.

TASA DE ASISTENCIA PARA LA POBLACIÓN EN EDAD ESCOLAR DE 5 A 16 AÑOS  POR PERTENENCIA ÉTNICA - CENSO 2005

	Asiste a una institución educativa
	Pertenencia Étnica

	
	Indígena
	Rom
	Raizal de San Andrés y Providencia
	Palenquero
	Negro (a), mulato, afrocolombiano
	Ninguno de los anteriores
	No Informa
	Total

	 SI
	258.036
	750
	7.197
	1.506
	958.300
	7.347.682
	55.214
	8.628.685

	 NO
	130.151
	158
	568
	241
	168.482
	1.169.341
	5.027
	1.473.968

	 No Informa
	19.502
	43
	7
	-
	7.388
	13.143
	147.821
	187.904

	 Total
	407.689
	951
	7.772
	1.747
	1.134.170
	8.530.166
	208.062
	10.290.557

	% asistencia
	66,5%
	82,6%
	92,7%
	86,2%
	85,0%
	86,3%
	91,7%
	85,4%


      Fuente: Cálculos MEN con base en Censo General de población 2005 - Información Básica - DANE - Colombia
 EVOLUCIÓN DE MATRÍCULA POR GRUPO ÉTNICO 2007 – 2008 – 2009 

	Poblaciones
	2007
	2008*
	2009**

	Indígenas
	319.226
	331.463
	343.676

	Afrocolombianos
	463.352
	485.168
	474.067

	ROM
	396
	756
	228

	Otras etnias
	393
	1.256
	2.737

	Total
	783.367
	818.643
	820.708


 Fuente: MEN.  Oficina Asesora de Planeación y Finanzas  

* matrícula final recolectada sin descuentos de auditorías
 ** corte preliminar 15 de mayo de 2009

La estadística de la evolución de la matrícula para grupos étnicos muestra que se ha ido ampliando cobertura gradualmente, en desarrollo de la política etnoeducativa del MEN, en la mayoría de los casos se implementa una atención con pertinencia, ya que han tenido acompañamiento o por parte del MEN o de la Secretarías de Educación de acuerdo a las Alianzas Interinstitucionales (MEN – Secretarías de Educación - Organizaciones Indígenas) en la construcción colectiva de los Proyectos Etnoeducativos.

Con respecto a las medidas para implementar la gratuidad educativa, durante el 2008 la Nación giró recursos adicionales del Sistema General de Participaciones para Educación “SGPE” a los Departamentos y Municipios Certificados, transfiriendo 30.000 pesos por estudiante atendido de Sisben 1 y 2
, en situación de desplazamiento o perteneciente a comunidades étnicas, en el 2008 del total de matrícula oficial de 9’290.230 se beneficiaron 4.598.071 estudiantes con una inversión de 137.942 millones de pesos. En el 2009 del total de matrícula oficial de 9’369.786 se realizó una distribución preliminar de 33.000 pesos para estudiantes de preescolar y básica y $60.000 para los de media, beneficiando a 1.932.473 estudiantes con una asignación inicial de 40.319 millones de pesos. Antes de finalizar el primer semestre se realizará la asignación faltante. Del total de alumnos atendidos en 2009, el 62% (5.827.666) corresponde a población vulnerable, es decir, población rural, de frontera, con necesidades educativas especiales, en situación de desplazamiento, indígenas y Sisben 1 y 2. Los 343.676 matriculados indígenas reciben gratuidad.

En referencia a los docentes contratados para atender grupos étnicos,  es importante aclarar que la contratación para la prestación del servicio educativo se realiza de acuerdo con las modalidades establecidas en el Decreto 2355 de 2009, los resultados que a continuación se remiten son cálculos realizados y estimados por el MEN según un promedio por tipo de población.

PRESTACIÓN DEL SERVICIO EDUCATIVO A TRAVÉS DE LA CONTRATACIÓN
	Pertenencia Étnica
	Matrícula contratada 2009*
	No. Docentes **

	Indígenas
	36.749
	1.670

	Negritudes
	63.318
	2.111

	ROM
	17
	 

	No informa
	201
	 

	No aplica
	869.346
	 

	Total
	969.631
	 3.771


 
* Corte de matrícula registrada SINEB 15 de mayo de 2009, Oficina Asesora de Planeación y Finanzas

** Promedio número de estudiantes por docente: 22  Indígenas y  30 Negritudes

PREGUNTA 33. El Comité observa que las medidas para proteger los derechos de minorías se han presentado por virtud de fallos de acción de tutela y decisiones de constitucionalidad. Por favor señale al Comité otros mecanismos dispuestos por la legislación constitucional, civil. Laboral, ambiental, de carácter judicial y cuasi judicial que se prevean para la protección de derechos de los pueblos indígenas y comunidades afrocolombianas. Especialmente, indique cuales de estos mecanismos pueden ejercerse frente a autoridades de orden local.

Es importante advertir que las medidas y mecanismos previstos en la Constitución y las leyes para la protección de derechos de los pueblos indígenas tienen una cobertura nacional. Es decir, se puede acudir a las autoridades locales según su competencia para poder reclamar la garantía de sus derechos. Desde lo judicial, están previstos los jueces municipales, ante los cuales, entre otras más acciones, se puede interponer las acciones de tutela, el Ministerio Público está representado a nivel local por las Personarías Municipales, que tienen entre otras funciones la de Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las ordenanzas, las decisiones judiciales y los actos administrativos, promoviendo las acciones a que hubiere lugar, en especial las previstas en el artículo 87 de la Constitución y la de defender los intereses de la sociedad. Adicionalmente, los alcaldes, máximas autoridades del ejecutivo a nivel municipal, tienen el deber fundamental de cumplir y hacer cumplir  la Constitución y las Leyes, y éstos están sometidos al control del Ministerio Púbico, entes fiscalizadores e instancias judiciales. 
Adicionalmente, desde lo legislativo, como se indicó en la primera pregunta, es necesario señalar que dentro de las medidas legislativas que se pretende adoptar, el Gobierno Nacional está impulsando el proyecto de ley “Por la cual se promueve el derecho a la participación y a la igualdad de oportunidades de la población negra, afrocolombianas, raizal y palenquera y se dictan otras disposiciones, por medio del cual se busca garantizar condiciones efectivas de igualdad y buscar una participación efectiva de estos grupos étnicos en los niveles, nacional y territorial”.

De igual manera, el Gobierno Nacional viene trabajando en la elaboración del proyecto de ley estatutaria por medio del cual se busca reglamentar el proceso de consulta previa.  Con este proyecto se reglamentará un proceso que no se encontraba claramente definido por la ley, elevando a la categoría de derecho fundamental el proceso de consulta previa, lo cual constituye un avance en materia de grupos étnicos, habida cuenta que se tendrá una herramienta legal eficaz que defina los términos y condiciones de este procedimiento.

De otra parte, previo a la declaratoria de inexequibilidad de la Ley 1152 de 2007, se podía emplear el procedimiento previsto por el  Decreto 768 de 2008, que señalaba un procedimiento para la Protección de los Bienes colectivos pertenecientes a grupos étnicos y que fueron abandonados a causa de la violencia.  No obstante, con la declaratoria de inexequibilidad organismos como el Ministerio del Interior y de Justicia quedaron sin competencias para adelantar estos procedimientos. 

PREGUNTA 34. Sírvase indicar las medidas que se ha tomado para combatir estereotipos racistas en el sistema educativo e incluir información sobre la historia y cultura de las minorías étnicas en el currículum escolar. Cuál ha sido la participación de las comunidades indígenas y afrocolombianas en su diseño e implementación y si se ha realizado una evaluación de dicha política y cuáles fueron los resultados.

En Colombia, la oferta etnoeducativa tiene como finalidad afianzar los procesos de identidad propios, (conocimiento, socialización, protección y uso adecuado de la naturaleza, sistemas y prácticas comunitarias, uso de lenguas vernáculas, formación docente e investigación en todos los ámbitos de la cultura) con acciones de reflexión permanentes y construcción colectiva a partir de los Proyectos Educativos Comunitarios – PEC y de los Proyectos Etnoeducativos - PE, que permiten el reconocimiento y la preservación de las autonomías culturales.

Se han apoyado, formulado e implementado de manera participativa y concertada 36 Procesos Etnoeducativos entre el 2003 y el 2008; y se proyecta apoyar entre el 2009 y 2010, 24 Procesos Etnoeducativos. En este sentido, se han beneficiado 3.613 docentes y directivos docentes etnoeducadores de 488 establecimientos educativos y aproximadamente 112.000 estudiantes.

La atención educativa a estas poblaciones se brinda en las entidades territoriales desde el nivel preescolar hasta la educación media y superior, en instituciones de educación formal y/o comunitaria con los apoyos pedagógicos requeridos. La prestación del servicio etnoeducativo para estas poblaciones se fundamenta en los principios de la interculturalidad, integración social y educativa, desarrollo humano, oportunidad, equilibrio y soporte técnico, utilizando estrategias, metodologías e instrumentos que respondan a las necesidades de la población en mención. Es fundamental que la elaboración del currículo, el desarrollo de indicadores de logro y la definición de los logros específicos, así como de competencias básicas, consideren la diversidad cultural y lingüística a través de los proyectos pedagógicos de investigación cultural y lingüística que permita la definición del sistema de escritura de las lenguas y la evaluación permanente tanto de los procesos como del rendimiento escolar para que sea consecuente con las características de los estudiantes. 

El Ministerio de Educación Nacional –MEN-, de acuerdo a la Ley General de Educación de 1994, no publica textos ni impone currículos escolares; las Instituciones Educativas tienen la autonomía parta decidir y construir el PEI de acuerdo al entorno sociocultural de la Comunidad Educativa, razón por la cual las Instituciones Educativas que atienden poblaciones de grupos étnicos tienen la posibilidad de construir autónomamente el contenido de los Proyectos Etnoeducativos “PE”. No obstante, el MEN ha publicado dentro de la serie de lineamientos curriculares, la Cátedra de Estudios Afrocolombianos “CEA”; la cual aborda de manera general una interpretación hacia el reconocimiento y respeto a la diversidad étnica de este pueblo, avanzando en el proceso de construcción conceptual y de desarrollo de la etnoeducación en Colombia; así como en los aspectos teóricos, pedagógicos y temáticos de la Cátedra y en el acercamiento al significado histórico, geográfico, político y cultural del grupo poblacional afrocolombiano. Ha adelantado una serie de acciones tendientes a promover la CEA, entre la cuales podemos resaltar las siguientes:

a. Elaboración, concertación, publicación y distribución de 23.000 ejemplares de lineamientos para la Cátedra de Estudios Afrocolombianos.

b. Reedición de la Cátedra de Estudios Afrocolombianos con la distribución de 3.625 ejemplares en 20 entidades territoriales, universidades, centros de investigación, bibliotecas y organizaciones afrocolombianos.

c. Publicación de la Normatividad Básica para Etnoeducación, con un tiraje de 4 mil ejemplares: Decreto 804 de 1995, reglamenta la atención educativa a grupos étnicos, la Directiva Ministerial No. 08 de 2003 que orienta el proceso de reorganización de entidades territoriales que atienden población indígena y la Directiva Ministerial No. 011 de 2004 que orienta la prestación del servicio educativo en entidades territoriales que atienden población afrocolombiana y raizal.
d. Elaboración y publicación del Atlas Etnográfico Afrocolombiano en página Web http://www.colombiaaprende.edu.co/html/etnias/1604/channel.htmlo. Este material contiene aspectos históricos, literatura oral y escrita afrocolombiana, gastronomía, las relaciones de la gente afrocolombiana con su entorno, el arte, el hábitat y la arquitectura, la música, los instrumentos musicales propios de estos pueblos, las danzas, las fiestas religiosas y los carnavales, su participación en el deporte y su situación actual. 
e. La existencia de políticas y programas que promuevan, para todas las escuelas del país, un currículum con el uso de metodologías y materiales que valoren la historia y cultura afrolatinoamericana y afrocaribeña,  y que estén libres de estereotipos; las leyes buscan promover una educación hacia la superación de la discriminación y hacia la valoración de la cultura afrolatinoamericana y afrocaribeñas.

f. Realización de Mesas Regionales de la Etnoeducación en las que se trabajan entre las Secretarías de Educación, el MEN y las Organizaciones Indígenas para construir, revisar y fortalecer los procesos etnoeducativos en las regiones. 

g. Concertación del decreto 2406 de 2007 sobre la conformación de la Comisión de Trabajo y Concertación de la Educación Para los Pueblos Indígenas “CONTCEPI”: Para la concertación de la política etnoeducativa, se han realizado doce (12) encuentros, entre abril de 2007 y Abril de 2009.

De otra parte, el MEN viene construyendo la política de atención a las poblaciones afrodescendientes a través de la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras CPN , realizando 22 reuniones entre el 2005 y 2009.

Por otra parte, la política educativa actual ofrece a la comunidad educativa un referente de lineamientos y estándares en Ciencias Sociales, así como una propuesta de  formación de competencias ciudadanas más específicamente en el ámbito de “Pluralidad, identidad y valoración de la diferencia”. 

El punto de partida es la identificación de las poblaciones étnicas dentro y fuera del sistema escolar y la asignación dentro de las Secretarías de Educación de personas responsables del manejo del tema etnoeducativo tanto en los aspectos administrativos como pedagógicos. 

Las Escuelas Normales Superiores y las Instituciones de Educación Superior con facultades de etnoeducación,  algunas han incluido en sus currículos y planes de estudio la temática de la diversidad cultural de los estudiantes que pertenecen a las diferentes etnias, teniendo en cuenta los ritmos de aprendizaje y las características étnicas, culturales, lingüísticas y ambientales, de cada región y comunidad. 

Para el seguimiento y evaluación las secretarías de educación tendrán en cuenta la concertación con las comunidades o sus representantes definiendo la periodicidad, los planes y estrategias de mejoramiento cuantitativo y cualitativo de los procesos pedagógicos, identificando los avances, logros y dificultades, definiendo indicadores de proceso y resultado. Con el apoyo del Ministerio de Educación Nacional, construirán los procesos de acompañamiento y evaluación en la atención a las poblaciones étnicas con el fin de valorar la ejecución de los procesos pedagógicos y garantizar la participación de las comunidades.

35. sírvase indicar si los miembros de las comunidades y pueblos indígenas y afrocolombianos han sido consultadas en la preparación del presente informe y si fuese el caso, bajo qué modalidad y en que contexto   

Para efectos de la elaboración del informe se consultó con información de diversas fuentes incluidas de la sociedad civil. Adicionalmente, el Gobierno Nacional y el Estado en general tiene en diversos escenarios una permanente interacción con los diversos grupos étnicos, en los cuales se provee información valiosa para la elaboración de los diversos informes del Estado.   









� La región del Pacífico la conforman 46 municipios de los departamentos de Valle, Antioquia, Cauca, Chocó y Nariño, de los cuales 30 corresponden al Chocó: Acandí, Unguía, Río Sucio,  El Carmen de Atrato, Bagadó, Quibdó, Medio Atrato, Atrato, Bojayá, Juradó, Bahía Solano, Nuquí, Litoral del San Juan, Bajo Baudó, Medio Baudó, Alto Baudó, San José del Palmar, Istmina, Tadó, Novita, Condoto, Sipí, Cantón de San Pablo, Unión Panamericana, Cértegui, Carmen del Darien, Río Quito, Río Iró, Andagoya y Medio San Juan; 2 de Antioquia: Vigía del Fuerte y Murindó; 1 en el Valle: Buenaventura; 3 en Cauca : Guapi, López de Micay y Timbiqui; 10 en Nariño: Tumaco, Francisco Pizarro, El Charco, la Tola, Santa Bárbara, Magui, Olaya Herrera, Mosquera, Roberto Payán, Barbacoas.





� Esta cifra corresponde a un cálculo realizado en proporción a la población afro de cada departamento. Se aclara que estos recursos son estimativos y no comprometen al Gobierno Nacional en su ejecución y seguimiento, dada la dificultad en su focalización exclusiva para población afro. 


� Organización Conservacionista Mundial


� Es importante resaltar que las victimas que no puedan ejercer sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación a  través del procedimiento establecido en la Ley de Justicia y Paz, pueden ejercer sus derechos por otras vías, tales como el proceso penal ordinario. Y en caso de las víctimas de los miembros de los grupos armados ilegales  que se desmovilizaron de acuerdo a lo establecido en la Ley 782 de 2002, pueden ejercer su derecho a la reparación iniciando un proceso civil.  


� El decreto 1290 de 2008 crea un programa de reparación individual por vía administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley. Este decreto contiene medidas de indemnización, restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición así como el procedimiento para acceder a los derechos que allí se contemplan.


El programa establecido en el decreto 1290 de 2008 tiene por objeto conceder un conjunto de medidas de reparación individual a favor de las personas que con anterioridad al 22 de abril de 2008 hubieran sufrido violación en sus derechos fundamentales por acción de los grupos armados organizados al margen de la ley, de guerrilla o autodefensas.


El mismo programa de reparaciones cubre a las víctimas de los siguientes delitos: i) Homicidio ii) Desaparición forzada iii) Secuestro iv) Lesiones personales y psicológicas, con y sin incapacidad permanente v) Tortura vi) Delitos contra la libertad e integridad sexual vii) Reclutamiento de menores y viii) Desplazamiento forzado. Se consideran destinatarios, las personas que hubieren sufrido daño directo como consecuencia de la violación de sus derechos fundamentales por la acción de los grupos armados organizados al margen de la ley, con anterioridad al 22 de abril de 2008. Cuando a la víctima se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida, tendrán esa condición el cónyuge o compañero o compañera permanente o el familiar en primer grado de consanguinidad o primero civil de la víctima directa o aquellos que dependían económicamente de la misma.





�Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República. La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema judicial nacional. 


� Ver Acta del Taller “Análisis, reflexión y socialización de la propuesta de programa Protección de los derechos de las Mujeres Indígenas Desplazadas”, Bogotá Junio 15 al 18 de 2009.


� Acuerdo 03 de 2006 del CNAIPD.


� Ibíd.


� Ibíd. 


� Ibíd. 


� Acuerdo 05 de 2006 del CNAIPD


� Una de las últimas comunidades nómadas del mundo y que a la fecha cuenta con un número aproximado de 500 integrantes.


� Ibíd. 


� Acuerdo 08 del CNAIPD


� Ibíd. 


� Ibíd..


� CPEM, Manual de transversalidad de enfoque de género en el desarrollo, 2006, módulo 2, p. 16.


� MIJ, Dirección de Etnias, ACNUR, Yuluka Caminos para Volver. Directriz para la prevención y atención integral de la población indígena en situación de desplazamiento y riesgo, con enfoque diferencial. 2007


� ACNUR,  Balance de la política pública de prevención, protección y atención al desplazamiento interno forzado en Colombia (2002-2004), p. 24.


�Los aludidos Comités fueron implementados a través del Memorando 035 de 6 de marzo de 2008 de la Dirección Nacional de Fiscalías.


� Ver anexo, Discriminación por departamento 


� Tomado de  http://www.bancadafrocolombiana.net/bancada/nosotros.html


� ICBF. Subdirección de Seguimiento y análisis. Sistema de Seguimiento Nutricional informe 2008. Mayo de 2009. En: �HYPERLINK "http://carpetaspublicas/C18/C8/Año%202008/default.aspx"�http://carpetaspublicas/C18/C8/Año%202008/default.aspx�. 


� La Nación para atender gratuitamente en salud a la población, los clasifica de acuerdo su condición socioeconómica organizado por el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales “SISBEN” en estratos 0, 1 y 2;  el MEN da gratuidad en la prestación del servicio educativo para la básica primaria a la población que esta en estos estratos, incluyendo la grupos étnicos, desplazada y con Necesidades Educativas Especiales.
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		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Resguardo Indigena		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		39668.0		META		MAPIRIPAN		Comunidad Indigena Mocuare / Etnia Guayabero		Resguardo Indigena Barranco Colorado		Guayaberos		Asesinato Selectivo		FARC		META		Mapiripan				17		84		El desplazamiento masivo se produjo como consecuencia del homicidio de Israel Gonzalez, indigena de 17 años, integrante de la comunidad guayabero

		2		39684.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Comunidad Indigena Iruto				Embera		Amenazas		AGUILAS NEGRAS		CHOCÓ		Alto Baudo		Playita Katru		65		288		La razon del desplazamiento son amenazas de las Aguilas Negras en contra de la Poblacion Indigena.

		3		39685.0		CHOCÓ		MEDIO ATRATO		Pueblo Viejo		Resguardo Rio Bebara		Embera		Amenazas		FARC		CHOCÓ		Medio Atrato		Pueblo Viejo		12		51		Segun la informacion del gobernador de la comunidad indigena JOSE GIL las familias se desplazaron por amenazas de la FARC  a  un miembro de la comunidad  por falta de la  colaboracion  de la comunidad hacia ellos

		4		39693.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Puerto Chichiliano		Resguardo Puerto Piñal		Embera		Enfrentamientos		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Bajo Baudo		Bellavista, Union Pitalito.		24		124		Continuos enfrentamientos entre guerrillas de las FARC y BACRIM en disputa por dominio de territorio.

		5		39709.0		CAUCA		TIMBIQUI		Angostura, Peña Tirgre, Agua Clarita, San Francisco		Resguardo Guagüi		Eperara Siapidara		Amenazas		RASTROJOS		CAUCA		Timbiqui		Resguardos Guangüi e Infí		301		1760		La razon de este desplazamiento radica en la presencia de 5 hombres armados pertenecientes a la BACRIM Los Rastrojos, los cuales portaban armas largas y un listado de 20 personas, quienes serian docentes de estas veredas, las cuales iban a ser asesinadas

		6		39716.0		CAUCA		CALOTO		El Credo		Resguardo Huellas		Nasa		Combates		FARC		CAUCA		Caloto		El Credo		30		120		Debido a los combates que se vienen presentando entre guerrilleros del Frente 6 de las Farc y Tropas del Batallon Pichincha del Ejercito Nacional

		7		39726.0		META		MAPIRIPAN		Laguna Araguato		Resguardo Barranco Ceiba		Guayaberos		Minas Antipersonal		FARC		META		Mapiripan		Puerto Alvira		95		462		El dia domingo 28 de septiembre a las  8:30 p.m. dos menores de  edad de 9 meses y 16 años respectivamente fueron victimas de una mina antipersonal ocasionandoles la muerte. Los hechos ocurrieron en un sitio “retirado del caserio” de Barranco Ceiba – Guav

		8		39739.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO				Comunidad Indigena  Guachal		Embera Wounan		Combates		FARC		CHOCÓ		Bajo Baudo		Guachal		16		89		Combates entre el Ejercito de Colombia y la guerrilla de las FARC, estos se han presentado en la zona cercana al rio Guachal. La poblacion no ha declarado ante el ministerio publico. En CMAIPD realizado el pasado 2 de diciembre ya se recomendo a la Person

		9		39853.0		NARIÑO		BARBACOAS				Resguardo Indigena Tortugaña-Telembi		Awa		Masacre		FARC		NARIÑO		Barbacoas, Samaniego, Ricaurte		El Diviso y Buenavista en Barbacoas y cabecera municipal de Samaniego		94		477		Masacre de 8 indigenas AWA de la comunidad El Bravo, perteneciente a este resguardo, a manos de las Farc.

		10		39853.0		CHOCÓ		RIO IRO		Cocoro y Vira Vira				Embera Wounan		Homicidio y Amenazas		FARC		CHOCÓ		Rio Iro y Condoto		Cabecera municipal		26		120		Indigenas de las comunidades Cocoro y Vira Vira del municipio Rio Iro se desplazaron hacia los sectores urbanos de Condoto y Rio Iro. . De acuerdo a la comunidad, (version que fue confirmada por la Fuerza Publica) el 30 de enero, las Farc asesinaron un in

		11		39877.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO Y MEDIO BAUDO		Comunidades Villa Miriam, Andeudo, La Loma, Playa Grande, Paraiso, Rado, Bundu, Geando, Ducurdu, Arrado, El Chorro, Tundó, Urudó, Insirá		Resguardos Indigenas Ríos Catru, Dubaza y Ancozo		Embera		Amenazas		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Comunidades Catru Central, Nuncidó y cabecera municipal de Medio Baudó (Puerto Meluk)		238		1030		Varias comunidades del pueblo indígena Embera se han desplazado como consecuencia del inminente riesgo de enfrentamiento entre miembros del frente 57 de las Farc y la banda criminal al servicio del Narcotráfico Los Rastrojos, en el territorio indígena, as

		12		39877.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal		Resguardo Indígena Río Purricha		Embera		Enfrentamiento Amenazas Tortura		ELN		CHOCÓ		Bajo Baudo		Cabecera municipal		100		529		Durante la semana del 09 al 13 de marzo de 2009,  84 familias – 443 personas  de las comunidades indígenas Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal se desplazaron a la cabecera municipal de Bajo Baudó (

		13		39877.0		ARAUCA		TAME				Comunidad Caño Claro		Hitnú		Amenazas		FARC		ARAUCA		Tame		Caño Seco		18		90		Integrantes de la comunidad indígena Caño Claro, fueron amenazados por miembros de un grupo armado ilegal no identificado, al parecer del ELN, mientras se encontraban cazando en el sector de Caño Mico. Una persona resulto herida.

																										1036		5224

		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Consejo Comunitario		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		17-Aug-08		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		España, Yucal y Yuyal		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Enfrentamientos		ELN Vs. FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera Municipal		245		1128		90 familias del corregimiento de Joli, veredas España, Yucal y Yuyal del Municipio de Lopez de Micay se desplazaron masivamente como consecuencia de enfrentamientos entre la cuadrilla Jose Luis cabrera del ELN y el Frente 30 de las FARC. Estos enfrentamie

		2		20-Aug-08		CHOCÓ		MEDIO BAUDO		Aguacatico, Union Berrecuy		RIO DE PEPE - CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Amenazas		RASTROJOS		CHOCÓ		Medio Baudo		Pie de Pepe		14		67		El asesinato de un poblador de la vereda Aguacatico por parte de Los Rastrojos y la posterior amenaza de este grupo hacia la comunidad genero temor en la poblacion.

		3		21-Sep-08		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Amparrado, Cocalito, y La Playa		CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Enfrentamientos		AGUILAS NEGRAS Vs. RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Cabecera Municipal		97		315		En la ribera del rio Baudo, en inmedicaciones de las veredas entre Cocalito y Peña Azul se presentaron Enfrentamientos entre las BACRIM Rastrojos y Aguilas Negras lo que provoco temor en la poblacion por estar en medio del fuego cruzado. Igualmente fueron

		4		17-Oct-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Gorgona 1		CONSEJO COMUNITARIO DE UNION PATIA VIEJO		AFRO		Combates		FARC		NARIÑO		Roberto Payan				16		62		Se presento un desplazamiento masivo de 16 familias 62 personas provenientes de la vereda Gorgona 1 sobre el rio Telembi a 15 minutos aproximadamente de la cabecera de Roberto Payan, la causa segun el profesional son combates entre la fuerza publica, Arma

		5		19-Oct-08		VALLE DEL CAUCA		BUENAVENTURA		Barrio Alberto Lleras				AFRO		Enfrentamientos		FARC		VALLE DEL CAUCA		Buenaventura		Barrio Alberto Lleras		281		1200		los habitantes del barrio Lleras manifiestan que desde la semana pasada se han venido presentando enfrentamientos, y amenazas generalizadas, situacion que se incremento el fin de semana pasado, cuando en la calle la Fortaleza se presentaron fuertes enfren

		6		18-Nov-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		SanPedro del Vino				AFRO		Amenazas		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco				16		68		El dia 18 de noviembre siendo aproximadamente las  3:00 de la tarde,  hizo presencia en la localidad de San Pedro del Vino,  Rio Patia , vereda perteneciente al Municipio de Francisco Pizarro un grupo  armado buscando al Señor Juan Bolaños, quien en el mo

		7		8-Dec-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Fatima				AFRO		Amenazas		FARC		NARIÑO		Olaya Herrera		Cabecera municipal		23		97		Desplazamiento masivo hacia la cabecera municipal Olaya Herrera (Bocas de Satinga) de 14 familias – 57 personas provenientes de la vereda Fatima (Roberto Payan) al parecer a causa del desplazamiento serian los enfrentamientos que se estan produciendo entr

		8		14-Dec-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		El Balzal				AFRO		Combates		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco		Cabecera municipal		14		58		Desplazamiento generado por combates entre la Armada Nacional y BACRIM "Rastrojos". (Operativo militar)

		9		3-Mar-09		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		Valentin y Cacagual		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Ataque- Emboscada		FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera municipal		104		524		Cuatro militares muertos y un civil herido dejo una emboscada perpetrada por subversivos de las Farc en zona rural de Lopez de Micay. Segun el Ejercito, los militares adscritos al Batallon Jose Hilario Lopez realizaban labores de vigilancia cuando fueron

		10		5-Mar-09		NARIÑO		EL CHARCO		Morrito, Isla Morrito y Pulbuza (Vega, Pueblo Nuevo y California)				AFRO		Hostigamientos		FARC		NARIÑO		Charco		Castigo, magdalena, brisas del Rosario, El Mero		175		755		Hostigamiento con 3 granadas hechizas a la tropa de la Armada, que se encontraba acantonada en Pulbuza, los impactos fueron distantes a la tropa y a las viviendas de la comunidad. También tiene información de que en Morrito, se escucharon disparos de fusi
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		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Resguardo Indigena		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		39668.0		META		MAPIRIPAN		Comunidad Indigena Mocuare / Etnia Guayabero		Resguardo Indigena Barranco Colorado		Guayaberos		Asesinato Selectivo		FARC		META		Mapiripan				17		84		El desplazamiento masivo se produjo como consecuencia del homicidio de Israel Gonzalez, indigena de 17 años, integrante de la comunidad guayabero

		2		39684.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Comunidad Indigena Iruto				Embera		Amenazas		AGUILAS NEGRAS		CHOCÓ		Alto Baudo		Playita Katru		65		288		La razon del desplazamiento son amenazas de las Aguilas Negras en contra de la Poblacion Indigena.

		3		39685.0		CHOCÓ		MEDIO ATRATO		Pueblo Viejo		Resguardo Rio Bebara		Embera		Amenazas		FARC		CHOCÓ		Medio Atrato		Pueblo Viejo		12		51		Segun la informacion del gobernador de la comunidad indigena JOSE GIL las familias se desplazaron por amenazas de la FARC  a  un miembro de la comunidad  por falta de la  colaboracion  de la comunidad hacia ellos

		4		39693.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Puerto Chichiliano		Resguardo Puerto Piñal		Embera		Enfrentamientos		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Bajo Baudo		Bellavista, Union Pitalito.		24		124		Continuos enfrentamientos entre guerrillas de las FARC y BACRIM en disputa por dominio de territorio.

		5		39709.0		CAUCA		TIMBIQUI		Angostura, Peña Tirgre, Agua Clarita, San Francisco		Resguardo Guagüi		Eperara Siapidara		Amenazas		RASTROJOS		CAUCA		Timbiqui		Resguardos Guangüi e Infí		301		1760		La razon de este desplazamiento radica en la presencia de 5 hombres armados pertenecientes a la BACRIM Los Rastrojos, los cuales portaban armas largas y un listado de 20 personas, quienes serian docentes de estas veredas, las cuales iban a ser asesinadas

		6		39716.0		CAUCA		CALOTO		El Credo		Resguardo Huellas		Nasa		Combates		FARC		CAUCA		Caloto		El Credo		30		120		Debido a los combates que se vienen presentando entre guerrilleros del Frente 6 de las Farc y Tropas del Batallon Pichincha del Ejercito Nacional

		7		39726.0		META		MAPIRIPAN		Laguna Araguato		Resguardo Barranco Ceiba		Guayaberos		Minas Antipersonal		FARC		META		Mapiripan		Puerto Alvira		95		462		El dia domingo 28 de septiembre a las  8:30 p.m. dos menores de  edad de 9 meses y 16 años respectivamente fueron victimas de una mina antipersonal ocasionandoles la muerte. Los hechos ocurrieron en un sitio “retirado del caserio” de Barranco Ceiba – Guav

		8		39739.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO				Comunidad Indigena  Guachal		Embera Wounan		Combates		FARC		CHOCÓ		Bajo Baudo		Guachal		16		89		Combates entre el Ejercito de Colombia y la guerrilla de las FARC, estos se han presentado en la zona cercana al rio Guachal. La poblacion no ha declarado ante el ministerio publico. En CMAIPD realizado el pasado 2 de diciembre ya se recomendo a la Person

		9		39853.0		NARIÑO		BARBACOAS				Resguardo Indigena Tortugaña-Telembi		Awa		Masacre		FARC		NARIÑO		Barbacoas, Samaniego, Ricaurte		El Diviso y Buenavista en Barbacoas y cabecera municipal de Samaniego		94		477		Masacre de 8 indigenas AWA de la comunidad El Bravo, perteneciente a este resguardo, a manos de las Farc.

		10		39853.0		CHOCÓ		RIO IRO		Cocoro y Vira Vira				Embera Wounan		Homicidio y Amenazas		FARC		CHOCÓ		Rio Iro y Condoto		Cabecera municipal		26		120		Indigenas de las comunidades Cocoro y Vira Vira del municipio Rio Iro se desplazaron hacia los sectores urbanos de Condoto y Rio Iro. . De acuerdo a la comunidad, (version que fue confirmada por la Fuerza Publica) el 30 de enero, las Farc asesinaron un in

		11		39877.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO Y MEDIO BAUDO		Comunidades Villa Miriam, Andeudo, La Loma, Playa Grande, Paraiso, Rado, Bundu, Geando, Ducurdu, Arrado, El Chorro, Tundó, Urudó, Insirá		Resguardos Indigenas Ríos Catru, Dubaza y Ancozo		Embera		Amenazas		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Comunidades Catru Central, Nuncidó y cabecera municipal de Medio Baudó (Puerto Meluk)		238		1030		Varias comunidades del pueblo indígena Embera se han desplazado como consecuencia del inminente riesgo de enfrentamiento entre miembros del frente 57 de las Farc y la banda criminal al servicio del Narcotráfico Los Rastrojos, en el territorio indígena, as

		12		39877.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal		Resguardo Indígena Río Purricha		Embera		Enfrentamiento Amenazas Tortura		ELN		CHOCÓ		Bajo Baudo		Cabecera municipal		100		529		Durante la semana del 09 al 13 de marzo de 2009,  84 familias – 443 personas  de las comunidades indígenas Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal se desplazaron a la cabecera municipal de Bajo Baudó (

		13		39877.0		ARAUCA		TAME				Comunidad Caño Claro		Hitnú		Amenazas		FARC		ARAUCA		Tame		Caño Seco		18		90		Integrantes de la comunidad indígena Caño Claro, fueron amenazados por miembros de un grupo armado ilegal no identificado, al parecer del ELN, mientras se encontraban cazando en el sector de Caño Mico. Una persona resulto herida.

																										1036		5224

		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Consejo Comunitario		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		17-Aug-08		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		España, Yucal y Yuyal		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Enfrentamientos		ELN Vs. FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera Municipal		245		1128		90 familias del corregimiento de Joli, veredas España, Yucal y Yuyal del Municipio de Lopez de Micay se desplazaron masivamente como consecuencia de enfrentamientos entre la cuadrilla Jose Luis cabrera del ELN y el Frente 30 de las FARC. Estos enfrentamie

		2		20-Aug-08		CHOCÓ		MEDIO BAUDO		Aguacatico, Union Berrecuy		RIO DE PEPE - CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Amenazas		RASTROJOS		CHOCÓ		Medio Baudo		Pie de Pepe		14		67		El asesinato de un poblador de la vereda Aguacatico por parte de Los Rastrojos y la posterior amenaza de este grupo hacia la comunidad genero temor en la poblacion.

		3		21-Sep-08		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Amparrado, Cocalito, y La Playa		CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Enfrentamientos		AGUILAS NEGRAS Vs. RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Cabecera Municipal		97		315		En la ribera del rio Baudo, en inmedicaciones de las veredas entre Cocalito y Peña Azul se presentaron Enfrentamientos entre las BACRIM Rastrojos y Aguilas Negras lo que provoco temor en la poblacion por estar en medio del fuego cruzado. Igualmente fueron

		4		17-Oct-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Gorgona 1		CONSEJO COMUNITARIO DE UNION PATIA VIEJO		AFRO		Combates		FARC		NARIÑO		Roberto Payan				16		62		Se presento un desplazamiento masivo de 16 familias 62 personas provenientes de la vereda Gorgona 1 sobre el rio Telembi a 15 minutos aproximadamente de la cabecera de Roberto Payan, la causa segun el profesional son combates entre la fuerza publica, Arma

		5		19-Oct-08		VALLE DEL CAUCA		BUENAVENTURA		Barrio Alberto Lleras				AFRO		Enfrentamientos		FARC		VALLE DEL CAUCA		Buenaventura		Barrio Alberto Lleras		281		1200		los habitantes del barrio Lleras manifiestan que desde la semana pasada se han venido presentando enfrentamientos, y amenazas generalizadas, situacion que se incremento el fin de semana pasado, cuando en la calle la Fortaleza se presentaron fuertes enfren

		6		18-Nov-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		SanPedro del Vino				AFRO		Amenazas		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco				16		68		El dia 18 de noviembre siendo aproximadamente las  3:00 de la tarde,  hizo presencia en la localidad de San Pedro del Vino,  Rio Patia , vereda perteneciente al Municipio de Francisco Pizarro un grupo  armado buscando al Señor Juan Bolaños, quien en el mo

		7		8-Dec-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Fatima				AFRO		Amenazas		FARC		NARIÑO		Olaya Herrera		Cabecera municipal		23		97		Desplazamiento masivo hacia la cabecera municipal Olaya Herrera (Bocas de Satinga) de 14 familias – 57 personas provenientes de la vereda Fatima (Roberto Payan) al parecer a causa del desplazamiento serian los enfrentamientos que se estan produciendo entr

		8		14-Dec-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		El Balzal				AFRO		Combates		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco		Cabecera municipal		14		58		Desplazamiento generado por combates entre la Armada Nacional y BACRIM "Rastrojos". (Operativo militar)

		9		3-Mar-09		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		Valentin y Cacagual		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Ataque- Emboscada		FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera municipal		104		524		Cuatro militares muertos y un civil herido dejo una emboscada perpetrada por subversivos de las Farc en zona rural de Lopez de Micay. Segun el Ejercito, los militares adscritos al Batallon Jose Hilario Lopez realizaban labores de vigilancia cuando fueron

		10		5-Mar-09		NARIÑO		EL CHARCO		Morrito, Isla Morrito y Pulbuza (Vega, Pueblo Nuevo y California)				AFRO		Hostigamientos		FARC		NARIÑO		Charco		Castigo, magdalena, brisas del Rosario, El Mero		175		755		Hostigamiento con 3 granadas hechizas a la tropa de la Armada, que se encontraba acantonada en Pulbuza, los impactos fueron distantes a la tropa y a las viviendas de la comunidad. También tiene información de que en Morrito, se escucharon disparos de fusi
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Hoja2

		

				EVENTOS

		TOTAL		37

		AFROS E INDIGENAS		23

				HOGARES

		TOTAL		2719

		INDIGENAS		1036

		AFROS		985

				PERSONAS

		TOTAL		12822

		INDIGENAS		5224

		AFROS		4274





Hoja2

		0

		0



EVENTOS

DESPLAZAMIENTOS MASIVOS JULIO 2008 - MAYO 2009




_1308927790.xls
Chart1

		ARAUCA

		CAUCA

		CHOCO

		META

		NARIÑO



INDIGENAS DESPLAZADOS MASIVAMENTE POR DEPARTAMENTO JULIO 2008 - MAYO 2009

90

1880

2231

546

477



Hoja1

		

		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Resguardo Indigena		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		39668.0		META		MAPIRIPAN		Comunidad Indigena Mocuare / Etnia Guayabero		Resguardo Indigena Barranco Colorado		Guayaberos		Asesinato Selectivo		FARC		META		Mapiripan				17		84		El desplazamiento masivo se produjo como consecuencia del homicidio de Israel Gonzalez, indigena de 17 años, integrante de la comunidad guayabero

		2		39684.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Comunidad Indigena Iruto				Embera		Amenazas		AGUILAS NEGRAS		CHOCÓ		Alto Baudo		Playita Katru		65		288		La razon del desplazamiento son amenazas de las Aguilas Negras en contra de la Poblacion Indigena.

		3		39685.0		CHOCÓ		MEDIO ATRATO		Pueblo Viejo		Resguardo Rio Bebara		Embera		Amenazas		FARC		CHOCÓ		Medio Atrato		Pueblo Viejo		12		51		Segun la informacion del gobernador de la comunidad indigena JOSE GIL las familias se desplazaron por amenazas de la FARC  a  un miembro de la comunidad  por falta de la  colaboracion  de la comunidad hacia ellos

		4		39693.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Puerto Chichiliano		Resguardo Puerto Piñal		Embera		Enfrentamientos		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Bajo Baudo		Bellavista, Union Pitalito.		24		124		Continuos enfrentamientos entre guerrillas de las FARC y BACRIM en disputa por dominio de territorio.

		5		39709.0		CAUCA		TIMBIQUI		Angostura, Peña Tirgre, Agua Clarita, San Francisco		Resguardo Guagüi		Eperara Siapidara		Amenazas		RASTROJOS		CAUCA		Timbiqui		Resguardos Guangüi e Infí		301		1760		La razon de este desplazamiento radica en la presencia de 5 hombres armados pertenecientes a la BACRIM Los Rastrojos, los cuales portaban armas largas y un listado de 20 personas, quienes serian docentes de estas veredas, las cuales iban a ser asesinadas

		6		39716.0		CAUCA		CALOTO		El Credo		Resguardo Huellas		Nasa		Combates		FARC		CAUCA		Caloto		El Credo		30		120		Debido a los combates que se vienen presentando entre guerrilleros del Frente 6 de las Farc y Tropas del Batallon Pichincha del Ejercito Nacional

		7		39726.0		META		MAPIRIPAN		Laguna Araguato		Resguardo Barranco Ceiba		Guayaberos		Minas Antipersonal		FARC		META		Mapiripan		Puerto Alvira		95		462		El dia domingo 28 de septiembre a las  8:30 p.m. dos menores de  edad de 9 meses y 16 años respectivamente fueron victimas de una mina antipersonal ocasionandoles la muerte. Los hechos ocurrieron en un sitio “retirado del caserio” de Barranco Ceiba – Guav

		8		39739.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO				Comunidad Indigena  Guachal		Embera Wounan		Combates		FARC		CHOCÓ		Bajo Baudo		Guachal		16		89		Combates entre el Ejercito de Colombia y la guerrilla de las FARC, estos se han presentado en la zona cercana al rio Guachal. La poblacion no ha declarado ante el ministerio publico. En CMAIPD realizado el pasado 2 de diciembre ya se recomendo a la Person

		9		39853.0		NARIÑO		BARBACOAS				Resguardo Indigena Tortugaña-Telembi		Awa		Masacre		FARC		NARIÑO		Barbacoas, Samaniego, Ricaurte		El Diviso y Buenavista en Barbacoas y cabecera municipal de Samaniego		94		477		Masacre de 8 indigenas AWA de la comunidad El Bravo, perteneciente a este resguardo, a manos de las Farc.

		10		39853.0		CHOCÓ		RIO IRO		Cocoro y Vira Vira				Embera Wounan		Homicidio y Amenazas		FARC		CHOCÓ		Rio Iro y Condoto		Cabecera municipal		26		120		Indigenas de las comunidades Cocoro y Vira Vira del municipio Rio Iro se desplazaron hacia los sectores urbanos de Condoto y Rio Iro. . De acuerdo a la comunidad, (version que fue confirmada por la Fuerza Publica) el 30 de enero, las Farc asesinaron un in

		11		39877.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO Y MEDIO BAUDO		Comunidades Villa Miriam, Andeudo, La Loma, Playa Grande, Paraiso, Rado, Bundu, Geando, Ducurdu, Arrado, El Chorro, Tundó, Urudó, Insirá		Resguardos Indigenas Ríos Catru, Dubaza y Ancozo		Embera		Amenazas		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Comunidades Catru Central, Nuncidó y cabecera municipal de Medio Baudó (Puerto Meluk)		238		1030		Varias comunidades del pueblo indígena Embera se han desplazado como consecuencia del inminente riesgo de enfrentamiento entre miembros del frente 57 de las Farc y la banda criminal al servicio del Narcotráfico Los Rastrojos, en el territorio indígena, as

		12		39877.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal		Resguardo Indígena Río Purricha		Embera		Enfrentamiento Amenazas Tortura		ELN		CHOCÓ		Bajo Baudo		Cabecera municipal		100		529		Durante la semana del 09 al 13 de marzo de 2009,  84 familias – 443 personas  de las comunidades indígenas Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal se desplazaron a la cabecera municipal de Bajo Baudó (

		13		39877.0		ARAUCA		TAME				Comunidad Caño Claro		Hitnú		Amenazas		FARC		ARAUCA		Tame		Caño Seco		18		90		Integrantes de la comunidad indígena Caño Claro, fueron amenazados por miembros de un grupo armado ilegal no identificado, al parecer del ELN, mientras se encontraban cazando en el sector de Caño Mico. Una persona resulto herida.

																										1036		5224

		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Consejo Comunitario		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		17-Aug-08		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		España, Yucal y Yuyal		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Enfrentamientos		ELN Vs. FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera Municipal		245		1128		90 familias del corregimiento de Joli, veredas España, Yucal y Yuyal del Municipio de Lopez de Micay se desplazaron masivamente como consecuencia de enfrentamientos entre la cuadrilla Jose Luis cabrera del ELN y el Frente 30 de las FARC. Estos enfrentamie

		2		20-Aug-08		CHOCÓ		MEDIO BAUDO		Aguacatico, Union Berrecuy		RIO DE PEPE - CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Amenazas		RASTROJOS		CHOCÓ		Medio Baudo		Pie de Pepe		14		67		El asesinato de un poblador de la vereda Aguacatico por parte de Los Rastrojos y la posterior amenaza de este grupo hacia la comunidad genero temor en la poblacion.

		3		21-Sep-08		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Amparrado, Cocalito, y La Playa		CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Enfrentamientos		AGUILAS NEGRAS Vs. RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Cabecera Municipal		97		315		En la ribera del rio Baudo, en inmedicaciones de las veredas entre Cocalito y Peña Azul se presentaron Enfrentamientos entre las BACRIM Rastrojos y Aguilas Negras lo que provoco temor en la poblacion por estar en medio del fuego cruzado. Igualmente fueron

		4		17-Oct-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Gorgona 1		CONSEJO COMUNITARIO DE UNION PATIA VIEJO		AFRO		Combates		FARC		NARIÑO		Roberto Payan				16		62		Se presento un desplazamiento masivo de 16 familias 62 personas provenientes de la vereda Gorgona 1 sobre el rio Telembi a 15 minutos aproximadamente de la cabecera de Roberto Payan, la causa segun el profesional son combates entre la fuerza publica, Arma

		5		19-Oct-08		VALLE DEL CAUCA		BUENAVENTURA		Barrio Alberto Lleras				AFRO		Enfrentamientos		FARC		VALLE DEL CAUCA		Buenaventura		Barrio Alberto Lleras		281		1200		los habitantes del barrio Lleras manifiestan que desde la semana pasada se han venido presentando enfrentamientos, y amenazas generalizadas, situacion que se incremento el fin de semana pasado, cuando en la calle la Fortaleza se presentaron fuertes enfren

		6		18-Nov-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		SanPedro del Vino				AFRO		Amenazas		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco				16		68		El dia 18 de noviembre siendo aproximadamente las  3:00 de la tarde,  hizo presencia en la localidad de San Pedro del Vino,  Rio Patia , vereda perteneciente al Municipio de Francisco Pizarro un grupo  armado buscando al Señor Juan Bolaños, quien en el mo

		7		8-Dec-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Fatima				AFRO		Amenazas		FARC		NARIÑO		Olaya Herrera		Cabecera municipal		23		97		Desplazamiento masivo hacia la cabecera municipal Olaya Herrera (Bocas de Satinga) de 14 familias – 57 personas provenientes de la vereda Fatima (Roberto Payan) al parecer a causa del desplazamiento serian los enfrentamientos que se estan produciendo entr

		8		14-Dec-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		El Balzal				AFRO		Combates		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco		Cabecera municipal		14		58		Desplazamiento generado por combates entre la Armada Nacional y BACRIM "Rastrojos". (Operativo militar)

		9		3-Mar-09		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		Valentin y Cacagual		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Ataque- Emboscada		FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera municipal		104		524		Cuatro militares muertos y un civil herido dejo una emboscada perpetrada por subversivos de las Farc en zona rural de Lopez de Micay. Segun el Ejercito, los militares adscritos al Batallon Jose Hilario Lopez realizaban labores de vigilancia cuando fueron

		10		5-Mar-09		NARIÑO		EL CHARCO		Morrito, Isla Morrito y Pulbuza (Vega, Pueblo Nuevo y California)				AFRO		Hostigamientos		FARC		NARIÑO		Charco		Castigo, magdalena, brisas del Rosario, El Mero		175		755		Hostigamiento con 3 granadas hechizas a la tropa de la Armada, que se encontraba acantonada en Pulbuza, los impactos fueron distantes a la tropa y a las viviendas de la comunidad. También tiene información de que en Morrito, se escucharon disparos de fusi
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		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Resguardo Indigena		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		39668.0		META		MAPIRIPAN		Comunidad Indigena Mocuare / Etnia Guayabero		Resguardo Indigena Barranco Colorado		Guayaberos		Asesinato Selectivo		FARC		META		Mapiripan				17		84		El desplazamiento masivo se produjo como consecuencia del homicidio de Israel Gonzalez, indigena de 17 años, integrante de la comunidad guayabero

		2		39684.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Comunidad Indigena Iruto				Embera		Amenazas		AGUILAS NEGRAS		CHOCÓ		Alto Baudo		Playita Katru		65		288		La razon del desplazamiento son amenazas de las Aguilas Negras en contra de la Poblacion Indigena.

		3		39685.0		CHOCÓ		MEDIO ATRATO		Pueblo Viejo		Resguardo Rio Bebara		Embera		Amenazas		FARC		CHOCÓ		Medio Atrato		Pueblo Viejo		12		51		Segun la informacion del gobernador de la comunidad indigena JOSE GIL las familias se desplazaron por amenazas de la FARC  a  un miembro de la comunidad  por falta de la  colaboracion  de la comunidad hacia ellos

		4		39693.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Puerto Chichiliano		Resguardo Puerto Piñal		Embera		Enfrentamientos		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Bajo Baudo		Bellavista, Union Pitalito.		24		124		Continuos enfrentamientos entre guerrillas de las FARC y BACRIM en disputa por dominio de territorio.

		5		39709.0		CAUCA		TIMBIQUI		Angostura, Peña Tirgre, Agua Clarita, San Francisco		Resguardo Guagüi		Eperara Siapidara		Amenazas		RASTROJOS		CAUCA		Timbiqui		Resguardos Guangüi e Infí		301		1760		La razon de este desplazamiento radica en la presencia de 5 hombres armados pertenecientes a la BACRIM Los Rastrojos, los cuales portaban armas largas y un listado de 20 personas, quienes serian docentes de estas veredas, las cuales iban a ser asesinadas

		6		39716.0		CAUCA		CALOTO		El Credo		Resguardo Huellas		Nasa		Combates		FARC		CAUCA		Caloto		El Credo		30		120		Debido a los combates que se vienen presentando entre guerrilleros del Frente 6 de las Farc y Tropas del Batallon Pichincha del Ejercito Nacional

		7		39726.0		META		MAPIRIPAN		Laguna Araguato		Resguardo Barranco Ceiba		Guayaberos		Minas Antipersonal		FARC		META		Mapiripan		Puerto Alvira		95		462		El dia domingo 28 de septiembre a las  8:30 p.m. dos menores de  edad de 9 meses y 16 años respectivamente fueron victimas de una mina antipersonal ocasionandoles la muerte. Los hechos ocurrieron en un sitio “retirado del caserio” de Barranco Ceiba – Guav

		8		39739.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO				Comunidad Indigena  Guachal		Embera Wounan		Combates		FARC		CHOCÓ		Bajo Baudo		Guachal		16		89		Combates entre el Ejercito de Colombia y la guerrilla de las FARC, estos se han presentado en la zona cercana al rio Guachal. La poblacion no ha declarado ante el ministerio publico. En CMAIPD realizado el pasado 2 de diciembre ya se recomendo a la Person

		9		39853.0		NARIÑO		BARBACOAS				Resguardo Indigena Tortugaña-Telembi		Awa		Masacre		FARC		NARIÑO		Barbacoas, Samaniego, Ricaurte		El Diviso y Buenavista en Barbacoas y cabecera municipal de Samaniego		94		477		Masacre de 8 indigenas AWA de la comunidad El Bravo, perteneciente a este resguardo, a manos de las Farc.

		10		39853.0		CHOCÓ		RIO IRO		Cocoro y Vira Vira				Embera Wounan		Homicidio y Amenazas		FARC		CHOCÓ		Rio Iro y Condoto		Cabecera municipal		26		120		Indigenas de las comunidades Cocoro y Vira Vira del municipio Rio Iro se desplazaron hacia los sectores urbanos de Condoto y Rio Iro. . De acuerdo a la comunidad, (version que fue confirmada por la Fuerza Publica) el 30 de enero, las Farc asesinaron un in

		11		39877.0		CHOCÓ		ALTO BAUDO Y MEDIO BAUDO		Comunidades Villa Miriam, Andeudo, La Loma, Playa Grande, Paraiso, Rado, Bundu, Geando, Ducurdu, Arrado, El Chorro, Tundó, Urudó, Insirá		Resguardos Indigenas Ríos Catru, Dubaza y Ancozo		Embera		Amenazas		FARC / RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Comunidades Catru Central, Nuncidó y cabecera municipal de Medio Baudó (Puerto Meluk)		238		1030		Varias comunidades del pueblo indígena Embera se han desplazado como consecuencia del inminente riesgo de enfrentamiento entre miembros del frente 57 de las Farc y la banda criminal al servicio del Narcotráfico Los Rastrojos, en el territorio indígena, as

		12		39877.0		CHOCÓ		BAJO BAUDO		Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal		Resguardo Indígena Río Purricha		Embera		Enfrentamiento Amenazas Tortura		ELN		CHOCÓ		Bajo Baudo		Cabecera municipal		100		529		Durante la semana del 09 al 13 de marzo de 2009,  84 familias – 443 personas  de las comunidades indígenas Virrinchado, Villa Nueva, Puerto Pitalito, La Oficina, Las Vacas, Aguacate y Belén de Taparal se desplazaron a la cabecera municipal de Bajo Baudó (

		13		39877.0		ARAUCA		TAME				Comunidad Caño Claro		Hitnú		Amenazas		FARC		ARAUCA		Tame		Caño Seco		18		90		Integrantes de la comunidad indígena Caño Claro, fueron amenazados por miembros de un grupo armado ilegal no identificado, al parecer del ELN, mientras se encontraban cazando en el sector de Caño Mico. Una persona resulto herida.

																										1036		5224

		No. Evento		Fecha del Evento		Departamento Expulsor		Municipio Expulsor		Comunidad Expulsora		Consejo Comunitario		Etnia		Causa del desplazamiento		Descripción del responsable 1		Departamento Receptor		Municipio Receptor		Corregimiento Receptor		Número Hogares		Número Personas		Observaciones

		1		17-Aug-08		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		España, Yucal y Yuyal		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Enfrentamientos		ELN Vs. FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera Municipal		245		1128		90 familias del corregimiento de Joli, veredas España, Yucal y Yuyal del Municipio de Lopez de Micay se desplazaron masivamente como consecuencia de enfrentamientos entre la cuadrilla Jose Luis cabrera del ELN y el Frente 30 de las FARC. Estos enfrentamie

		2		20-Aug-08		CHOCÓ		MEDIO BAUDO		Aguacatico, Union Berrecuy		RIO DE PEPE - CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Amenazas		RASTROJOS		CHOCÓ		Medio Baudo		Pie de Pepe		14		67		El asesinato de un poblador de la vereda Aguacatico por parte de Los Rastrojos y la posterior amenaza de este grupo hacia la comunidad genero temor en la poblacion.

		3		21-Sep-08		CHOCÓ		ALTO BAUDO		Amparrado, Cocalito, y La Playa		CONSEJO COMUNITARIO GENERAL DEL RIO BAUDO Y SUS AFLUENTES - ACABA		AFRO		Enfrentamientos		AGUILAS NEGRAS Vs. RASTROJOS		CHOCÓ		Alto Baudo		Cabecera Municipal		97		315		En la ribera del rio Baudo, en inmedicaciones de las veredas entre Cocalito y Peña Azul se presentaron Enfrentamientos entre las BACRIM Rastrojos y Aguilas Negras lo que provoco temor en la poblacion por estar en medio del fuego cruzado. Igualmente fueron

		4		17-Oct-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Gorgona 1		CONSEJO COMUNITARIO DE UNION PATIA VIEJO		AFRO		Combates		FARC		NARIÑO		Roberto Payan				16		62		Se presento un desplazamiento masivo de 16 familias 62 personas provenientes de la vereda Gorgona 1 sobre el rio Telembi a 15 minutos aproximadamente de la cabecera de Roberto Payan, la causa segun el profesional son combates entre la fuerza publica, Arma

		5		19-Oct-08		VALLE DEL CAUCA		BUENAVENTURA		Barrio Alberto Lleras				AFRO		Enfrentamientos		FARC		VALLE DEL CAUCA		Buenaventura		Barrio Alberto Lleras		281		1200		los habitantes del barrio Lleras manifiestan que desde la semana pasada se han venido presentando enfrentamientos, y amenazas generalizadas, situacion que se incremento el fin de semana pasado, cuando en la calle la Fortaleza se presentaron fuertes enfren

		6		18-Nov-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		SanPedro del Vino				AFRO		Amenazas		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco				16		68		El dia 18 de noviembre siendo aproximadamente las  3:00 de la tarde,  hizo presencia en la localidad de San Pedro del Vino,  Rio Patia , vereda perteneciente al Municipio de Francisco Pizarro un grupo  armado buscando al Señor Juan Bolaños, quien en el mo

		7		8-Dec-08		NARIÑO		ROBERTO PAYAN		Fatima				AFRO		Amenazas		FARC		NARIÑO		Olaya Herrera		Cabecera municipal		23		97		Desplazamiento masivo hacia la cabecera municipal Olaya Herrera (Bocas de Satinga) de 14 familias – 57 personas provenientes de la vereda Fatima (Roberto Payan) al parecer a causa del desplazamiento serian los enfrentamientos que se estan produciendo entr

		8		14-Dec-08		NARIÑO		FRANCISCO PIZARRO		El Balzal				AFRO		Combates		RASTROJOS		NARIÑO		Tumaco		Cabecera municipal		14		58		Desplazamiento generado por combates entre la Armada Nacional y BACRIM "Rastrojos". (Operativo militar)

		9		3-Mar-09		CAUCA		LOPEZ DE MICAY		Valentin y Cacagual		Consejo comunitario de SANJOC		AFRO		Ataque- Emboscada		FARC		CAUCA		Lopez de Micay		Cabecera municipal		104		524		Cuatro militares muertos y un civil herido dejo una emboscada perpetrada por subversivos de las Farc en zona rural de Lopez de Micay. Segun el Ejercito, los militares adscritos al Batallon Jose Hilario Lopez realizaban labores de vigilancia cuando fueron

		10		5-Mar-09		NARIÑO		EL CHARCO		Morrito, Isla Morrito y Pulbuza (Vega, Pueblo Nuevo y California)				AFRO		Hostigamientos		FARC		NARIÑO		Charco		Castigo, magdalena, brisas del Rosario, El Mero		175		755		Hostigamiento con 3 granadas hechizas a la tropa de la Armada, que se encontraba acantonada en Pulbuza, los impactos fueron distantes a la tropa y a las viviendas de la comunidad. También tiene información de que en Morrito, se escucharon disparos de fusi
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												INDIGENAS DESPLAZADOS MASIVAMENTE POR DEPARTAMENTO JULIO 2008 - MAYO 2009								INDIGENAS DESPLAZADOS MASIVAMENTE POR ETNIA JULIO 2008 - MAYO 2009

				EVENTOS						ARAUCA		90						AWA		477

		TOTAL		37						CAUCA		1880						EMBERA		2022

		AFROS E INDIGENAS		23						CHOCO		2231						EMBERA WOUNAN		209

										META		546						EPERARA		1760

										NARIÑO		477						GUAYABEROS		546

																		HTINÚ		90

																		NASA		120

				HOGARES								AFROCOLOMBIANOS DESPLAZADOS MASIVAMENTE POR DEPARTAMENTO JULIO 2008 - MAYO 2009

		TOTAL		2719						CAUCA		1652

		INDIGENAS		1036						CHOCO		382

		AFROS		985						NARIÑO		1040

										VALLE DEL CAUCA		1200

				PERSONAS

		TOTAL		12822

		INDIGENAS		5224

		AFROS		4274
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